
This is a digital copy of a book that was preserved for generations on library shelves before it was carefully scanned by Google as part of a project 
to make the world's books discoverable online. 

It has survived long enough for the copyright to expire and the book to enter the public domain. A public domain book is one that was never subject 
to copyright or whose legal copyright term has expired. Whether a book is in the public domain may vary country to country. Public domain books 
are our gateways to the past, representing a wealth of history, culture and knowledge that's often difficult to discover. 

Marks, notations and other marginalia present in the original volume will appear in this file - a reminder of this book's long journey from the 
publisher to a library and finally to you. 

Usage guidelines 

Google is proud to partner with librarles to digitize public domain materials and make them widely accessible. Public domain books belong to the 
public and we are merely their custodians. Nevertheless, this work is expensive, so in order to keep providing this resource, we have taken steps to 
prevent abuse by commercial parties, including placing technical restrictions on automated querying. 

We also ask that you: 

+ Make non-commercial use of the files We designed Google Book Search for use by individuáis, and we request that you use these files for 
personal, non-commercial purposes. 

+ Refrainfrom automated querying Do not send automated queries of any sort to Google's system: If you are conducting research on machine 
translation, optical character recognition or other áreas where access to a large amount of text is helpful, please contact us. We encourage the 
use of public domain materials for these purposes and may be able to help. 

+ Maintain attribution The Google "watermark" you see on each file is essential for informing people about this project and helping them find 
additional materials through Google Book Search. Please do not remo ve it. 

+ Keep it legal Whatever your use, remember that you are responsible for ensuring that what you are doing is legal. Do not assume that just 
because we believe a book is in the public domain for users in the United States, that the work is also in the public domain for users in other 
countries. Whether a book is still in copyright varies from country to country, and we can't offer guidance on whether any specific use of 
any specific book is allowed. Please do not assume that a book's appearance in Google Book Search means it can be used in any manner 
any where in the world. Copyright infringement liability can be quite severe. 

About Google Book Search 

Google's mission is to organize the world's Information and to make it universally accessible and useful. Google Book Search helps readers 
discover the world's books while helping authors and publishers reach new audiences. You can search through the full text of this book on the web 



at |http : //books . google . com/ 




Acerca de este libro 

Esta es una copia digital de un libro que, durante generaciones, se ha conservado en las estanterías de una biblioteca, hasta que Google ha decidido 
escanearlo como parte de un proyecto que pretende que sea posible descubrir en línea libros de todo el mundo. 

Ha sobrevivido tantos años como para que los derechos de autor hayan expirado y el libro pase a ser de dominio público. El que un libro sea de 
dominio público significa que nunca ha estado protegido por derechos de autor, o bien que el período legal de estos derechos ya ha expirado. Es 
posible que una misma obra sea de dominio público en unos países y, sin embargo, no lo sea en otros. Los libros de dominio público son nuestras 
puertas hacia el pasado, suponen un patrimonio histórico, cultural y de conocimientos que, a menudo, resulta difícil de descubrir. 

Todas las anotaciones, marcas y otras señales en los márgenes que estén presentes en el volumen original aparecerán también en este archivo como 
testimonio del largo viaje que el libro ha recorrido desde el editor hasta la biblioteca y, finalmente, hasta usted. 

Normas de uso 

Google se enorgullece de poder colaborar con distintas bibliotecas para digitalizar los materiales de dominio público a fin de hacerlos accesibles 
a todo el mundo. Los libros de dominio público son patrimonio de todos, nosotros somos sus humildes guardianes. No obstante, se trata de un 
trabajo caro. Por este motivo, y para poder ofrecer este recurso, hemos tomado medidas para evitar que se produzca un abuso por parte de terceros 
con fines comerciales, y hemos incluido restricciones técnicas sobre las solicitudes automatizadas. 

Asimismo, le pedimos que: 

+ Haga un uso exclusivamente no comercial de estos archivos Hemos diseñado la Búsqueda de libros de Google para el uso de particulares; 
como tal, le pedimos que utilice estos archivos con fines personales, y no comerciales. 

+ No envíe solicitudes automatizadas Por favor, no envíe solicitudes automatizadas de ningún tipo al sistema de Google. Si está llevando a 
cabo una investigación sobre traducción automática, reconocimiento óptico de caracteres u otros campos para los que resulte útil disfrutar 
de acceso a una gran cantidad de texto, por favor, envíenos un mensaje. Fomentamos el uso de materiales de dominio público con estos 
propósitos y seguro que podremos ayudarle. 

+ Conserve la atribución La filigrana de Google que verá en todos los archivos es fundamental para informar a los usuarios sobre este proyecto 
y ayudarles a encontrar materiales adicionales en la Búsqueda de libros de Google. Por favor, no la elimine. 

+ Manténgase siempre dentro de la legalidad Sea cual sea el uso que haga de estos materiales, recuerde que es responsable de asegurarse de 
que todo lo que hace es legal. No dé por sentado que, por el hecho de que una obra se considere de dominio público para los usuarios de 
los Estados Unidos, lo será también para los usuarios de otros países. La legislación sobre derechos de autor varía de un país a otro, y no 
podemos facilitar información sobre si está permitido un uso específico de algún libro. Por favor, no suponga que la aparición de un libro en 
nuestro programa significa que se puede utilizar de igual manera en todo el mundo. La responsabilidad ante la infracción de los derechos de 
autor puede ser muy grave. 

Acerca de la Búsqueda de libros de Google 

El objetivo de Google consiste en organizar información procedente de todo el mundo y hacerla accesible y útil de forma universal. El programa de 
Búsqueda de libros de Google ayuda a los lectores a descubrir los libros de todo el mundo a la vez que ayuda a autores y editores a llegar a nuevas 



audiencias. Podrá realizar búsquedas en el texto completo de este libro en la web, en la página lhttp : / /books . google . com 



HARVARD LAW 

il.;b¡;liJl! 



UeftARV 



3 2044 061 896 007 




z^ 



h 



éMínoA. 79 r 




HARVARD LAW SCHOOL 
LIBRARY 



Reccived F£B l9 1935 






ijl^ 



'IT''^^ 



' -AX 



\ 



t-f¡ 



4r 



<^l 



DERECHO I 

if 

COPTUIOÍIAL- pdsiTiva 



x^ 



■' .^!^'':vV. 



L. .F. VI LLAGAN 



CATBOnXTtCO EN I^ Ü1|IVBRSIDAP DE SAS MAKCOS DE LIMA. 



i .'• 



-1^ 






(SECtüBA EDICIOll.) 



. LIMA 

IMPRENTA DE J. PEANüISCO SOLIS 

PLAZUELA na SANTO TOMAS N. 265. 

1882. 



^ 



-^ 



FEB 19 1935 

* 




. i 

i 

f 
í 


1 
[ 

\ 
í 

í 

1 


1 


i 






. * 


} 





\. 



'i 



LIBRO PRIMERO 



PEINCrPIOS GENERALES* 



CAPITULO I. 



1 El Perú independiente— 2 Pabellón y armaa nacionales— 8 
Límites del territorií/— 4 División política. 



1. Ei Perú indepeüdiente. El 2S de Julio de lS2l, él 
General D. José de San Martin, que había venido al 
Perú para ayudarlo en la líiclia de su emancipación, 
posesionado de Lima, que las fuerzas españolas se ha- 
bian visto obligadas á abandonar, proclamó solemne- 
mente la indeptínclefida (.'un estas paliibfas; *'dcsde es- 
te momento el Perú os librt 6 independiente, por lá 
voluntad generíO de 1<j6 pueblos y la justicia de su 
causa que Dios detieiide. ' La independencia, sin em- 
bargo, no quedó consolidada sino con las victorias dé 
Junin y AyAcut-ho obtenidas^ la primei^aj por el Li- 
J)ertador 1>. Simón Bolívar el 6 do Agosto de 1824, y 
á seguiKbi ptH' el Oencral D. Antonio José de Sucre: 
I 8 de Dicrcmbro del líiititJü aílo. Desde entonces ei 
rerú ibriúa parte de bi comunidad de los púébío's lí- 
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El artículo 2.® de la Constitución garantiza lá ín- 
depencleiK5Ía nacional con estas palabras: '*La nación 
es libre é independiente, y no puede celebrar pacta 
que se oponga á su indcpendeneia ó integridad, ó míe 
afecte de algún modo bu soberanía/' El Código Pe- 
nal, en el Título 1/ Sección 2.* Libro %"" determina 
y castiga los dirersos delitos de traición á la patria, ó* 
que comprometen la independencia nacional. 

2. Pabritoi y armas aaeionates» Por la ley de 25 de 

Febrero de 1825, el Perú ha adoptado los colores en- 
carnado y blano© pura su pabellón, que se compone 
de tres fajas verticalesy los dos estremas encarnadas y 
la intermedia bianca^en cuyo centro se coloca el es- 
cudo de las armas con su timb^-e, abrazado aquel ^ por 
la parte inferior,, de un»» |íKalwia á la derecM y una ra- 
ma de laureí á la izquierda entrelazadas. 

Las armafi del Per4 constan de un escudo dividido^ 
en tres campos; uno azul celeste á la derecíia, que lle- 
va una vicuSa mirando al interior;? otro blanco á 1» 
izquierda, donde se coloca el árbol de la quina, y otro* 
rojo inferioF y mas pequeSOj'Cn d^nde se vé una cor- 
nucopia derramando monedas,, significándose con es- 
tos símbolos. Jas preciosidades del l^eru en los tres- 
reinos naturales. El escudo tiene por timbre una co- 
rona (;íyica vista de plano, y va acompasada en cadar 
lado de una bandera y un estandarte de los colorear 
nacionales. 

3. limites tf«I Territorif. El í^eiú y las demás Ee- 
públicíis Sud^ Aniericaim&j ocTiptin hoy el territorio que 
España seflaló al principio dé esto siglo, á cada uno- 
de los Vi rei natos en íjiio tenía divididas sus posesio- 
nes de Améiiea, El territorio peruano linda por el 
Sur, Sur-Este, y Este con Eolivia^ j los linderías sonr 
al Surj la quebrada de Ducndeá, sitiuida al Sur del 
rio Loa y el río Defia^in adero, y al E^te, el Santuarí 
de Copacabana y lít laj^iiíia tíuiíhuj en la Pro vi n" 
de Cavabaya. Estus iHuitcs, sin embargo, son liai 
ahora materiíi de cnesííoiifs eon Boliviaj con quien se 
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ha estipulado en dirersoj^ tratados, el eompromi&o de 
arreglsir definitivauíentc los límites de sus respectivos 
territorios. 

Por resolución legislativa de 6 de febrero de 1877, 
66 ha dispuesto que el Ejecutivo proponga al Gobier- 
lío de Bolivia, el iiouibrarniento de una comisión mix- 
ta, que estudie y presente en el menor tiempo que sea 
posible, un proyecto, de la mas conveniente demar- 
cación de límites entre aniboe paises. 

En la convención celebrada en 1851, coa el Impe- 
rio del Brasil, se aceptó como base fundamental pa- 
ra el arreglo de los límites, el principio de utipossi- 
detis^ y se reconoció como frontera la población de 
Tabatinga; de ésta para el Norte la línea recta que 
va á encontrar de frente al rio Yapurá en su con- 
fluencia con el Apaporis, y de Tabatinga para el Sur 
el rio Yavarí, desde su confluencia con el Amazonas. 
Se acordó, además, que nna comisión mixta recono- 
ciera la frontera y propusiera los cambios conve- 
nientes- 

En cumplimiento de este acuerdo, la primera co- 
misión nombrada en 1866, colocó el marco respectivo 
en la vertiente de San Antonio, entre Tabatinga del 
Brasil, y Leticia del Perú á 
Latitud Sur 4o 12' 55'' 36. 
Longitud 69^ 54' 24" O de Greenwich. 
Posteriormente, en 25 de Agosto de 1872, se colo- 
có el marco en el extremo setentiional de la línea li- 
mítrofe á 

Latitud Sur V 31' 29" 5. 
Longitud 69^ 24' 55" Greenwich. 
Como esta línea corta tres veces al rio Putumayo 
ó Icá, la comisión gonaló on las márgenes de dicno 
rio, los dos juiíitos extremos de la intersección y con- 
vino en detcnninar, como fruiitcra entre dichos pun- 
tos, el lílveo del rio^ en el que corresponde al Perú 
wna isla próxima á In tnárgcn derecha, y al Brasil 
otra cercana á la orilla iisqiiicrda. En el convenio 
fiobre cange de territorios celebrado con el Brasil en 
11 de Febrero de 1874? se ha estipulado lo siguiente: 



Jjft República del Perú y el Imperio del Brasil, 
aprueban la deinarcaeioii hecha por los comisarios de 
las dos Altas Partes contratantes, en el rio Icá ó Pn- 
tumayo, y constante de las actas originales extendidas 
en veintiuno y veintinueve do Julio de 1873; en su 
consecuencia feo ceden, por mutuo acuerdo, la parte 
de sus respectivos territorios, interceptada por la lí- 
nea geodésica en el espacio que medía entre los dos. 
marcos definitivos, que los referidos comisarios han 
(jolocado en la orjlla derecha y en la orilla izquierda 
del dicho rio Ic4 ó Putuma\'o, en veintiséis y treinta 
lino de los citados meses y año. 

Dentro del espacio comprendida entre los dos mar- 
cos ya expregf\dós, la frontera seguirá por el álveo de^ 
rio mencionado, pasando entre las islas peruana y bra- 
silera, y quedando de la propiedad de 1^ república del 
Perú, la ipá^rsjen derecha; y la margen izquierda de la 
propiedad del Brasil. 

Finalmente;^ forma la frontera en la. parte it^eridipi- 
nal del Perú, el rio Yavarí, desdé su confluencia con 
9I Amazonas hasta.su nacimiento, á los 

740 g/ ¿7?» 7 Greenwich. 

Estas de:narcaciones no han i^anj^adoítodí^s las difi-? 
ciiltades, por que el gobierno de los Estados Unidos 
de Colombia, ha protestado de ellas ante el Empera- 
dor del Brasil, alegando derecho á toda la estension 
de territorio en que corre el rio Putumayo (Nota de 
15 de Marzo de 1875.) 

Respecto del Ecuador nada hay arreglado ni con- 
venido; pero ]iv lejitimidad de init.^strus posesiones 
liasta Quijos j Canelos está snticíeTitgnicnte oompro- 
bada. 

4. División pofÜica. Bl territorio de Ifi Ro])iiblicaestá 
dividido en DejüirtamfinUig y Proviiuiins Litorales. 
Los Departanicnh>3 en Provincias yertas en Distritos, 
(artículo 1.** Ley de OrgRiiÍKaciün interior do la Re- 
pública.). La división territorial Bolo pned^í ser alte- 
rada en vii;tud de la Joy, (art- 3 id>) Esta división ri- 



ge en lo palitíco y ífdininistratlvo pues para lo juclí- 
cial y eclesiástico es diferente. 
Los Departamentos son: 

Piura: qne comprende las provincias de Pinra, 
Paita, Tumbes, Ayabaca y ílnancabamba. 

Cajam-arca: comprende Gajamarca, Cajabamba, Ce^ 
lendin. Chota, Jaén, Contnmazá y Gualgayoc. 

Amazonas: comprende Chachapoyas, Luya y Bon- 
gará. 

Loreto: compreiíde I^oreto, Moyabamba, Hu^Haga, 
San Martin, Alto Amazonas y Bajo Amazonas^ 

Libertad: comprende Ti'nj'íl^» Ótuzco, Pacasmayo, 
Pataz y JJuaraachnco. 

Lamb^yeqne: comprende Lambayeqne y Chiclayo, 

Ancachs: comprendo IJuaraz, Huaylas, Santa, 
Puari, Cajatambo, Pomabamba y Pallasca, 

Lima: comprende Lima, Chancay, Canta, Cañete, 
Jluarochirí y Vauyos, 

La Provincia Constitucional del Callao. 

Junin: comprende Cerro de pasco, Jauja, Tarma 
y Huancayo. 

Iluánnco; comprende Huánuco, Huamalies y Dos 
de Mayo. 

HuancaveBtíaj comprende Huacavelica, Tayacaja, 
Angaraes y Castrovireyna. 

Ayacucho: comprende Ayacucho, Huanta, Lámar, 
Cangallo, Lucanas v^Parinacochas. 

lea: comprende lea y Chincha. 

Cuzco: comprende Cuzco, Anta, Chumbíviloas, Cal- 
ca, Canchis, Canas, Qaispicanchi, Acomayo, Paucais 
tambo, Urubamba, Paruro y Convención. 

Apurimac; comprendo AV^ancay, Ay maraes Cota- 
bamba y AiidahnüylaB. 

Puno: comprende piino.i Cliucnito, Huancané, Lanir 
pa, Azángaroj Carahaya y Sandia. 

Arequipa; comprende Arequipa, Islay, Castilla, Ca- 
Jííianáj TJnion, Coiidesuyos y Oailloma. 

Tacna, comprende TíU^tuir Arica y Tarata. 

íarapacii: camj>rQudi,3 Ti^n^pacá ó Iquique. 

ít^q^egua [provincia Utoral. ] 
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Por supremo decreto de 28 de Febrero de 1877, bc 
nombró una comisión para formar un proyecto de di- 
visión territorial, que comprenda los ramos político, 
judicial y eclesiástico, y hacer en la actual demarca- 
ción las alteraciones que estime convenientes á los 
Uno» indicados. 
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CAPITULO II, 



5 Soberanía y su delegación. 

5. Soberanía y su delegación^ La Constitución de-' 
clara lo siguiente: 

La Soberanía reside en la Nación, y sn ejercicio sef 
enconiienda á los fnncionarios qtie ésta ConstitucioK 
establece (Art. 3.^ C.) 

Nadie piiede arrogarse el título de soberano: el qnef 
lo hiciere, comete un atentado d!e lesa patria (Artv 
5.^ id.) 

Son nulos los actos de los que usurpan funciones 
públicas, y í^s empleos conferidos sin los requisitos 
designados por la Constitución y las leyes (Art, 10 id.) 

El poder soberano, esto es, el poder que organiza el 
Estado y dirige su movimiento, no puede ser ejercida 
entoda su amplitud por el conjunto de los ciudada- 
nos. Las sociedades de todos los tiempos, han estada 
presididas por una autoridad investida con mayor ó^ 
menor suma de poder, y aun cuando ía historia nos 
recuerda la existencia de pueblos que legislaban por 
sí mismos, es evidente que em el estado actual de lasr 
naciones, las funciones de dar las íeyes y hacerlasi 
cumplir, no pueden ser desempeñadas por todos. Pe- 
ro como ese poder reside en los asociados, al consti- 
tuir autoridades que legislen y ejecuten, no hacenf 
mas que encomendar ¿i éstas, el ejercicio de un dere- 
cho propio. Esta delegación no es absoluta, la nación 
80 reserva el ejercicio do otras manifestaciones inipor- 
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tatitDs del poder soberano, mediante las cuales, dirige 
por sí níisma su moviniiento político. Tal es el prin- 
cipio que consigna la Constitución, y del cual dedu- 
ce lógicatnente: que el título de soberano no corres- 
ponde á ninguna autoridad^ ni á ningún ciudadano, o 
reunión parcial de ciudadanos, y quien tal título scí 
arroga atenta contra el derecho de la Nación; que las 
funciones y los empleos públicos no se obtienen ni 
ejercen por derecho propio, y soil por consiguienttí 
nulos, los actos de los que los nsurpan ú obtienen sin 
las formalidades legales. [Sec. 3.* Lib. 2.**] 

El Cód. Pen. y Ja ley de 29 de Octubre de 1878, 
determinan y castigan los delitos de rebelión, sedición 
f usurpación de autoridad, que son verdaderos aten- 
tados contra la soberanía nacional. 
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6 Beseña histórioa de las Constituciones — 7 Inviolabilidad Jé 
la Constitución — 8 Juramento de obediencia á la Constitu- 
ción — 9 Delitos contra la Constitución— 10 Reforma de la 
Constitución — 11 Suspensión de la Constitución. 

6. Reseña histórica de las éonstituclones. El 12 dé 

Febrero de 1821, el General San Martin publicó en 
Huanra un Reglamento Provisorio, en que se esta- 
blecia la forma de la administración^ que debia regir 
en el territorio emancipado dé la dominación espafio-^ 
la. Este Reglamento fué derogado por el mismo Ge- 
neral San Martin, después de proclamada la indepen- 
dencia. 

La ley de 17 de Noviembre de 1822, ajó las bases 
de una Constitución, estableciendo la forma de gobier- 
no popular representativo, la separación de los pode^ 
res, y consignando las garantías individuales y nacio- 
nales. Con arreglo á estas bases^ q^ue fueron desde lue- 
go obedecidas, sé promulgo y juro la Constitución po- 
Jitica, en 12 de Noviembre de 1823. Por decreto dé 
14 del mismo mes y año, se declararon en suspenso 
las disposiciones constitucionales, qué fuesen incom- 
patibles con las facultades dictatoriales concedidas al 
Libertador Bolivar, á quien además^ la ley dé 10 de 
Febrero dé 1825, dio la facultad de suspender la Cons- 
titución y las leyes, en cuanto lo exijiese el bien pú- 
blico. 

El Consejo de Gobierno, en quien Bolívar delegó- 
6u autoridad^ sometió á la aprobación de los colegios 

2 
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electorales, con algunas modificaciones, el proyecto 
de Constitución formado por Bolívar para hi liepii- 
blica de Solivia. Así se sancionó la Constitución lla- 
mada Boliviana, mandada jurar en 30 de Noviembre 
de 1826. En e8.ta Constitución se establecía la Presi* 
dencia vitalicia. 

Por la ley 11 de Junio de 3827, el Congreso cons- 
tituyente, convocado con ese objeto, derogó la Consti; 
tucion del aílo 26, y puso en vigencia la del afío 23, 
con algunas alteraciones, mientras se daba una nue- 
va Carta. Esta fue sancionada el afio 28 y mandada 
ÍDrar por ley de 21 de Marzo de ese afio. 

La Constitución del afío 28 disponía, que su refor- 
ma se hiciese después de cinco años. Así se verificó 
en efecto, y por leyes de 9 y 30 de Junio de 1834, se 
mandó jurar solemnemente la nueva Carta, que poco 
se diferenciaba de la anterior. La Confederación Peré- 
Boliviána echó por tierra la Constitución. Destruida 
aquella por la victoria de Ancachs, alcanzada por el 
General Gamarra eobre el pretector Santa Cruz, se 
creyó necesaria una nueva Carta, y por la ley de 22 
de Agosto de 1839, se declaró insubsistopte la del afío 
34, y se dispuso que el Congreso diera la Constitu- 
ción, "qne exigían el estado de cosas y la necesidad 
de poner á salvo la Eepública, de todo ataque á su in- 
dependencia y soberanía.'' Por otra ley de la misma 
fecha, se declaró por base de la Constitución, la forma 
de gobierno popular representativo, consolidado en la 
unidad, responsable y alternativo. 

Por la ley de 10 de Noviembre de 1839, se mandó 
jurar la Constitución promulgada en Huancayo en la 
misma fecha. Esta Carta era esencialmente centrali- 
zadora. 

La convención racional, reunida en 1855, derogó 
la Constitución de Huancayo y dio un Estatuto Pro- 
visorio, en 27 de Julio de ese .mismo afío, para mien- 
tras se dictaba la nueva Carta. Esta so concluyó en 
Octubre de 1856, y por la ley de 13 del roÍ6mo,se man- 
dó jurar su obediencia. 
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Esta nueva Carta, la'iiias liberal de cuaatas han re- 
gido al Perú, fué tenazmente combatida por todos 
aquellos cuyos intereses lastimaba, hasta que el Con- 
greso de 1860, se propuso vei iilcar la reforma, y de- 
claró que no se ocuparia de otro asunto, mientras no 
concluyera su obra (Ley 4 de Agosto de 1860.) 

Por la ley de 15 de Noviembre del mismo ano, se 
mandó promulgar y jurar la Constitución reformada 
que rigió hasta el 28 de Noviembre de 1865. En este 
día, el coronel D. Mariano Ignacio Prado, asumió la 
dictadura, con que lo invistieron los pueblos de Lima 
y el Callao y el ejército. Convocado el Congreso Cons- 
tituyente, puso en vigencia por ley de 15 de Febrero 
de Í867, el Estatuto Provisorio de 27 de Julio de 1865, 
mientras se sancionaba una nueva Constitución. 

En 29 de Agosto de 1867, se promulgó la nueva 
Cíirta-, pero el triunfo do la revolución contra el go- 
bierno del coronel Prado, cuyos actos se declararon 
nulos, trajo consigo el restablecimiento del orden. cons- 
titucional y de la Carta de 1860. 

El 21 de Diciembre de 1879, D. Nicolás Piérolase 
proclamó Dictador del. Perú con facultades omnímo- 
das. El' 22 de Marzo de 1881, se restableció en Lima 
el orden constitucional, y se proclamó Presidente Prop 
visorio del Pera al Dr. D. Francisco Garoia Calderón. 



7. Inviolabilidad de la Constitución.— La obediencia 
é inviolabilidad de la Constitución, están garantizadas 
por las siguientes disposiciones que la misma Carta con- 
tiene: 

Nadie podrá ejercer las funciones públicas designa- 
das en esta Constitución sino jura cumplirla (Art. 12.) 

Todo peruano está tiutorizado para entablar recia-, 
macione» ante el Congreso, ante el Poder Ejecutivo, ó 
ante cualquiera autoridad competente, por infraccio- 
nes de la Constitución. (Art. 13.) 



8. Juramento de obediencia á la Constitución— -El 

Presidente de la República, presta ante el Congreso, el 
juramento de obediencia á la Constitución, y los Dipu- 
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tados y Senadores ante su respectiva Cámara. El Presi- 
dente de la Bepúblic£^ tama el juramento á los Ministros 
de Estaclo, y á los miembíos del Tribunal de Respon^ 
sabilidad* La Corte Suprema á los Vocales, Fiscales y 
empleados de ella, al Arzobispo y Obispos que se con- 
sagran en la capital. Las Cortes Superiores á sus Voca- 
les y Fiscales^ á los jueces de primera instancia, agen- 
tes, fiscales y empleados ó dependientes de ellas, Obis- 
pos en su caso^ Prefectos y Sub-prefectos. Los demás 
empleados prestau el juramento ante sus respectivos 
jefes,L c aute las eorporacienes en que ingresan. 



f • D^Iitoa contra ln Constitucioft.— La tentativa pa- 
XB, destruir ó altera^ por vias de hecho, la Constitución 
política del Estado, se castigará con expatriación en 
segundo grado (seis anos.) (Art. 125 C. P.) 

El que públicamente y de una manera subversiva 
desprestigie la Constitución del Estado, ó invite á su 
inobservancia, sufrii'á apresto mayor en tercer gi'ado 
(4 meses) y suspensión de los derechos políticos por 
dosaik>8. (Art. 126 id.) 

Además, la citada ley de 29 de Octubre de 1878, con- 
sidera como reos del delito de rebelión, y sujetos á las 
penas establecidas p^ara «"se delito, á los que inicien,, 
iliecnndeu ó protejan, sea por vías de hecho ó por me- 
dio de actas, el desconocimiento ó la resistencia al or- 
den constituoíonal establecido en la Bepública, repre- 
sentado por la autoridad legal del Congreso,, el Ejecu- 
tivo« y el Poder Judicial 4e la Naeion. 



!•. ]Mi»r«a de U CoBi^ttacioH -r^l art. 181 de la 
Oarta,^ dispo^^ que *4a reforma de uno ó mas artíeuloa 
constitm^ionales se verij^cará en Congreso ordinario» 
previos los trámites á qis^e d,ebe sujetarse cualquier pro- 
yecto de ley, pero no tendrá eíectjo dicha reforma, si na 
iuestí ratificada de igual ijuodo, por la siguiente legis- 
latura ordinaria*''* Estas medidas garantieran en cu^ita 
^ posible, el aciei^o y maduiez de la reforma. 

II. Sus^eiisiojide la C<|ii$títiitioi|.—£l Poder Legis- 
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j látiro, por la atribqqion vigésima que le concede el 

I • art. 59 de la Constitución, puede suspender, por tiem 

\ po limitado, Las garantías consignadas en los artículos 

i 18, 20 y 27. Esta disposición forma contraste, con lo 

I que á este respeqto declaran casi todas las Constitucio - 

ues de los pueblos libres, y cutre otras la de Bélgica 
cuyo art. 130 dice: 
I *'La Constitución no puede ser suspendida en todo, 

I uien parte.' 



SEGUNDA PARTE 



DERECHOS PÚBLICOS. 



CAPITULO I 



12 Igualdad civil--13 Fuero— 14 Tributo— 15 Esclavitud. 

12. Igualdad civil. — La igualdad civil está garantí- 
xada í)or nuestra Carta en los siguientes términos: 

En la República no se reconocen empleos ni privile 
jpios hereditarios, ni fueros personales, (art. 6. C.) 

Las leyes protegen y obligan igualmente á todos; 
podrán establecerse leyes especiales por que lo requie- 
ra la naturaleza de los objetos, pero no por solo la di- 
ferencia de las personas. (Art. 82. 0.) 

No hav ni i)uede haber esclavos en la República. 
(Art. 67/ C.) 

18. Fuero.— El fuero personal, ó sea el privilegio de 
que gozaban los individuos de ciertas profesiones (mi. 
litares y clérigos), para ser juzgados, en toda especie 
de causas, por jueces de su misma carrera, existió en- 
tre nosotros hasta la fecha de la promulgación de la 
Cartu de 1856. Cierto es, que las leyes expedidas des- 
pués de la independencia, y especialmente el Código do 
Enjuiciamientos en materia civil, restringieron bastante 
la amplitud del fuero. Fué la Constitución citada* la 
que declaró, en su artículo 6.**, que ''en la Republicano 
se reconoeiau fueros personales, y que por esto no se 
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menoscababa la jurisdicción, que sobre materias ecle- 
siásticas, correspondía á los tribunales designados pol- 
las leyes canónicas, ni se autorizaba para proceder á ¡a. 
detención^ ni á la ^ecucion de pena corporal contra perso- 
nas eclesiásticas^ sino conforme á los cánones,^' es decir, 
que se necesitaba la anuencia del obispo pai^a la apre- 
hensión del clérigo. Este último rezago del antiguo 
privilegio, ha desaparecido ante la disposición absoluta 
que contiene el artículo 6.*» de la Constitución vigente. 
Hoy solo existe el fuero real, esto es, el que se fun- 
da en la diversa naturaleza de los objetos, materia del 
juzgamiento, con presciudencia completa de la calidad 
de las personas. Al ocuparnos de la organización del 
Poder Judicial, expondremos detalladamente esta ma- 
teria. 

14« Tributo. — Es la contribución que pagaban los 
indígenas al gobierno español, "en reconocimiento del 
señorío y servicio que debían como vasallos y subditos 
<lel rey.'' (Ley 1.* tít. 5.° lib. 6.*» Eec. de Ind.) Por de- 
creto de 27 de Agosto de 1821, se abolió el tributo, y se 
exoneró á los indígenas del pago de lo adeudado; i^i^vo 
esta abolición no produjo ningún efecto, porque con 
el nombre de contribución de indígenas volvió á cobrar- 
se, en virtud de disposiciones supremas, hasta que en 
1854, el Mariscal Castilla la abolió por completo. 



15. Esclavitud. — Hasta la época de nuestra emanci- 
pación, la esclavitud existia entre nosotros, con todo 
el rigor con que las leyes? españolas aceptaban esta 
odiosa institución. El 12 de Agosto de 1821, se decla- 
ró libres "á todos los hijos de esclavos que hubieran na- 
cido y nacieren en el territorio del Perú, degde el 28 de 
Julio de ese año, en que se declaró la independencia.'- 
jt*or supremo decreto de 24 de Noviembre del mis- 
mo año, se dispuso que *^todo esclavo que llegase al 
territorio independiente del Perú quedaba libre del da- 
minio de su amo." El artículo 11 de la Constitución de 
1823, declaró igualmente que **nadie nacía esclavo en 
el Perú, ni podia entrar en él ninguno de esta condi- 
ción, y que quedaba abolido el tráfico de negros*" 
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Las cotistitucioües que sucedieron á la dé 1823 coD- 
signaban todas^ disposiciones análogas á la que éstSl 
contenia, y desde 1821 se expidieron muchos decretos, 
encaminados todos^ con muy raras excepciones, á con- 
seguir cuanto antes la completa desaparición do la es- 
clavitud, y hacer menos triste la condición de los es- 
clavos existentes. Con idéntico espíritu se dictaron las 
disposiciones, derogadas ya, que sobre la materia sé 
leen en nuestro Código Civil, 

£1 Gran Mariscal Castilla, caudillo de la popular re- 
volución de 1854, "restituyó^ sin condición alguna, la 
libertad á los esclavos y siervos libertos, cumpliendo 
solemnemente un deber de la justicia nacional, sancio- 
nado por la revolución de 1854.** (Art. 1.** Dec. de 3 
de Dic. de 1854.) Conforme á las disposiciones de este 
decreto y á las de otros, expedidos después, el Estado 
ha pagado á los amos el precio de los esclavos liberta- 
dos. Hoy no hay pues, ni puede haber esclavos en el 
Perü» 



OAPITULO II 



1$ Seguridad I^souaI-- 17 Betencion, ptision y arraigo— lá 
Tiaaladon y resideaoia— 1^ Libertad de acción— 20 Inviola- 
bilidad áéí domicilio— 21 Delitos contra la libertad. 

!• 8ég;llri4ad personal .—Los arts. 16 y 19 de la Cons- 
titución disponen lo siguiente: 

Nadie puede ser arrestado sin mandamiento escrito 
de juez competente^ ó de las autoridades encargadas 
d^ conjservar el <^den público^ excepto infraganti de- 
lito, debiendo en todo caso ser puesto el arrestado^ 
dentro de veint'cnatro horas, a disposición del juez que 
corresponda. 

Los ejecutores de dicho mandamiento están obliga- 
dos a dar copia de él siempre que se les pidiere.—^ 
(Art. 18.) 

Las cárceles son lugares de aeguridau y no de casti- 
gOk Es prohibida toda severidad que no sea necesaria 
liara la custodia de los presos»— (Art 19.) 

Debemos consignar también, entre las garantías que 
las leyes ofrecen a la libertad y segundad personal, el 
derecho de no ser juzgado sino por los jueces y tribu- 
nales establecido? por la ley, (Art. 1. Cod. de E. O.) y 
conforme á lo dispuesto en las leyes del procedimiento 
(Art. 166 y 168 O. P,); de no ser castigado sino cuando 
se prueba plenamente la culpabilidad, en virtud do 
sentencia motivada, (Art 108 y 110 ü. de E. P.) por he- 
chos calificados de delitos por la ley, y con penas es- 
tablecidas con anterioridad 4 su consumación, (Art. 1.^ 
y 23 C. P.), y la computación del todo ó parte de la de- 
tención y prisión preventivas, en el tiempo de la pena 
qn© se imponga al reo, cuando el retardo no provienfe 

8 
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do cül{)a ó malicia ile éste. (Ait. á Ley de 21 de JDici 
do 1878.) 

17. Detención, prisión y arraigo,— La detención y la 
prisión, como medidas precautorias, para evitar la im- 
punidad de los criminales por la ocultación ó la fuga^ 
están establecidas por el Código de Enjuiciamientos Pe- 
nal. Se decretan en los casos y con las formalidades, 
designadas ppr diolio Qócjigo. J^ acusado puede librar- 
se de estas medidas, por medio de fianza ó de caución 
juratoria, en los juicios ^wr-delitos que no merezcan la 
pena de confinamiento, reclusión ú otra mgyor. 

La detCDciou oorporal es, ailiemás, un medio de apre- 
mio enjuicio, para compeler ato pefsoim que^tá obli- 
gada á presentar 6 entregai* alguna cosa, áqüe lo ha- 
ga. La detención se ordena, después de haberse aper- 
cibido al desobediente y dé hal)erle pueíiio guardias á 
su costa, (Art. 476 C. deJB.) y continfehastaq^e-cüm- 
^plaoonhücerlft entrega, á no ser que dé fianta-áteátis- 
faccíqru ^ la i>apte 4utereRada. (Art. 477 id.) 

El «arraigo es la prohibición ^ne sé imi)oiné Jildieial- 
jíientje á una personti, de separarse dellugar en que se 
«tiniaantxa. Fuente pedirla todo aqhel que teme qné el 
individuo que le es responsable, eluda la interposiéiou 
déla demanda, ó se sitetrniga del juicio en cualquier 
estado por ocultación ó fuga. (Art. 570 id.) El arraiga 
se intima á la persona contra quien se libra, y se comu- 
nica á la autoridad política para su cumplimiento. (Art* 
671 id.) Si el arraigado se separa del lugar del juicio se 
le hace regresar á su costa. (Art. 572.) 

El arraigo cesa, constituyendo el arraigado persone- 
ro instruido y expensado que lo Represente, (Art. 578.) 
y cuando además, presta fianza de juzgado y senten- 
ciada, en los casos» en qne le ley per^^íiite ciijir esta se- 
guridad. (Artículos^ 574, 676 y 676 id.) 

18. Trsislacion y residencia.— El Art. 20 de la Carta 
dispone, que **nadie puede ser separado de la Repúbli- 
ca, ni del lugar de su residencia, sino por sentencia eje- 
cutoriada.'* 

Ademáe, nadie puede impedir que los vecinos de 
cu^l^Hier pr.cblo mudea de domicilio (Art* 51 0. C.) El 
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pasaporte exijitlo antes para transitar en la Keptíliliaft^ 
y para entrar en sa territorio y salir de él, fué abolido* 
]>or el supremo <lecreto de 24 de Febrero de 1852, y 
para. no dejar esta impqrtaiite g^irantia de la libertad, 
á merced do los gobie:ruos, la Convención Nacional, de- 
claró en 16 djB Mayo de 1857, qne * 'quedaba abolido el 
pasaporte^ para transitar en la República y para entrar 
ó salir de ella.'' 

10. Libertad de aceiart.— No sóestí\ obligado á hacer 
lo que no manda la ley, ñi* impedí Jo do hacer lo que 
ésta no prohibe, (Art. 14 C.) y se goza dé ía seguridad 
do que los efectos de los actos, y los derechos que en 
virtud de ellos se adquieren, no serán descotiodidos ni 
destniidos por leyes posteriores, por que ninguna ley 
tiene fuerza ni efecto retroactivo (Art, 15 id.) 



20. InviolaMliftád del dofliielHá-— Ester derecho está 
garantizado en la Constitución, con preceptos idénticos 
. ív los relativos á la libertad indi viáual, de la que sin 
duda es una importante manifestación. "El domicilio 
es inviolable: dice el artículo 31, no se puede penetrar 
en él, sin que se manifieste previamente mandamiento 
escrito de juez, ó de la atitoridad encargada de. conser- 
var el orden público. Ixos ejecutores de dioíio manda- 
miento están obligados á dar copia de él, siempre que 
seles Gxija,'^ 

La violación del domicilio, estoes, el hecho de pene- 
trar ci> él eofitra la voluntad de stt duéBo, se castiga 
con ariesto mayor en primer grado (áoB meses) y iünl- 
ta de dio» á ci^n pesos. Esta disposición no es aplicable 
á los cafées, tabernas, posadas y demás easas publicáis 
mientras estuvieren abiertas. 8i el allanamiento sé ve- 
tifica con violencia ó con intimidación, el arresto es en 
tercer gradou (cuatro meses) y la multa de veinticinco 
á doscientos pesos. [Arüs. 315 y 817 0. P.| No hay de- 
lito, cnando se penetm en lanaíOrada agena para evitar 
un mal grave, á sí propio, á los moradores ó á nn terce- 
ro; ni cuando se hace por cumplir un deber de huma- 
aidad, ó prestar auxilio á la justicia. [Art. 816.] 

Al empleado-público que allana el domicilio, sin W» 



formalidades prescritas por la ley, ó fuera de los casos 
que ella determina, se le castiga con saspension del 
cargo, de dos á seis mésela, y multa de cincuenta á qui- 
nientos pesos. fArt. 168, inciso 7, 169 C. P.) 

Entre las medidas de coacción qae se emplean por los 
jueces, para hacer cumplir sus mandatos, se encuentra 
el allanamiento del domicilio. [Art. 465 C. de B.j Cuan- 
do á i>esarde los apremios de guardias y detención, no 
se cumple la obligación do entregar ó preaentiir en jui- 
cio alguna cosa, y se prueba sumariamente que la per- 
sona obligada la oculta, ó de autos consta qn^ está eu 
su poder, se decreta por el juez el allanamiento del do- 
micilio, o del lugar donde está la cosa, (Arts. 476 477 y 
478 G. de E.,) debieiido practicarse con las formalida* 
des y precauciones establecidas en los artículos 479 j 
aiguieutes del Oódigo de Enjuiciamientos, entre lasque 
se encuentra la concurri^ncia al registro, del interesa^ 
do ó de la persona encargada del cuidado de la casa. 

En el caso de haberse pedido y ordenado injusta- 
mente el apremio de allanamiento del domicilio, que- 
dan obligados solidariamente el jue2 y la persona que 
pidió el apremio, á la reparación de los danos causa- 
dos al apremiado. [Art. 487 C. de E.j 

El Cóidigo de Enjuiciamiento Penal señala los si- 
guientes casos, en que el allanamiento tiene lugar: 

I."" Cuando ise trate de aprehender á un reo contra 
quien se haya librado mandamiento de deteucion ó 
prisión^ 

2.® Cuando se persiga á un reo á consecuencia de 
delito Infragatvti} 

3.* Cuando se persiga á lailrones ñimoaos, ó reos re- 
matados ó enjuiciados que se hallen prófugos,* 

4.* Cuando se trate de impedir la consumación de 
un delito que se esté perpetrando; 

&.• Cuando, se trate de socorrer á los moradores del 
domicilio contra un ataque actual; 

6.^ Cuando se trate de recoger, en la morada que se 
ha de allanar, la cosa robada ú otro objeto que consti- 
tuya cuerpo de delito, ó las armas ó instrumentos (í 
otros medios coa que se hubiera cometido; 

7." Cuando se trate de recojer otros objetos materia- 
les, conducentes á pit>bar la identidad de la persona ó 
la culpabilidad del enjuiciado; 
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8.* Cuando se trato de embargar los bienes del cri- 
minal, que intenta eludir su responsabilidad civil. 

El allanamiento de la morada del delincuente, se veri- 
fica en juicio sin necesidad de que preceda auto^ mas, 
para el de la morada de otras personas, es indispensa- 
ble ex[)edirlo, en virtud de una información sumurísi- 
ma, y notificarlo al dueilo ó habitante de la morada. 
(Art. 86 C. de E. P.) 



21. Delitos contra la libertad— El Código Penal en 
sus artículos 300, 801, 802, y 803 castiga con penas 
mas ó menos severas al que priva á otro de su liber- 
tad. £1 reclutamiento es castigado cou un año de car- 
cel, y las autoridades civiles ó militares que lo orde- 
nan, sufren destitución, y multa en favor del agr^^yiado. 
(Art. 804 C. P.) 

Además el mismo Código oaiatl^^a áloe íuucionailos y 
empleailosque, abusando de su autoridad, atautuu cou^ 
tra la libertad, t>rolongando iiulebidauíeute la deten- 
ción, ú omitiendo poner ál detenido dentro de las 24, 
lloras á disposición del juez, iucomunicáudolo ó impo- 
niéndole privaciones arbitrarias, 6 recibiéndolo en los 
lugares de seguridad sin las formaliJad^s legales, ^. &. 
(Art, 180.) 



CAPITULO III 



dd Culto cafxSieo— 23 Ba;ttoxuito tiftcíonal-i-34 Bféi^etíioá coiññ 
prendidos ea el PatroQato-^25 Fomento áéí onltó c»t61iéo.< 

tí. Cittto €«l4tteo.-^l artídilo 4 de la Constitneión 
declara, qne ^'la Nación profesa la Beligíon Católica 
Apostólica y Bomana^ el Estado lá protege, y no per* 
Wte el eiercicia de otta algana.^ 

üomo k> une enk etí^ artícalo se proUlbei, es el ejercido' 
lyfrbf ico de los eaiUí» ^vex^os del católico,, y domo el ar- 
tícnlo 81 de la üaorta garantiza VA ii>vio)abiIíd$r(l del 
doniicilio, es iud^iú^te que los sectarios de las diver- 
sas religiou^ piÁeden ejercer en privado isus resp^ctí- 
Yos cultos, sin tei3PM>r de ser pev^e^uidos. Si no se con- 
cede en materia religiosa, la amplia libertad que loa 
demás pueblos cuHos declaran,, y q^oe ta ciencia cons- 
titucional establece, al ménoa ae tolera el ejercicio de> 
los cultos, y esa tolerancia por ta jaatoraleza de las co- 
sas; se irá ensancb^udo paulatíiia«»eiite,klM»ta que raaa 
conformes nuestras ideas y costambre^, con el espiritu? 
de libertad que tan^tas conquistan tJüMi^ alcanzadas, sin-, 
tamos la necesidad de borrar d¡0 la Cacta esa restricti- 
va disposición. 

El Oódigo Penal castiga: 

La tentativa para abolir ó» taria» en el Perú, la Re- 
ligión Católica Apostólica Roniana; 

La celebración de actos públicos dsc un culto que no 
iiea el de la mismxi Eeligion^ 

La profanación de 'la sagrada forma de la Eucaris- 
tía, la de imágeues, vasoSv sagradlos 4 otros objetos, 
destinados al cuM<>; 
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El acto de impedir con violeucia y escántlaíó eí ^jiB*- 
tíib'o del culto público; 

El <l€ escanieoer píiblicameutecon palabras 6 hechos^ 
iaJgunos de los ritos ó practícasele la ReligioD) etc« etct 

Sk. Patronato imcionW.— El patronato, según lade^ 
finicion que dá el Código Civil. [Art. 1208,J es el dere^ 
cho de presentar á una persona par^«i que se le confierdi 
un beneficio, y de cnidar de los bienes de éste. 

La Iglesia Católica, ha reconocido bieinpre la inter- 
vención directa de los ftindadores y protectores de \n^ 
igUisiaS-y ^í^tifi l^ííK»» «» l«>aawfti}gtiraci()n de las ren- 
tabyen la realizrtcicín 4k4 ofejirta de la fundación.— 
La inisiña Iglesia* lia determinado los modo» de adoui* 
rir ese derecho, y las regalías y cargas qtte le Qstáit 
unidas; todo eoiuo coii^ecaeiidMi. necesaria y legttimíi 
de la fundación prpteccio^ del patrono. Es^ protao- 
ciou, es el justo tíjtulo del patr^Bf^t(^ que e(^rciaaio8 
rey^ do K»pafia en Ifts jgí^ia^ ^am^riioanai^ ; que «e 
trasijiitió á ios g<^.bieriio^ qM eouai¿ilVL¿'ei?ou Iwcoto^ 
ijp^ al iudepeüdi^sarsje, 

'*Está |?eüenilmentB aamitMíT, díeeél Scflor Garcií* 
Calderón en su Diccionario, qtie el Estado ijue declám 
dominante una religión, y se hace protector de ella, 
jvdqui^ropor el mismo hecho el derecho de patronato. 
Nada mas natural en verdad, qn^ d pfótectot tomé 
parte en los uoinbrftfiiiento& de los cíérigos, qué cuidiá 
de s,^a rtyntaíí^ que vele . poc el coito, y sea el defensoí? 
de la Iglesia ^ne protege. 'Así sucede en la actualidad 
en todos los Estados Cat<^licos,^ y también en la Ingla- 
terra protestante; > p<»*4uei repetiiBos, los edesiásticost 
re^nocen en todas pattes^ que necesitan del auxilio dcí 
la XH>testad temporal^ y ^e el derecho de patronato es 
inherente á ééta.'* 

^*Por todas estas ilMoaes, en d momento de procla- 
marse naestiaiadíe^ndeiieia^ se deelaró que 1» Capita- 
nía Genera], que correspoüde hoy á la Presidencia dé 
la Bepáblica, Teasamiael patnonato que sobreda Igle- 
sia peruana ejertíeron los reyes de España." 

Todas las (Jonstítaciones qiie nos han regido duran- 
te nuestra vida indepeadeiate^ han declarado el patro- 



Hato como un derecho do la 2íaciou* Así, la vigente 
dispone que: 

Al Congreso corresiwnde dictar las disposiciones ne^ 
diarias para el ejercicio del derecho de patronato.(Art% 
69, inc. ITj) 

Es atribución del Presidente de la República, ejercer 
el patronato con arreglo á his lejes y práctica vigente; 
(Art. 94, inc 15.) 

Y el artíonio 1204 dd Código Civil dice que: *• el pa- 
tronato nacional se ejerce por el Gobierno Supremo*" 



2I# Derechos c«BprwdidM m el de patiHiMto — La 

Constitucioti concede al Presidente de la Eepública, las 
siffttientesatríbttoianes,que8on sin duda manifestación 
del patronato; - - ■ , 

Presentar para Ai^obispo y Obispos, con aprobftciou 
del Congreso, á los que fueren electos según la ley; 

Presentar para las Dignidades' y Oanongíaa de las 
catedrales, para los curatos y demás beneficios cele* 
siásticos, con arreglo á las leyes y práctica vigente; 

Celebrar concordatos con la Silla Apostólica, arre* 
glándose á las instrucciones dadas por el Congreso; 

Conceder ó negar el pase á los decretos conciliares^ 
bulas, breves y rescriptos pontificios, con asentimiento 
del Congreso; y oyendo previamente á la Corte Supre- 
ma de Justicia, si fueren relativos á asuntos contención 
sos. (Art 94, inc. 16, J7, 18 y 19.) 

La ley de organización interior de la Eepública, de 
5 de Enero jde 1857, impone á los Prefectos las siguien- 
tes obligaciones relativas al patronatos 

Dar cuenta al Gobierno de los nombramientos que 
bagan los Pr'elados y Gabildps eelesiásticos, para Pro- 
visores y Yioaríos Capitulais^s,. informando sobre las 
cualidades de los propuestos, sin perjuicio de que los 
Eeverendos Obispos, avisen ton^ien direcitamente al 
Gobierno para su aptobadonr^kimo (éstámtodado por 
las leyes vigentes; . • - 

Cuidar de que los Prelados y Cabildos eclesiásticos, 
no introduzcan novedades en la disciplina exterior de 
la Iglesia, ni usurpen el patronato, ni las regalías na- 
cionales, exhortándoles á que desistan llegado el caso; 
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y éitíb J!^sístte)p¿n; daráti tleello cijentaél Gobierno 

con el expediente que acredite él hecho; 

rm|jeüir qae áe haga Usó alguno de bnlaa, breves ó 
itsctiptbs pontificios, sin qué hayan obteniÜo antes el 
pase del Gobierno, conforniisá lá Constitución; 

Dirigir al Gobiernb coíl su informe, las h^nílnas que 
Tes pásfe él Diocesano para la provisidu de curatos, y 
I)roceder del uiisuio lüodó con los expedientes que se 
organizén para la división de pari-oquias, eiceptuán- 
dose de esta distibéiciofi la capital de la Eépública; 

Excitar el celo del Diocesano para corregir los de- 
sórdenes, que se noten en las casas dfe ltí3 regidárés, y 
para que no se o(iu[jíen eii asuntos ágeiíós á sil ministe- 
rio, tomando igual medida 'eii buanto ál clero secular; 

exigir qué los curíis, cuán(Ío éeau promovidos á otra 
parroquia, dejeií üh inventario de los bieiies de la Igle- 
Biia. (Arts. 49; 50, 51, 52, 58, y 54. lej* de 11 dé Enero 
de 1857.) . ,- «^. r „ 

"Habiendo probado, dice" él^áénor Garcia Calderón; 
ia legitimidad del patronato riáéióiiítl, y acreditado de 
tina manera indudable que este d^Jrecho que hoy cor- 
responde á la Nación es el mismo que antes ejercieron 
loíi^ reyes do Espaiia; sé deduce por Consecuencia for- 
zosa, que las leyes qué sobré éfetá materia sépt'omul- 
gaton eiítóbces, en cuahto á lá éiténsion del patrona- 
to, deben observarse también en la actualidad. Sotó 
ha podido líaber variación en la forma de ejercer el pa- 
tronato. Esto se ha árregíado por las leyes patrias, eii 
lo deínás se obiSeri'un las leyefe españolas, dé que va- 
mos á tratar. 

Según el título 6í° Lib. I.** dé hi Recopilacibn de In- 
dias, son propios del derecho dé patronato los actos si* 
guientés: 

1.° No se puede erigir, iiiátítüír, fundar rii constituir 
iglesia, catedral ni parroc^üiál, monasterio^ hospital; 
iglesia votiva ni otro lugar píoqi religioso, ¿m licencia 
éxi)resa del patrunb. fLey 2.* tít. 6.* cit.J 

2.** Los Arzobispados, Obispados y Abadías se deben 
proveer por ])resentac¡on tlel patrono al Bomano Pon- 
tífice; y las dignidudés y prebendas por presentaciou 
del misuio patrono al Obispo res[)ectivo. Las Canon- 
gías llamadas de oposición^ tíecesitan qáe preceda el 
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misBíio ootieursoí y cküpues de él se baoe la presenta'^ 
eion al Obispo. [Ley 3.» é 10 id.J 

3.° Las gaeristías de las iglesias y el earj^o de <^olec' 
tor general (kben proveerse tambieu por presen tacioa 
del patrono. {Ley 21 y 22^ . 

á.** Los beneüciüs cnriulos deben proveerse en con- 
curso, y después de elevadus las refe[iectiva8 nóiniuas 
hace el patrono la presentación. [Ley 24. j 

5.° El patrono puede noaibrar un asistente que con- 
curra á los exámenes do los curas, cuando baya concur- 
so en sede vacante, [Ley 37 úLJ 

6.^ Interviene asá mismo el patrono en las renuncias 
Y en la supresión, unión y división de los beneficios» 
[Ley 38 y 40 id.J 

7*** No se pu^de dar ni vender capillas eu laís iglesias 
c^tedríjfcLea sin licenci¿i Ut)l patrono. fLey é2.] 
( 8v* Los mayordomos de fábricas de iglesias y hospi- 
tales (le Indias deben nombrarse confórme al imtrona* 
to-. [Ley 48.] 

10, Los funcionarios políticos y lo» eclesfásticos de- 
ben Cooperar á que se guarden las leyes del patronato. 
[Leyes 4;5 y 47 id.'* 

**Gorre8pouden también h\ }>at]^onato otros muchos 
derechos, tales como el arreglo de los conventos de re- 
gulares, el cuidadlo de que se conserve en toda su pu- 
liera la disciplina eelesiástica, y de qne se administre 
bien las rentas de his iglesias, el conocimiento de los 
contratos que sobre estos bienes sectelebren, el examen 
de las Bulas y Breves apostólicos, para dar el i>ase á 
los que no sean atentatorios de los derechos del patro- 
nato; la inspección de los hospitales, seminarios, y de- 
más establecimientos de este género, la reunión y apro- 
bación de los concilios ]>iovinciales; y en general, el 
l)atronato tiene todos aquellos derechos que pueden 
emanar de la obligación general de proteger y defender 
la Iglesia.'' 

** Además de todos estos derechos onerosos y hono- 
ríficos, de los de incienso, asiento y demás generales 
concedidos por la Iglesia á los patronos, en virtud del 
patronato nacional se puede imponer pensiones á los- 
beneficios eelesiástifK>s, su]>rimir las establecidas, per- 
cibir iao icu-Utó de loa beneficios vacantes^ scüalai* suet- 



ílo á log benefldoSi recanrlar los espolios y ejercer otroé 

derechas útiles de esta clivs4'.** 

Sobm tnnohos de Ion puntos que acaUaraos de enn- 
incrar^ «c lian dictido levfís. en yo conocimiento deta- 
llado corresponde al Derecho Piibli<50 Eclesiástico. 

Merece especial mención el artículo 92 del Código 
Civil, que ordena que: 

Para obtener del Komauo Poutífioe, ' dispensas, in- 
dultos fi otras gracias, es necesario ocurrir con las res- 
pectivas preces, y \íoy mefiio del Diocesano, al Supre- 
mo Gobierno, quien leí* tiaiá la dirección conveniente, 
ólVicultari ]>}Ha ello al interesa<lo. Los itiduU^s, dis- 
dispensas y gracias que se consigan de otra nianem, 
se tendrán por no expedidos. 

El Código Penal declara que comprometen la inde- 
pendencia del'Estado, los que ejecuten oficialmente en 
la República, bula, breve ó rescripto pontificio; ó les 
den curso sin cumplir con los requisitos que las leyes 
prescriben. A unos y otros se les castiga oon multa de 
doscientos á dos mil pesos. (Arts. 116 y 117, C. P.) 

£1 patronato nacional ha sitio esi)resauiente recono- 
cido por bula de Pió IX, de 1875. 

25. Fonieuto del caito eatíUco— ^.l Estado provee 
al sostenimiento del culto, no solo dando los fondos 
precisos para construcción y reparación de los templos 
y demás establecimientos de piedad, sino rentando á 
los Obispos y Cabildos eclesiásticos. Abolidos los diez- 
mos, se dispuvso por ley de 3 de Mayo de 1859 que el 
ArzobisjK), Obispos, Dignidades y Canónigas, que están 
al servicio de las iglesias catedrales y que percíbian 
rentas procedentes de diezmas, las re<;ibirian en lo su- 
cesivo de los fondos del Tesoro Nacional (Art. 1.**); que 
la dotación de los Ministros comprendidos en la dispo- 
sición anteiior, será igual á laque les hubiese corres- 
pondido en los cundrantes del bienio de 1852 y 1853 
y que el pago se verificará en las Tesorerías Departa- 
mentales, j>or trimestres adelanta<los, en vista de ejem- 
plares auténticos de dichos documentos (Art. 2.®); que 
los sen^uarioR conciliares, colegios, hospitales» fábricas 
do las iglesias catedrales y otros establecimientos, que 
teiiiau asignada «alguna parte de los diezmos, serán en 
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lo suwBirq apstc^iíios por él Estado, cobrióndose d^ 
las renta» íiscales el déficit que les resulte de la abolir 
cíon del disztno; (Art. 4.**) que desde el dia de la pro- 
mnlgaciou de esta ley, queda i)^oUibido el cobro de^ 
diezmos, conforme á lo dispuesto eu la de 18 de Agos» 
t9^ de 1856. (Art S.*») 

Las priuncias y los derechos parroquiales debiau, se- 
gnú. la ley dé 13 de Agosto de 1856, ser abolidos cuan- 
do el Estado, proporcioiiase losi n^edios de dotar cóií^ 
grnamente al ctleró. Como no se ha determinado la ren- 
ta que debo sustituirlos, subsisteii los derechos parro- 
quiales, pei*o las primicias hau desaiiarecido de hecho. 



CAPITULO IV 



2^ Libert^^ de enseñanza— 27 Bestricciones á la libertad de en-, 
señanza— 28 Instrucción obligatoria— 29 Gratuidad de la 
Instrucción primaria— 30 Fondos de escuelas— 31 Fomento^ 
i los establecimientos de ciencias y artes. 

26. Mberta4 de enseftsinza. — Las xlisposiciones cons- 
titucioiíales,' relativas á la enseñanza, son las siguientes: 

Todos los que ofrezcan las garantías de capacidad y 
moralidad prescritas por la lí^y, pneden ejercer libre- 
iqaente la enseñanza j dirijir «stabjecimientos de edu- 
cación, bajo la inspección (le V¿k autoridad. (Art. 25. O.) 

La nación garanti^^a la existencia y difusiou de la 
instrucción primaria gratuita y el íbniento de los esta- 
blecí raijen tos pñbikíos de cicincias, artes, piedad y be- 
neficencia. (Art. 24 M.) 

El Reglaraeato <le Instrucción Pública expedido en 18 
de Marzo de ÍS'^O, en oso de la aut^j^izacion legislativa 
de II de Mayo, de 1875^ cleclara en su artículo 4.*» que: 

Todos los que reúnan l%s condiciones de capacidad 
y moralidad exijidas en este Eeglamento, pueden ense- 
ñar libremente, sujetándose á sus prescripciones y de- 
más disposición^ vigentes:. 

27. Restricciones á la Hbertaé de enseSajiza.— El Be- 

glamento contiene las restricciones, con q^ue se puede 
ejercer el dereckO; de enseñaren íos tres gtados de la 
instrucción. Esas restricciones son las siguientes: 

Pneden ser preceptores de instrucíiion primaria los 
varones y mujeres mayores de edad ó emancipados, que 
acrediten buena conducta 6 idoneidad suficiente. La 
H^uena conducta se oomprueba con certificados de dos 
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personas de honradez notoria» y la ido*ieidad con el tí- 
tulo que debe expedir el Freqidente del Concejo De- 
])artamental. Para obtener el título de preceptor de 
}^ 2/ ó 3.** grado, debe acreditar el postalante su su- 
ficiencia mediante un examen, ante un jurado compues- 
to de la comisión de instrucción i>rimaria del Concejo 
Departamental, de tres profesores y un párroco, nom- 
brados por el Presidente de dicho Concejo. El e^^áraen 
es oral y escrito, se verifica en público y versa sobre 
las materias correspondientes ¿d ^í^radOj en que preten- 
de enseñar el recurrente y sobre los métodos de ense- 
ñanza. La calificación es secreta y deben concurrir par 
ra aprobar la mitad mas uno de los que componen el 
jurado, ó cuando menos tres votos conformen, si eVjn- 
rado fuese de menos de cinco. Los Concejos Departa- 
mentales fijan una ve^ al aup, la época en. quo deben 
presentarse á examen, los que aspiren á tener título de 
preceptor. (Arts. 91, 2i4. 25, 27, y 2S R. <le I. P,) 

No pueden ser preceptores los que hubiesen ^ido jen,- 
juiciados por delitos comunes, mientras no pre^ianten 
la ejecutoria de al^solucion definitiva, ni los que (vdoler 
cen de alguna enfermedad cont^ajiosa ó incurable, ^t^- 
gan algún tlefectOk físico que los inhabilite i>ara ejeríí<»r 
el magisterio. Los requisitos de iosque.enseaan en cuar- 
teles, cárceles ó en escuelas que dependen inn^eíliataraen* 
te de sociedades piadosas ó filautrójvicas que tienen ca- 
rácter oficial, quedan ajuicio de los respectivos jefes, su- 
periores ó directores, sin que por esto estén exentos di- 
chos preceptores, de la inspeooiíxri que por la« Jeyeá 
corresí)onde á las autoridades., (Art. 29 y 34 id.) 

Corresponde á los Concejos Municipales respectivos, 
oyendo al ins|)ector del ramo, conceder las licencias 
para abrir escuelas y ejercer el cargo de preceptor. Es- 
ta licencia solo puede negarse por iusalubíidad del lor 
cal, ó por no reunir los preceptores los requisitos de 
que hemos hablado. La demora inmotivada por mas 
de un mes para conceder ó negar la licencia, autoriza, 
al solicitante para abrir sú escuelR, dando aviso ¿ la 
autoridad política local. En caso de negativa infunda: 
da, se puede apelar al Concejo inmediatamente supe- 
rior. Los que abren ó dirijen una escuela sin las for- 
malidades indicadas, son penados con la clausura dje- 
8U8 estaJjJfBcimíentos. (Arta, 92, 93, 94 y 95 id.) 
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t^ íüspeceíau qja« eor^ponde al (iobiertíó^ y á lod 
Concejos Municipales en las escuelas libres, se limita: 
!,• á las coiidicioues de salubridad de los locales; 2.® á 
laiS de inoraUdad de los preceptores; 3.** á vigilar que eiA 
ellas no se enserie doctrinas contrarias á la religión, á 
la moral y ala forma de Gobierno; 4.*» á impedir que los 
preceptores enii)leen en su servicio ó de su familia á 
los alumnos dentro 6 fuera de la escuela, y que se les 
aplique otras penas <iue las establecidas en el liegla- 
mentó particular de la escuela. Las faltas en que se in- 
curre resj)ecto de los objetos de la inspección se pena 
con la claiistira de la escuela, que corresponde pedirla 
al Concejo 2íluincipal de la lotíalidad^ y la autoridad po- 
lítica la decreta previa Ift información correiSpondiente* 
(Arts. 98 y 99 id.) 

Loa preceptM^s eíitá;n obligados á snministrftf á las 
autoiidailes municipales, los datos estadísticas qué 
les e:íijiin, y en caso de resistencia, son multados ett 
una cantidad que no baja de diez soles ni elcede de 
Teinte, sin perjuicio de stimistrar los datos. (Art^ 97 id.) 

La enseñanza que se da en los colegios i>articulares 
de Instrucción Media, es libre y lainterreticion que so- 
bre ellos tienen los Concejos Depaítaotten tales ^e ejerce 
de dos modos: 

19 O autorisíando la enseñanza que se dá en diclios co- 
legios cuando se llenan los siguientes requisitos: 1? que 
el local reúna las condiciones necesarias i)ara la ense- 
iianza: 2P que el Director y profesíires tengaír las mis- 
mas condiciones que el Eeglainento exije á los de los 
colegios departamentales: 3.* que la enseñanza se dé 
en ellos en coi»formidad con el plan.de Instrucción de 
la Eepública, ó en el caso de ser Institutos ei^])eciales, 
de una manera satisfactoria para el Concejo Departa- 
mental: éP que dichos colegios se sometan en su ré- 
gimen interior y exárnenes, á las prescripciones que 
tenga á bien establecer el Concejo Departamental; 

2.® O simplemente inspeccionando la salirbnda<l de 
los locales, la moi*alidad de los profesores y que no se 
enseñen doctrinas contrarias á la moral, a la religión 
y á la forma de Gobierno. 

Los Directores de colegios particulares pueden opta« 
Hbremeute por cualquiera de estas dos categorías^ 
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i\i)hrKumdo al público á la qcie perteneeeñ. (Arte. 195j 
J96¡(1.) 

Los establecimientos de Instrucción Media que fuu- 
cioiuiu eíi locales insalubresjóeu losqueseeuseSan doc- 
trinas contrarias á la i'elig:ion, á la nnoral ó á la forma 
de Gobierno, son clausurados. La clausura lá pide el 
Presidente del Concejo Departamental al Prefecto del 
Departamento y este i^liede decretarla previa la infor- 
mación correspondiente; déla rei^Ución del Concejo 
Departamental, puede apelarse al Ooncejo Suplerior M 
Instrucción Pública. (Art. 198 id.) 

Pueden una 6 varias personas abtir cátedras, de líis- 
tniccion Superior y constituir Facultades y Universi- 
dades libres, retribuidas ó no por los asistentas á sus 
cursos, bajo la inspección del GobieHio. La inspección, 
^lel Gobierno t^e limita á impedir la enscüanzct de doc- 
trinas contrarias á la religión^ á la moral ó d lá formsk 
de Gobieíno. (Arts. 344 y 845 id.) 

Los constólos universitarios otorgan las licencias que 
se pidan para^dictar cursos librfes en las universidades 
(oficiales)i por personas que ajuicio de dichos consejos, 
reúnan las condiciones necesarias dé moralidad, y su- 
flciencia, previa la T>resentacion de los i)rogrííu»a8 de 
las materias que deben ensefíar. Los consejos |)ueden 
suspender este permiso cuatí<lo tengan fundados mo- 
tivos, 

[ líos grados linitersitarioá que se confieren en las 
universidades libres no tientan valor oficial. (Att. 847.J 

28. Instniccton éblígatOria.-- La líistrnccioíí primar 
ria de iviimer grado es obligatoria para todoá los ha- 
bitantes del Perú. 

Jjos Concejoííí de Diditritó,^ deben llevar un registro 
debiihvmeníe clasificado de los niños mayores dé sei^ 
aíjos y de los adultos úh ambosí sexosj que en el téíTito-" 
rio de su jurisdicción están en el caso de recibir la íns- 
tracción primaria de primer grado. Los padres; guar- 
dadores y patrones de los niños de ambos sexos mayo- 
res de is¿\a años, que omitan inscribir los nombíes de 
estos en el registro de la instrucciou obligatoria, y los 
adultos que por su parte incurran en la misma falta, 
deben ser penados con ana multa de dos soles^ sin per- 
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ivmo (ié>i|üe el Inspector del taint) m el 4j^t?4tQ |f ASÍ 
lainsqnpcioM. 

El !]^^lain(>nto seiuíala los modos dé probar que Ioj^ 
bíQos y adultos inscritos fea el registro reciben la ins- 
tmocioii obligatoria. A loís i^ndros, guardadores ó pa- 
trones cuyos hijos, pupilos ó domésticos faltan sin jus- 
ta causa á la escrela en que están inscHtbs, se le§ cas« 
tiga con multa de veinte centavos á cinco soles. Los 
adultos sufren la misma pena por igual falta. Citando 
los padres ó guardadores, á pesar de habédseles im- 
puesto las penas i hdicadas, no cumplen la obligación de 
dar á sus hijos ó pupilos la instrucción de primer gra- 
diO) son estos destinados por el Gobierno á las Escq^las 
de Agricultura, de OriimtBtes, de Clases Militares y de 
más que se establezcan. Esta disposición es igualmen- 
te aplicable á los menores tagbs ó desamparados por 
sus pa^es ó guardadores. 

Se castiga también con las multas yá itidiqadas, á 
los padres, guardadores y patrones do los niños qué 
recibe^i la instrucción obligatoria en escuelas privadas 
é por medió de maestros é institiitrices', en sil casa, y á 
loi^ adultos que só hallan en el misiho caso, siempre 
que el Jns[)ectdt del distrito encuentra comprobada la 
inasistencia ó la de§coiitiiiuida4 dé las lecciones en d 
domicilio; 

Finalmente, y además tlfe otras dispbsicioñeá relati- 
vas á e&ta materia, el Beglaiiiento impone las penasi 
de que ya heniod hablado, á las personas que de^e el 
1.* de Enero de 1381; ocupen adultos que no acrediten 
haber cursado \á instrucción dé primer grado salvo; 
que al ocuparlos, se obligue el patrón á hacerles dar di- 
bha instrucción. (Cap. X Bec. 1.^ id.) 



29. Crátnidad de la tnstrueeion priÉarfa;--£D ooii^ 

tormidad con el artículo 24 de la Colii^titacíon, que g^ 
tantizalá eitisteucia y difusión de lain.'^tiuciou primaria 
gratuita, ellleglamentó General de Instruccioii Públi- 
jba impone á los Concejos Municipales la obligación de 
establecer y sostener escuelas. Debe haber escuelas dé 
primer gmdo en cada distrito. Segnn los recursos y 
iircanstaucias de el seráu distiptaa 6 comunes pam 



itóñm jsexos; ó se alternará en una misma lú ens^aitiE^ 
zapara varones y mujeres. En las capitales depra-» 
vincia habrá escuelas de segundo grado, lasf cuHles 
comprenderán ademas la enseñanza de las de primeií 
grado, sin pefjnicio de que se establezcan estas últl* 
inas, cuando las necesidades de la localrtlad lo exijan. 
En cada capital de deiyaftamento, ademas de las escufe- 
las de primero y segundo grado, establetjídas en la fot* 
Ina indicada para las cfapitales de proViifda, habni es-» 
cuelas de tercer grado, pudiendo darse en estas la en- 
señanza del segundo g^ríido. Ademas los Concejos de 
distrito y (fe provincia pueden establecer escuelas de 
grados superiores á los que les corresponde. El núme- 
ro de las escfnelas lo determina cada Concejo con arre 
glo á sus recursos. (Arts. 20, 21, 22 y 23 R. I. P.) 

La instrucción primaria obligatoria se dá también en 
lo« cuarteles, cárceles y penitenciarias. (Art. 67.) 

tiñ ley de Sfunicipalídade» (gfne impoíré tamíibien á 
los Concejos laí obligación de dar la instrucción, probi- 
be que en tas escuelas se cobre emolumentos ^or la ad- 
misión decios alumnds, por la instrucción <5ftte reciben 
los alumnos y por los liln-ós y útiles de enseñanza; de- 
biendo antes snmínjstirá^se estos objetos á los liijos de 
padíés I/obres. (Art. 180 h. de M.) 



- 89. Fdndos dé escuela».— Son Teínas át las escuelafi^ 

1." Los fondos que voten los Concejos; 

2.* Los lyroductos de los bienes qtie adquieran estos 
y se destinen á la instrucción primariaj^ 

&.° Las mMtas que se impongan por faltas contra 
k)8 Keglamentos y disposiciones relativas á instrucción 
primaria; 

4.® Cualquier otro iivgrcso que se asigne á las escue- 
las clonfbrBater ár I» ley. 

En los disfe^itos eü que los fondos anterioréá tío bas- 
tasen al sosfenfmiftnto de las escuelas de instruccíto 
primaria, se cobrará párá fondos de escuelas un sol al 
semestre á cada vecino válido mayor de 21 años en el 
inferior, y dos soles en los distritos' de la costa; debien- 
do exceptuarse los mayores de 60 años. (Arts.^, 62.) 

Xdemí^s la ley de ÍÓ de Julio^ de 1375^ se ha encaF- 
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cargado de ^eilalar las fondos con que debe costearse 
Ij» instracciou primaria. 

Son fondos para escuelas, dice: 

1.** Los fondos que por leyes especiales liayan sido 
aplicados á este ramo y los que se hubieren adquirido 
por los medios legales; 

2.® El 10 por ciento de los témenos irrigados ó que 
se irriguen por cuenta del Estado ó de las municipal!- 
dades; " 

8.** El producto de la contribución personal qué so 
cobrará á todos los vecinos mayores de veintiuii años. 
Esta coulribucion no excederá, al semestre, de dos so- 
les en los pueblos de la costa, y de un sol en los del 
interior. (Art. 1.®) 

Quedan exceptuados de la contribución de que se ocu- 
pa el inciso 8.** del articulo anterior: 

1.* Los mayores de 60 aüos; 

2.* Los inválidos; 

8.* Los individos de tropa del ejército, armada y gen- 
daníiería; 

4.« Los inmigfrantes contratados, mientras duren sus 
contratas. (Art. 2.") 

Los abusos que se cometan en la recaudación ó in- 
vei^iou de los fondos do escuelas, producirán acción po- 
pular y se oíistigarán con la pena de cárcel eu 5.* grú- 
do. (Art. 3.*» id.) 

Mientras se cúmplala presente ley, realizándose el 
cobro de la contribución por la tesorería de los conce- 
jos municipales, dispondrá el Gobierno que las cajas 
escales continúen remitiendo loa subsidios considera- 
dos en el Presupuesto General de la Repftblica, para 
el fomento de la instrucción priniana. (Ait. 4.* idp) 

En el caso de que no alcance la contribueion para el 
sostenimiento de las escuelas en alg^uno ó algiuioa de 
los pueblos de la Eepública, las rítójiccCivatí c^aa fisca* 
le» abonarán el déftcitque.resultíj en vista diilod,pjpe- 
supuestos documentados que remiten los concejos al 
Oobierao. (Art. 5,* id.) 



iU fomento dé los estableeimieótos de cieneüís f air^ 

tes.— En cumplimiento de ladispojúciou coustitacio* 



ipal qiie ffiíFantiza el fomento de los establecimtentos 
públicos de ciencias y artes &, la ley de itistraeéióú 
^pone: 

1.® Qne se establezcan las escuelas normales creada^ 
por la ley de 5 de Abril de 1873, tan luego cómo exis- 
tan los elementos para su creacian y sostenimiento. La 
citada ley de S de Abril de 1873, (jreó ^iva escuela nór-. 
mal para c^d^ sexo en cada uno de I03 Departamentos 
de Gajamarca;^ Juniu y Cu^co. 

2.® Que sobre los Coucejos Dfepartaií^entales pesa l^ 
obligación de sostener colegios de instrucción media^ 
dispouieudp que en los l>epartü^mento:i duude no sea 
posible estabilecer coleg^iqís que compreuda los dos gnt- 
dos de esa instrucción^ se liinite la euseGLanza á 1^ d(^I 
primero, y que en las capitales de Departamento, don- 
de no pueda establecerse ni aun el primeír grado diá 
instrucción medía, se abra en cuanto sea posibl^ eu las 
escuelas primarias d^ tercer grado,determiuadas clases. 

3.^ Que háyá e>i Lima una Uniyersidad que com- 
prenda todas las Facultades que constituyen la Instruc- 
ción Superior y qne pueda haber Universidades meuo^ 
res en los Depaiptaméntos, siempre que tengan renta ne- 
cesaria para su dotación y que en el Departamento ^1 
que deban funcionar, se dé la instrucción media de nns^ 
manera satisfactoria y completa. 

4*** Quü m cüiiíiideren como, rentas de las Universi- 
dades^, ^^iitre otr^B, las pensiones con que el fisco contri- 
boya aunal^iente á su sojstenim^üto, y laiS rentas ó im-«, 
pnestos especiales que se les asigna, <^qiie les háyaii 
sido asignadas anteriormente. 

6.^ Establece cuatro escuelas dfi, apliec^sípn; 

La de iDgenlerois civiles y de miñas; 

^ La superior de ¿gricultor^; 

La naval; y 

La de artillería y estado, mayor— : 

Ademaü» de las tres primeras que se itnplantaroii^ 
4:fi:istian una escuela de artes y oficios; uña de clases, 
para el ejército y una de grumetes. En 1874 existían 
cuarenta y siete colegios de instrucción media y seis» 
universidades, sostenidas casi esclusivamente con fon- 
^éír ftscaleís. 

lió«^taI^ecimientos de piedad y béiiefieend^ estát^ 
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profosamenle s^ubvencionados y constantei^eute sa vo- 
tau en el piesupuesto general, simias cousidembles, 
parala coustruccioii d^ templos, capillas, hospitales, 
cementerios &, &, Al Djííeijho Adpiinistrivx) correspoi^- 
4e ocuparse extensamente de estas materias, 

Gomo medio de fomenta djj la instrucción se ba de- 
clarado por ley de 13 de Febrero de 1861, que el pro- 
fesorado es cs^rrera í)ública y que los prqfeííiores de las 
universidades, institutos y <jolegio« nacionales, gozan 
de los mismos derechos que las leyes conceden á los 
demás empleados, en caanto ár la jubilación y mou: 
ifepío. 
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82 Libertad de imprenta—SS Abusos de la libertad áe impveiit 
ta. — 84 Quienes son responsables y penas que se les impone^ 
35— Jurados; su nombramiento. — 36. Quienes pueden denun-i 
ciar impresos y ante quien se l|ace 1^. denuncia* — 37 Manera 
de proceder.— :38 ítestriccion derogada.— 39 Junta conser^ 
yadora de la libertad de imprenta. — 40 Denuncia de impre-* 
sos extrange^os. — 41 Juzgamiento de los Representantes. — >. 
42 Decreto dictatorial de 1865 y su derogación. 



82. Libertad de Imprenta.— ü^ste derecho está gn^ 
rantizado por la Goustitacion en estOd términos: 

TodoB pueden i^acer uso de la imprenta i>ar%pnb]in 
car sus escritos sin censara previa; pero bajo la res^ 
ponsabilidad que determina la ley. (á^rt. ^1 C.) 



3S. Abasos de la libertad de inprenta.-La ley re- 
glamentaria de imprenta de 3 de Noviembre de 1823, 
vigente hoy, califica de abusos de la libertad de la 
prensa; 

1.* La publicación de máximas y doctrinas que cons- 
piran directamente á trastornar ó destruir la religión 
de la Bepública, ó su Constitución política. (Art. 6.* 
inc. 1.° L. de I.) Estas publicaciones son caliñcadas 
con las notas de subversivas en primero, segundo ó 
tercer grado, según su gravedad. [Art. 9.* y 10 id.J; 

2.* La publioadon de máximas o doctrinas dirigidas 
á excitar la rebelión ó perturbación de la pública tran- 
quilidad. (Art. d."" inc. 2.* id.) Los escritos que tienen 
tel tendencia son sediciosos ea 1,% a.' ó Ser. grado 
(II id.); 



8j* Ijri iiiéltitcicín (ürecti* & desobetltíeér nl^una ley 6 
tiutorklad logítima, ó la provocación á esta desobe- 
diencia con sátiras ó invectivas. (Art. 6.® inc. 3.* id.) 
Los escritos que contieneii aquella incitación directn, 
son incitadores á la desobediencia en primer g^íido, j 
los que contienen la provocación con sátiras ó iuvecti- 
tas, en segundo (Art. 32 id.); 

4.' La publicación de escritos úbscenoft ó contrarios d 
las hílenos costitmbres. (Art. 6.** inc. 49 id.) Los escritos 
«e califican del mismo modo [Art. 13 id; 

5." La injuria á una ó más persona» con libelos infa- 
matorios que bujhen su vida privada, mancdlen su ho- 
nor y buena reputación. [Art. 6.*> inc 5**J Se calificaíi 
los esci'itos que contienen talles injurias eon la nota de 
libelos i«fiiinatorios, y son de !.• 2.* ó 3.° grado según 
la graveilad de las injurias. (Art. 14 id.) Aún cuando 
se ofrezca probaí' la imputación injuriosa^ se aplicará 
la i)ena al mitor ó editor del libelo* (Art, 7.*^ id) Pero 
Si la imputación es <le delitos cometidos poí* algún em- 
pleado ó coi'poracion en el deseil}{7eña de su destino; 
y el autor ó editor prueban su aserto/ qitedati libres de 
toda pena. (Art. 8.* id.) 

Cuando no es aplicable ninguna dé las nocas indica- 
rlas, se nsa en la eaiificacion la fórmula '^Absnelto**^ 
(Art 15 id.) 

31. (taiencs son responsables y penas qjifs se les Itt* 
tione —Es responsable de los abusos contra la libertad 
de imprenta el autor ó editor del impreso; con tal ob- 
jeto debe firmar el original que quedará en poder del 
impresor. (Art. 25 id.) Pesa sobre éste la responsabi- 
<lad del aboso, cnaiido requerido judicialmente parai 
presentar el original firmado no lo hiciere, ó cuando nó 
áíi razón fija i}^ domicilio del autor ó ditor del impre- 
so, ó no jnesenta; persofra de abono que responda del 
eonocimiento de dichos sujetos. (Art. 26 Id.) 

Son taml>ien réspotisaMea los im¡)resores que no po- 
nen sus nombres y apellidos, el lugar y año de la im- 
presión. (Art. 27.) Por la falta de todos ó cada uno áé 
estos icqnisitos- se castiga al impresor con cien pe- 
809 de umita, en el caso de que los imin^esos sean cali- 
fteados con la fórmula de absueltó ó iK> Imyan sido de^^ 
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ilttuciadóff; i^áfriráii^ además, las penas señaladas al au- 
tor, si les comprenden las notas ya indicadas. (Art« 
17 id.) 

Los autores ó editores de loa escritos subversivos 
Sufren* ^% cuatro (^ do$i años de prisidn» según que 
sean caliñcádi>s eu prime o, segundo ó tercer grado^ f 
además, la pérdida de sus enipieos jr tionores, y si fue- 
ren eclesiásticos se lesoimi)d. sus temporalidades, salta 
la cóup:rua sustentación. (Art. 16 id.) Ooii la mismtt 
graduación se aplicaii lad mismas penad álósdtttored 
6 editores de escritos sediciósoé. (Art. 17 idí) 

A los autores ó editotes de impresos que ÍQoiteti á 
la desobediencia eii primer grado, se l^s Castiga con aH 
año de prisión; á los incitadores eu segUiMo grado, ooú 
cíen pesos de multa, y si no pndíereil satisfo/oer esa 
cantidad, eon dos meses de prisión. (Art. AH: IB id.) 

Los autores ó editores de impresos obcsceinfs ó coa- 
trarios á( Uis, buenas cK)fSttimbr«s, pap^aráu una nitlltfl 
equivalente i)l Valor de Un mil quinientos ejemplares, 
al precio de venta; y cua4ido no puedaiin hacer efeetiva 
didia suma, zerAn iestínado^ cuadro mtsef éstpUltar ca- 
dáveres en el campo santo, (Art. 10 id.) 

A 16^ aulot^is ó editores de libelo^ infantatoHos, se 
Ifes castigit cotí tr^ mesed de |>i*iston y dos«i*»nto« pe- 
eos de multa, dos meses y ciento cincuenta pei^; uií 
mes y sesenta y cinco pesos, según que el libelo sea en 
^merOy segundo 6 tercer grado. Si no tibien con qué 
satísfii^^er la multa m dobla el tiempo de la prision¿ 
{Art 20 id.) 

Además de las pedas anteriores, son recogidos é inu- 
tilizados, en tíídtí ó ei< parte, los ejemplares que exis- 
tieren (Art. 21 id^) y al que retiene ó vende uno ó mad 
ejemplares del impreso mandado recoger, se le castiga 
^n una multa del valor de rail ejemplares, á precio de 
veota. (Art. 22 id.) La reincidencia se castiga con el 
doble de esa suma. (Art. 22 id.) AL impresor de un 
papel mandado recoger, se le impone pepa doble á la 
jtiue sufre la persona responsable, á consecuencia de }á 
Calificación. (Art. 80 id.) Los impresores tienen la obli- 
gación, bajo la pena de diez pesos de multa, de pasar 
á los Fiscales y Síndicos un ejemplar de cnanto impri- 
man. (Art. 24 id.) 



^ J5» Jttrad^; Stl ttombrattt^ntd.— Lo^ concejos mnnt 
ciimleS iU> los higareá doiwle iiaya imprenta, nombrad 
en ioá primeros quiííce iliáá dé sii instalación, treinta 
y dos personas qné ejer>2an el cargó de jaeces de he- 
cho. (Art. 39 U\,) 

Para ser nombrado se lujcesitii los raisnios rcqnisi- 
tos que párá ser Diputado á, Congreso, y no j)uedeii 
serlo los . córícejales. [Res. Sup. de 4 Marzo 187G) los 
(jíie ejercen jniisdioÍ5ion, los comatidaiites de armas,' 
Prefectos, Intendeiítes, Gobeníádores;; Secretáiios del 
flespachp, loá empleados én m^ secretarías.. Ningún 
ciudadano puede eXciísái'se del cargo, á menos que teii- 
ga atgun iiiipédifííeifto físico ó moral, ajuicio del con- 
cejo tespeetivo^ qutóli en tkt eáso nodbrá otro que lo 
iwn^plac^. (Arts. áS, 86. 37 y 88Í id.) ^ 

Loü que cesan eií dn año pueden ser reelegidos. 

Aljüeí de lífectóíi q'ue sin haber justificado algún im- 
pediníeiítd legal deja de asi^til al juicio, el alcalde le 
impone tína mditíimié no bWfád^ Vl^iíiticinco pesos, ní 
sube <le cuarenta, duplicándose eii cíiso de reíneiden- 
cia. (Art. 89.) 

iü* (luienes puedeií deuuttciár impresos y ante quiep' 
se liácé Ja déifriucia. — Todo peruano tiene derecho 
para denunciar ante la autor jjlad competente todos los 
impresos que juzgue subversivos, sediciosos, obscenos! 
ó contrarios á las buenas costumbres. Én los casos d^ 
injurias, piíeden acusar solamente las personas á qui% 
nes las íej'es conceden esta acción» En toaos los casos^ 
de abusos de iihpreijta, exc»epto el de m|urms^debeíi 
deDuuciar de oficio los Fiscales ó los .Síndicos del ayun-- 
tamiénto cbhétitúcional, (Arts. 29^ ¿[O y 31 id.] 

La cíeiilíncia SI hace por eseritp ante el alcalde del 
concejo municÍDal, acompasando el impreso materia 
de ella. (IH. 32 id.) . '. / . . 

37. Matieéá ile procederá — Hedía la denuncia, el ^U 
calde, acoippañado dt? dos qou^ce.Hiles y. del secrélarioJ 
hace sacar por suerte, siete cédulas , de lasireipta^ 
(los en (jué están esicrito^ los noijiVies de, lo^^uece&c 
Esta^dili^enoiO) ip. sienta én un libro d^tio^^do ^ 
¿iecto. 

6 
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üonvocados y reunidos los siete sorteados, él alcal** 
d^ji io« cxamiiift sobre si tfe^on atgnii imiiediiiiento le- 
gal imra conocer en la caasa.— Son imiMsdimentos to^ 
gales: la complicidiui, la euemistad eonociday el paren- 
, tesco de coiisangnlnidad dentro del enarto grado civil, 
ó de afinidad en el Kegundo con ei acnsador, ó con el 
autor y editor^ m 8on conocidos. Niñean otro impedi- 
mento 08 a<lmi8ible» En el chho de c|«e alguno ó algn- 
uos de los juecc8 ranulten impedidos' se le» reemplaza 
por medio del sorteo, en lat'orma iiMiríeadH. La califi- 
cación de impedimentos se hace púbticamente en una 
ih las salas del concejo* (Arts. 40^ 41, 42, 43, 44 y 
45 id.) 

En seguida, el mismo alcalde les tom'a el siguiente 
juraioentp: ^'Juráis á Dios y ofrecéis á la patria, babe- 
ros bien y fielmente en el cargo que vaissádesempi^nar, 
diciendo con ÍQ>i>areiaiidad y justicia, eti^ \^ÍHta del im- 
pfes<v y denuncia que se os va á presentar, si'há ó no 
fugará formación de cansa? — Si juramost-tSi am' lo hi- 
ojereis Dios os preinie y siiié os lo demaink.'' (Arr. 
*6id.) 

El alcalde se retira inmediatamente y los jueces de 
hecho examinan la materia y declaran si hd lagar ó 
no á formación de cíiusa, sin poder usar otra fórn^ula.- 
Par» declarar, "qué bá lugar á fiyrmacion de causa*^ 
basta la pluralidad absolbtade votos. Verificada la de- 
claración se extiende en un libro que para esto se lleva; 
y al pió de la misma denuncia, que debe insertarse, sé 
^ma por los siete jueces. £1 primero en el óiiden del 
90iDeo que' hace dé presidente, la presenta el alcalde. 
(Arts. 47, 48 y 49 id.) 

Si la declaración es *^TSo ha lagar á formación de 
causa,*''él Alcalde pasa al denunciador la denuncia con 
la.expresada declaración, cesando ]>or este hecho todo 
ulterior procedimiento, Bi la declaraÜon es **Ha lugar 
á fdrmáeibn de eau|»a,'' eí Alcalde pasa al juez de de- 
recho el impreso, denuncia y declaración, para que pro- 
ceda por los trámites señalados en esta ley. (Art. $0 y 
ttid.) 

* 1SI jiiez dé derecho tóiíiá inmediatamente las proce- 
dencias nééesiiriaS^pára t-ecoger todos los impresos q[ue 
i6Aéi$A'm pbdá" del ant^i*; tMlttot, impresores yyen- 
^íor^ pfoliitJiSftiidol^civ. retener ó vender iatgnn ejem^ 



m*i=^^-^^'i ^_^ j ft 



)>lur. Ai contraventor, ya hea |>or no haber entregado 
toiloti lo8 inipresoM, ya por haber vendido alguno, se 
]e]in)K>ne una uiulia que sea el valor de quinientos 
ejemplares. El que no )Miuie8e pagarla sufre una pri- 
sioU; que no puede pasar de sesenta días, uí bajar de 
treinta. (Arts. 62 y 53 id,) 

El juez procede tambieu á la av<eriguaciou de la ]>er- 
sona que con arreglo á esta ley deba ser responsable. 
Solo en este caso y por el juez de la causa, se puede 
obligar al impresor á la manifestación del autor ó edi- 
tor de algún csciito. Su contravención es iufracdou 
de la Constitución y castigada con la pena que señala 
la ley de infracciones. (Arts* 54, 65 y 66 id.) 

Si la declaración de ''Ha lugar á fornnicion de cau- 
sa*' e8de un impreso denunciado con nota^, que se^uu 
la ley deban ser castigtidos su8 autores cou pena aniq- 
, tí va, el juez mandará preuder al responsable. Sí lo 
fuese de un impreso que esta ley castiga con penaaflic- 
tíva no pagando la multa que en ella se señala, se exi- 
ge fianza al responsable. Si lo fuese de un impreso á 
cuyo autor no se le puede imponer tal pena» el juez ló 
exíidrá solamente fianza ó caución. (Arts 57, 58 y 
Wld. 

Declara<lo por los^nee^^s que «'lia lugar á formación 
de cansa'' de un escrito injtirioso, y averiguado su au- 
tor, se compele á las partes para que en término muy 
corto comparezcan ante el juez d^ paz pam el juicio 
conciliatorio. ^Arr. 60 id.) 

Practicada» estas diligencias, e) juea? de dei*eclio pa- 
sa á la persona responsable una razón de los jqece^ 
que quedan insaculados, para que pueda recusar sii^ 
cau^a alguna diez de ellos, lo que verificará dentro de 
veinticuatro horas, lie los jueces restantes desp^s de 
los recustulos, se extraen siete cédulas, con las forma- 
lidades ya ind¡(mdas. El juez pasa también á la peleo- 
na responsable una copia de la acusación pam que pue- 
da preparar su defensa dé palabra ó i>or esciito. (ArtB. 
61, 62 y 63 id ) 

Cita en seguida para una de las salas del concejo á 
lop jurados que deben conocer déla causa. Antes de 
empezar les ttnua el Juramento siguiente: ''Juráis á 
PÍOS, baberos bien y lielmentc en el cargo que se on 
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pppUa, calificando con imparcial ¡dad y jnsflcia, sogu^ 
t^^nesti'o leaí saber y, oiiteiíder, el ii)i]nesu díMinnciaa^ 

S" ue se os presenta, arreglándoos á las notas de cali-' 
cacion expresadas en el respectivo íegínuiento?— Si 
juramos.'* (Art. 6i id.) 

' ÍBste jucii) debe verificarse á puerta abierta pndieíi- 
do asistir y hablar el interesado y j>atrono que lo de- 
fiende. Así mismo pueden asistir y hablar, j)ara sostCr 
iier lá acusación, el fiscal, el procurador general, ó cual- 
quier otro acusador en su caso, por si ó })or otro que le. 
represente, dejando al acusado la íaculta^l de contestar, 
después de haber hablado el que sostii-íie la acusaeion. 
En seguida el juez de derecho hace una ire(;api tul ación 
dé todo lo que i*ésiiltii del juicio, é informa sobre el de- 
recho, para ilustración de los jueces de hecho, Iíks cua- 
les se retiran á una estancia iiiniedíata para confereu- 
dar sobre el asrinto. Acto co^i)tínuo califican el itupre- 
Bo coi^ arreglo d lo lírescrito'^'n esta ley. (Art. 6&, 66 

y C7id.) ' ! : \ ■ ' .;. 

Convenidos los jueces, ^-^alen á audiencia pübji^a: ^ 
el prirnern en el óiden del porteo, flue' hace <le pre^- 
ílente, lee y preseutit, en ína^ios .deJ jue¿ d^ derecl>o, 
la caliíicíK'.ion escrita y 11 imada por todos. Si en ^^• 
liik-aiíion es absuelín el denqneiado, usa el juezde de- 
recho <le esta fórnuíhi: "Kabiéndose obsit^rvado en ést^ 
juicio líis tiíinttes preserífos por la ley y calificádose 
por los jiH*{!es de hín::hn tian la Ít)rihuíá de absuelto, el 
impreso tituhida...dí^ininciado' tó dia..Asi ley absuelve 
A N- respoiisable deditlio impiíeso: eii su consecuencia 
ñiando qne sea j>uesto eií libertad (si estuviese preso) 
o qne se le ake la catieion ó fianza, sin que este pro-' 
cedí miento le cause perjiício ín menoscabó en su nom^ 
bre ó reiHitacíoitjlo que se ejecutará inmediatamente'."^ 
(Art 72 id.) '' ' • . • ^ 

Todo £\cto cniítrai JO A esta dísposicioii es castigado, 
como crímejí de detención ó procedimiento arbitríp*io. 
(Art, 73kL) ' , ... . 

' En estos juicios se necesita la pluialidad absoluta 
de votos para absolver ó <^.ondenar, en los casos de in- 
¿Oriá personal hecha á cualquier individuo considerado, 
en las relaciones privadas; bastando en todos los de- 
más casos dos votos para absolver (Art. 2," ley de 26 



f! 
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íl^ Mayo (le 1861.) Para la calificacipu fiel giaílo basta 
ja piíiralidad absoluta. Eu caso de i¿»uaWad, se're»oi: 
rerá por lo irías favorable al acuwulo. (Art, 69 y 7.Q 
t.^el.) ; 

Si la calificación es de iní})reso subversivo, sodiíiq: 
BO, incitador á la obedien(?ia, obsceno ó contrario A las 
bneiías co^tuTnbres, ej juez de derjecho debe usítr d€ la 
cláusula 'siguiente: '^Habiéiidose pbgiei'vado en- eí^ta 
fjansa todos los trámites prescritos por 1^ ley, y califi- 
pado los jueces de liecljo con la nota de..., el ii^ipreso 
titulado. ..denunciado tal dia por.. .la ley ex)ndenaál^. 
responsable dé <Íic}io impreso, á la pena de... expuesta 
en el artículo. ..y en su consecuencia mando se lleve á 
debido efecto." Verifícajío esto, wse tiene el juicio po^r 
fenecido y procede ol jvjcjs {\ n¡\ ej^ícucion, dando ui>a 
¿ópia autorizadij de Jii s^iiu^iiciit al denunciador, y A 
la persona responsable si la pidiere. (Arta, 74 y 75 id;) 

Cuando el }i\fa dé derecbo no híij^ impuesto la pen^ 
^esigiíada^en esta ley, puede apelar cualquiera de laj* 

$ artes á la Oprte Superiov de Justicia, en el término, 
e cinco dia^» y e^ juez ailinite la apel-acion en ambos 
efectos. Puedeii fpe^íar igiialme?ite cuando en el juicio, 
ho se hayan observado los trámitfi* pres^uitos. Esta 
apelación es para soló el pfeqto de repotier el jiroeesoí, 
l^esde el punto en ijue ge ji?iya cometido la nulidad, 

Ílebiendo en este caso es^igír el trib,un{^l la responsabi: 
¡dad del juez, co;i a:pregro á las iVyeSr Declarándose 
infundados estos recursos se condena ^n costas al quB 
los interpuso. De la se^itencia de vista de la Corte Siv, 
perior no Inl lugar á otiró recurso. La sentencia se pro* 
nuncia con los autos sip alegato de las i)artes. Estas 
pueden informar á ía vista dé la causa. (Arts. 88, 84,, 
85 B6 y 87 id.) 

Jja i>ersona TesponsaVlc» satisface las costas del jui- 
cio con arreglo al arancel si fuese condenad»; si ab- 
suelta salen de los fundos de multas. El tesorero de la. 
i[nunicipalidad administra los fondos de las multas Jle-, 
vando cuenta separada, la que rinde á la numicipali- 
dad con intervención del sindico procurador. El secre- 
tario de la municipalidad, que lo será de estas causas, 
pasa al síridicp procurador anualmente una razón dé. 
Ijis multas, que se impongan, (Art- '7^.^ %J y; JH id.) 
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Toda ealHIcaeioa diel impreso deuuuciáilo y seuteo*- 
íSA^, sea absolutoria aea condenatoria, se debe publicar 
tíi la Oaceta del gobierno ("Peruauo") á cuyo fli^ se re* 
mite un testimonio al editor de este i>eriódico. (Art. 
Mid.) 

•8. l«itriccloii ienigada— La indicada ley estable- 
ice, la excepción simiente: 

"Lt^ rejgfla del artículo anterior, sufre la limitaoton 
IK^famenite de los escritos que versan sobre los libros d^ 
te Santa Escritura^ sobre los artículos y dogmas de la 
religión de la Ri*f>ública, sobre la moral religiosa y so- 
bre la diáííiplina 4»seuciaí de la Iglesia, los cuales, para 
jaiprimirse, neee-sitaii de ha expresa licencia del ordiüa: 
jTkí. [Art. 3.* L. de 1 ) Este no podrá negarla, sin pre- 
via censurn; de la que, siendo conti-ai'ia, dará trasládp 
al jautor ó editor áftn de que, si no se confóruía, inie- 
.da,ibontestar exponiendo su$ razones, i^ra que se pro- 
ceda' á nueva'censura. Biendo ésta contraría, y no ^con- 
fV^imándose el interesado, le queda el recurso á la juu* 
ta conaervadpra de la libertad de imí)renta; )a que ré- 
^n6c:iebdo el escrito lo pasará con sn dictamen al Or^ 
din ario, para que con mayor instrucción concé<la ó tile- 
gn^ la licencijEi, dentro del termino de tres moses cuan- 
¿o mas, contados desde la primera vez en que fué pre- 
stetijtada la obra. Si cumplido dicho término todaVía 
rdiosa dar ó negar la licencia, pódrál< los interesados 
í^eonrrip' de iuu»vó á dicha junta conservadora, para que 
íBieveel recurso ál conocimiento del Congrego.'* (Arts. 
^, 3, 4 y 6 L. de I.) 

Esta limitación ^)udo imponerse en el aíio de J828, 
porque la Constitución promulgada en es«^ año, autori<r 
^aba aj legislador para reglar Ui libertad de impreiita 
y no ]>rohibía la censura previa. El inciso 7 del artícu- 
lo 193 decía: La lili^rtad de imprenta ei% conformidad 
de la ley que la arregle.''* Pero, promulgada la Oonstitin- 
cioii del año 26, desajiareció aquella restricción, porque 
«1 artfoulo 143 prohibía absolutamente la censura pró- 
via. — Todos, decia ese aitfculo* pueden comunicar sus' 
I^eiisamieutos de palabra ó por escrito, y publicarlos 
I>or medio de la imprenta sin censura previa; pero b%jo 
la resp4i|isabiIMbMf qae la ley determina. Las constita- 
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cionna po!^ter}orcs, entre ellas la del auo 60 qnéií(m A- 
^e, hii cAnmgmxilo la misma prohibiciou, de maneras 
que no existe la censura para ningún género de publíf- 
Caciones. 

39. jQftti eoBservadora 4% la Itkertad de lapreatA; 

— El Inciso 20 del artículo 60 de la Constituciofi de 1823, 
daba al Poder Legislativo la atribución de nombrar ¿ 
Jos miembros de la junta conservadora de la libertad 
de imprenta^ y en cumplimiento de esa disposición la 
ley de imprenta dispone lo siguiente* 

Él Congrego en cada bienio y en los dias primeit>8 
de sa instülacion nombrará ¿pluralidad absoluta de 
votos, la juntar conservadora de la libertad de impren- 
ta, compuesta de siete individdpsf la que residirá en lar 
capital de la EepúbHca. Será presidente el que fuere 
ei ]>rituero en el ónlen de los nombramientos. (Art. 
éSt. del.) 

Para svr individuo de esta junta, son necesarios los 
]t*quisitos que exige la Constitución en los Diputadlos 
á Congreso. (Art. 89 id. 

Esta junta luego que se instale formará un reglamen- 
to para su gobierno interior. (Art. 90 id.) 

¿as facultades de esta junta son: 

!*• Proponer al Congreso, con su informe, las dudas 
que le eonsiflteu las autoridades^ sobre ios casos ex- 
traordinarios que ocurran, ó dificultades que ofrezca 
ésta leyj 

2.* Dar ciiéuta al Congreso de las quejas que presan- 
fe cuabiuier sénior, en los casos prevenidos en el títu- 
lo 5.«; 

8.* PresentaEr al Cowgifeso á prindpio de cada legis- 
latura una exposición del estado en que se baila la lí- 
l^rtad política de la imprenta, los obKtjiculus que haya^ 
que remover, ó abusos que deban remediarse, indican- 
do los meilios que parezcan roas a^lecitado^; 

4,^ £}xaminar las listas de las c^iu^sas pendientes ó fe- 
necidas sobre abusos de la ley de líL^ertiul de iuipreuta; 
á cuyo fin los jaeces de derecho deberán reoiitirle en^ 
cada trimestre una razón exacta de ellas; 

5.* (Juidar qjue pe publique en la Gaceta del gobier- 
no, las sentencias tiadas en todos Ion departarn cu roa so- 
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Me Iffe ulmsos déla ley de l¡l>erfa(l de imprenta coií 
uneglo al artículo 17. (Art. 91 id.) 

La junta conserradora de la libertad de ímpícnta no 
existe en la actualidad. Ni se encuentra entre las atri- 
buciones que la Constitución da jd Congreso, la de nom- 
W á to» qjne delMsu ti>riíí«rbrv ni ewí átribiiclon se ba 

mÜ ék uin<;uu otro i>o<ler ó autoridad. 

40. Denuncia de impresos extrsíngféros'.— Ilii ésta ma^ 
tena rige eu parte la ley de 18 de Noviembre de 1828';^ 

Según ella, **todo peruano tieiie derecbó á üénunüiar 
los Impresos que se introduzcan de ótrcís Estados, y 
qtie según la ley de libertad déimpréüfa Ud Sé pudie- 
rotí' imprimir en el territorío de la íiepública'. (Átt. I.*) 
' Si los impresos versan sobre la Santa Escritríra, ar- 
tículos y dogtnas de fé, moral, relígioií y dfsíiipliaíí 
esencial de la Iglesia se pasará la denínicíji, doií elim*- 
preso, á lajunta conservadora de la liberta*! de impreuf- 
ta, paira que lois remita al Ordinario, quien [u-ocederá 
h la ceiisura con arreglo á la ley de la libertáil de im- 
pronta. (Art. 2.») 

' :N^iynfbrará la misma junta persona de coiiocida pro- 
bidad y literatura, para la defensa del ittir{)í'éso, comó' 
si t'uerii su autor ó editor. (Art. 8.®) 

Si el imi^réso no versase sobre las matetíáTs del ar- 
tículo 2.^ pero pudiese calificarse con algunas de laí 
/Iotas del títtdo' 3.o' de la ley de la libertad de imprenta; 
se procediera conforme á ella, hasta la calificabioi^ <fer 
impreso, nomteindo él Alcalde de la municiiValidad á 
quieír 6e hubiese dirigido la' denuncia, i)érsona de lite- 
ratura? y i)robidad para que 1q defienda. (Ait. 4.<>) . 



tt Jnz^mliaito de tos* i^épreséntaBtes.~-El attfcallír 
8t de f a ley de la materiíí, declara que tocio delito poí 
abuso de k libiBítad de imprenta protluce desafuero; 
peri) el artícuW siguiente' exceptúa á los Diputadoi á 
Óongresú (representantes éu general), quienes sei^n 
juzgados con arreglo á un d^retO espéóieíl, Este decre- 
to (ley) se dio en efecto en 8 de Novieftibre de 1828 y 
j^iié promulgado por el Ejecutivo eú el ítttmiid dfa. 'Sus' 
disposiciones son lals siguieiites: 



— 51 — 

. ]Qnlod delitos que cometan los diputados d^l Coíl 
greso por abuso de la libertad do iiíípíenta, se obser'' 
vará la ley de 8 de Noviembre con lás'ágúientes medir 
ficacioues. (Art. 1«« ley 8 de Noviembre de 1828.) 

Denunciado un impreso por algún Diputado bajo su 
nombre, pasará el Alcalde la denuncia y el impreiso al 
Presidente del Congreso, por el conducto delájüntáft 
conservadora. El Presidente en sesión secreta sortéíir- 
rá siete individuos dtj la Diputación, los que, después 
de prestar ante él el Juramento prescrito en el artíciilo 
46 (el que prestan los jurados) declaran con vista; de 
la deuuncia é impreso, sí ká ó no lugar d formación ás 
causa. Si la declaración fuese no habef lugat á formit- 
cidn de causa^ el Presidente devolverá al Alcalde, po'ií 
el mismo conducto, la denuncia con la declaración ex- 
presada, cesando por este hecho todo ulterior procedi- 
miento. (Arts. 2, 8 y 4 id.) 

Si el impreso fuese auóoimo y los jueces de hecho^ 
sacados por suerte por el Alcalde, hubiesen declarado 
que há lugar á formación de causa, y de la averigua- 
ción de la persona, hecha por el juez de defecho, apa- 
reciere ser autor un Diputado, pasará todo lo actuado 
con él impreso que se habrá mandado recoger, al Pre^ 
sidente del Congreso, para qvie dándolo por nulo pro- 
ceda á sortear conforme á lo prevenido en el artículo 3,» 
los siete jueces de hecho, (Diputados) que deben decla- 
rar si há lugar ó no á foriñacion de causa. Dt^clarado 
que há lugar á formación de causa, el Presidente sor- 
teará 26 Diputados, en sesión pública, para que, eon 
arreglo á la ley, califiquen el papel y pasará copia al 
juez de primera instancia del Congreso, qué hará las 
funciones de juez de derecho, para que pase etro igoal 
al reo, á fin de que pueda recusar el número expresado 
en la ley: igualmente pasará otra, certificada, de la de- 
nuncia para los efectos que en ella se expresan. (Arts* 
7y8id.) 

Sorteados siete de los que no hubiesen sido rectisa- 
dos, para que, como jueces de hecho, califiquen el im- 
])reso, serán citados por el juez para concurrir al sitíd 
donde se deba celebrar el juicio, y antes de proceder á 
él prestarán el juramento conforme al artículo 68. El 
juicio será público y se observarán las formalidades d6 
la ley. (Arts. 7 y 8 id.) 

7 



La Isala de segunda instancia del tribunal dd Con* 
gresOí conocerá de las apelaciones que se interpongan: 
(^t 9.0 id.) 

Si la denuncia se hiciere en el intervalo de una á otra 
legislatura, será remitida al Presidente del Senado, 
quien convocará á loa Diputados existentes en la capi« 
tal y pueblos distantes dos joruadas. Juntos que sean» 
por uno de ellos que hará de presidente, se sacarán siete 
jueces para que declaren si há ó no lugar á la forma- 
ción de caujsa. (Art. 10 id.) 

Declarado que no há lugar á formación de causa, se 
devolverá la denuncia para los efectos convenientes. 
Si la declaración fuese que há lugar á formación de 
causa, se pasará la declaración al Presidente del Sena- 
do para que mande recoger los impresos, y se suspende- 
rá el juicio hasta la reunión de la legislatura. (Art. 
12 id.) 



42. Decreto dictatorial do 35 de fliarzo de I855| y 
su derogadoil. — Este decreto derogó el procedimiento 
por jurados y estableció lo siguiente: 

Es enteramente libre h\ comunicación del pensamien- 
to por medio de la imprenta. (Art. 1?) 

Las acciones públicas ó privadas que eqíianen de los 
escritos impresos, deben interponerse como todas las 
que nacen de los delitos perpetrados por otros medios, 
ante los jueces ordinarios. (Art. 8.^) 

Pueden demandar los particulares por los delitos 
V privados que los dañen, y deberán hacerlo los fiscales 
por los delitos en que se interese la causa pública. 
(Art. S.») 

El editor del impreso será desde luego demandable 
por cualquiera delito cometido por medio de la publi- 
cación que él ha emitido, pero cesará su responsabili- 
dad desde que presente la garantía de persona conoci- 
da, con la que seguirá la causa en el estado en que se 
halle. (Art. é.*») 

Este procedimiento fué derogado por la ley de 26 de 
Mayo de 1861 que **declaró en toda su fuerza y vigor 
la ley de 3 de Noviembre de 1828, mientras el Congre- 
so acuerda lo conveniente." 
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43. Lieeneia para abrir imprentas.— Los artícnlos 11 
y 12 del Kcíjlameiito de Moralidad pública y de Poli- 
cía Correccional del Departamento de Lima, de 12 de 
Noviembre de 1877 disi>one lo siguiente: 

Art- 11. Kadie i>odrá abrir oñcina de imprenta sin li- 
cencia gratuita, por escrito de la Subprefectura, la que 
no podrá negar si el empresario presenta las garantías 
necesarias para responder en los casos en que la ley 
imponga responsabilidad. 

Art. 12. Ningún dueño de imprenta podrá mudar su 
administrador, traspasarla ni variar de local sin noti- 
cia previa á la policía. El que infrinja lo dispuesto en 
este y en el anterior artículo, sufrirá la multa de cin- 
cuenta á quinientos soles ó arresto de cebo á treinta 
dias. 

Si el primero de estos artículos se hubiera limitado 
como lo hace el segundo, á exijir únicamente que se dé 
noticia á la autoridad de la apertura de la imprenta, 
no seria atentario de la libertad de industria y anti- 
constitucional. Y es injusto y anticonstitucional, por 
que la concesión de la licencia depende del juicio erro- 
ueo 6 arbitrario que forme la autoridad, respecto de 
las ''^garantáis necesarias para responder en los casos en 
que la ley imponga responsabilidad.'' 

Ademas de la licencia de la Subprefectura, los impre- 
sores deben solicitarla también, del Concejo Municipal 
respectivo, pero solo para el efecto de pagar los dere- 
chos de licencia, que para las imprentas son el 25 por 
ciento de un arrendamiento mensual. 



CAPITULO VI 



^4 JPrbpiedad privada. — ÍjS ErpropÍ£W5Íon forzada.— 46 Priyflé- 
gio: — 47 Propiedad literaria— 48 Impuestos.— 49 Exacta ad-» 
ministracion de las ventas y bienes públicos.— 50 Venta de 
Inones 6 rentas naoionales.-^l Malyersacion de caudales 
públicos. 



, 44- Propiedad priTada.—Las garantías constitúcfo- 
naíes tlaílaa á la propiedad privada sbn las siguientes: 
La propiedad es inviolable, bien sea material litera- 
'm 6 artística; á nadie se i)uede privar de la suya sino 
l)or causa de utilidad pública, probada legalmente y 
previa indemnización justipreciada. [Art. 26.3 
,. . !tos descub^^^ son -propiedad exclusiva 

jcje^^iis autores, á menos que voluntariamente conven^ 
j, gaii en vender el secreto, ó que llegue el caso de ex- 
propiación forzada.' Los que sean meramente introduc- 
tores de semejante especie de descubrimientos, goza- 
rán de las mismas ventajas que los autores, por el 
tiempo limitado que se les conceda, conforme á la ley. 
fArt. 27.] 

No puede imponerse contribuciones sino en virtud 
de una ley, en proporción á las facultades del contri- 
yente, y para el servicio público. (Art. 8.°^ 



45. Expropiación forzada.— La expropiación forza, 
da, justa y necesaria limitación impuesta á la propie- 
dad particular en beneficio público, solo puede lle- 
varse á cabo mediando las circunstancias siguientes: 

I,' Qqe se acredite de un modo indudable la necesi- 
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dad que hay de tomar la propiedad particular, f Art. 
1518, inc. 1.° C. do E.J Jamás podrá disponerse de esa 
propiedad, para destinarla á obras públicas, sino en el 
caso de que no baya otro sitio público ó sin dueño en 
qnn pueda hacerse la obra; [Art. 1521 id.J 

2.* Que se compruebe así mismo la utilidad que la 
nación ó el pueblo dob© re^)ortar de la expropiación; 
(Art. 1613 inc. 1.° id.) 

3.* Que se indemnice previamente al dueño, del va- 
lor de su propiedad, porporcionado no solo al que real- 
mente tiene sino á las ventajas que le producje. (Art. 
id. inc. 2.^) Mientras el dueño no reciba el precio, no 
está obligado á entregar la cosa, ni el juez lo permiti- 
rá. (1524 id.) 

Se forma un expediente f por la autoridad resi>ectiva) 
sobre la necesidad de la obra pública que exige la ex- 
propiación, y en él se manifiesta, con operaciones de pe- 
ritos, la posibilidad y medios de ejecución, y éhanto 
oondnzca á jorobar los dos extretóos de necesidad y 
ntílidad (1614 id.) Este expediente se eleva ftl gobier- 
no, y si este reconociese la necesidad de láS expropiación, 
ordena que el Prefecto, por sí 6 por medio del Búb-pre- 
fecto del lug^ donde está la propiedad, requiera al 
dueño para que la venda (1515 id.) Si el dueño se con 
viene, se hace la tasación por peritos, y estando estos 
acordes, se extiende la escritura pagándose al dueño 
el valor de su propiedad (1616.) 

Si el dueño no se conviniese en la venta, pasa el 
Prefecto los antecedentes al juez de 1* instancia de la 
provincia, el cuí\1 da traslado al duefío, recibe á prue- 
ba la causa por veinte dias, y, con audiencia del mi- 
nisterio fiscal, resuelve acerca de la necesidad ó no 
necesidad de la expropiación. Si la resolución ejecu- 
toriada es en sentido afirmativo, el jue^ manda tazar 
la propiedad y aprobada la tíizacion, lo pone todo en 
noticia del Prefecto, quien á su vez lo comunica al Go- 
bierno. 

El inciso 8° de la ley de municipalidades^ de .9 do 
Abril de 1873, dá á los concejos provinciales Ja fae^l• 
tad do dictar las resoluciones que convenga sobre la 
expropiación de los terrenos que se necesita, para la 
comodidad de la via pública, con cargo de someter ta- 
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les ifv^íílncioues á la aprobación del Concejo Departa- 
mental. (Art. 94 L. deM.) Los concejos de distrito 
fieueu la misma atribución. (Art. 123 id.) Esta facul- 
tad debe de ser ejercida por los concejos, observan - 
{\o las limitaciones y las formalidades establecidas por 
las leyes; de manera que, en último resultado, olla so- 
lo siguiñca que los concejos deciden la exx)rop1acion y 
la efectúan, sin intervención del Gobierno, pero con 
arreglo al Código. 

81 violando las disposiciones legales se dispone de la 
propiedad privada, el dueño puede usar de la acción 
de despojo, ante la Corte Suprema, si se le ha inferido 
por orden del Gobierno, 6 si éste no impide el despojo 
cansado por sus subalternos, después de tener conoci- 
miento de él. (Art. 1525 C. de E.) Si el despojo pro- 
viene de las autoridades. políticas sabalternas, el inte- 
re8ado ocurrirá á la Corte Superior respectiva para 
que ésta lo proteja: 1.* incitando al Prefecto para que 
campla ó haga cumplir las disposiciones legales, sin 
que entre tanto pueda ocuparse la propiedad; 2.® dan- 
do cuenta al Gobierno, con los antecedentes respeoti- 
voSfSi fuese ineficaz la incitación al Prefecto. (Art. 
1636 id.) 

4t. Pririlegío.— Es tal, el derecho qne se concede al 
autor ó introductor de todo descubrimiento 6 inven- 
ción, en cualquier ramo de industria para explotarlo 
exclusivamente, durante cierto tiempo y bajo las con- 
diciones que seSala la ley. Este derecho debe constar 
del titulo ó patente que expida el Ck)bierno. [Art. 27 0., 
art. !.• ley 28 Enero 1869 j ^ 

Merecen privilegio: 

!.<» Los nuevos productos industríales; 

2.0 Los nnevos medios, ó la nueva aplicación de los 
ya conocidos para obtener un resultado ó un producto 
ipdustriai. fArt. 2.Md.l 

"So están comprendióos en los casos de privilegio: 

1.® Las composiciones farmacéuticas ó remedios de 
eaalqniera especie que sean; 

2.® Los planes ó combinaciones de crédito ó renta; 

3.* Los procedimientos que tengan por objeto esta- 
blecer los medios conocidos para mejorar tina indns* 
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tria, cuyo ejercicio es libre deutra ó fuerft de la ]ftepá* 
blica. En este caso, solo se admiten propaesta$« relati* 
vas á contratos permitidos por las leyes y se adjudioají 
en remate. [Art. 3.<> y 4.® id.] 

No se repata nuevo el descubrimiento, invenciou é 
aplicación, que en el t^erú ó el extrangero» y con aali- 
rioridad á la fecha del pedimento, hubiese tenido la 
publicación suficiente para ser ejecutado. (Art. 14 id.) 

La duración de los privilegios no podrá pasar de 
diez años, y los que los obtuviesen pagarán cien pesos 
cada año, al fondo de obras públicas de la provincia 
en que deban ejercerlos ó aplicarlos. (Art. 6.° id.) 

El privilegio se concede por el Gobierno en vista del 
expediente que se sigue ante la repectiva Prefectura, 
la cual oye al fiscal ó agente fiscal, al Concejo Munici- 
pal y á los demás funcionarios que sojuzgue conve* 
niente, como también á peritos si fuese preciso. El Go- 
bierno haráconceder 6 negar el privilegio, oídos el fis- 
cal de la Corte Suprema y las oficinas que creyere ne« 
cesarlo. (Art. 6.% 9.*» y 10 id.) 

La petición ante la Prefectura debe conteuer los da- 
tos y estar acompañada de los documentos que indica 
el artículo 7.^ de la ley de la materia. Si alguno de los 
peticionarios es extrangero, debe hacer renuncia ex- 
presa de toda intervención diplomática, para el caso 
en que se promueva cualquiera cuestión relativa al 
privilegio, y someterse absoluta y exclusivamente á 
las leyes y tribunales de la República. Sin este requi- 
sito no se dá curso al pedimento. (Art. 8 id.) 

Hecha la concesión del privilegio, se pasa al Minis- 
terio de Gobierno, para que por ese despacho se expi- 
da la respectiva patente. (Art. 1.** Dec. 26 de Febrero 
de 1869.) 

La prórroga de los privilegios, del mismo modo que 
RUS modificaciones ó alteraciones, solo puede conceder- 
se por resolución legislativa, si lo solicitan los intere- 
8ados, á mérito de fundadas razones, hechos compro- 
bados ó documentos fehacientes. (Art. 11 L. 28 Enero 
de 1169.) 

Es nula la patente: 

Si el descubrimiento, invención ó aplicación, no es- 
tá comprendido en los casos que merecen privilegio^ 6 
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di versa sobre priucipios, métodos, sistemas teóricos ó 
científicos, Cityas aplicaciones iudustriales'^no se hayaa 
iedioado; ó si resulta ser contrario al orden, á la segu- 
ridad publica ó á laí^ leyes, sin perjuicio, en este cííso^ 
^# las penas señaladas á la fabricación ó venta de obje" 
-fes prohibidos. Si al pedir la patente hubo fra^de, pá- 
Ta obteuer así otro objeto distinto de la verdadera in- 
vención, 6 si la ejecución del invento no es conforme 
á la descripción que se acompaíió al pedimento. Y si se 
ha obtenido contra cualquiera de las disposiciones de lá 
ley, ó si al otorgarse el privilegio se han concedido, 
además, subvenciones pecuniarias no consideradas eu 
el presupuesto de la Eepública, ó exceiwjiones contra- 
rias álafe leyes. 

También son nulas las autorizaciones que se refie^ 
ren á cambios, perfeccionamientos ó adiciones que no 
festón comprendidos en la patente principal.(Art, 3/ id.) 

El privilegiado pierde sus derechos: 

Si no paga la anualidad á que está obligado^ 

Si no explota su descubrimiento ó invención en el 
término de dos aSos, ó en el que se le señale en el pri- 
vilegio, á no ser que justifique la causa de la demora^ 

Si introduce objetos fabricados en país extrangero, 
semejantes á los privilegiados por la patente; excep- 
tuándose los modelos de máquinas, con tal que su in^ 
trodnccion sea autorizada por el Gobierno, previo su 
reconocimiento. (Art. 76 id.) 

Lá nulidad ó cesación del privilegio puede solicitar- 
se por todas las personas que con justo título sé con- 
sideren interesadas. Intervendrá en el asunto el Mi-^ 
nisterlo fiscal, y, eii caso de declarai^se nulo ó termina- 
do el privilegio, cualquiera que sea la causa, se dará 
por quien corresponda oportuno aviso al respectivo 
Ministerio. (Art. 17 id.) De los términos de esta ley, se 
dedttpe que la acción sobre nulidad Ó cesación de pri- 
vilegios debe controvertirse en juicio* 

Solo el privilegiado puede usar del privilegio en el 
tiempo de su duración; los demás necesitan para ello 
permiso, ó que se les trasmita por convenio ó por cual- 
quiera otro de los medios que designan las leyes. (Art< 
12.) Todo ataque contra los derechos de un privilegiado 
ya consista en fabrícadou d6productos,ya en el empleo^ 
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(íé piedioá dei^iguadoB eii la pateuíleV cbftsíitnye (^1 (lelt- 
'to (le falsificación, í}ué sera castigado segiia la^gi-ávé* 
dad de las circunstancias, coii multa á fa\*or del inte- 
resado,' y Cóiiñscácion de Ta iudustria falsiñcáda. («Art. 
18 iÜ.) 

47. Propiedad literaria.— Esta propiedad está ga- 
rantizada por la ley de 3i de Octubre de 1849, eu es- 
tos téumiuos: . . ... ' 

h(ié ^atores de todo género de escritos, cartas gep- 
gráflcaKS y gríí,b¿wlps, y los.cóinpositore^.tleinúsitía, go- 
zan por toda su vida el privilegio de vender y distri-> 
buir sns obraí^ eu tpdo el territorio de la Bepüblica, y 
de oetler su. derecho eu todo ó en parte. (Art: 1.°) Se- 
exceptúan de esta disposición, los libros y escritos que 
sean contrarios á. la '-eligion y buenas costumbres i y 
las pinturas 6 grabados que ofendan á la. moral pública; 
todos los cuales serán ^eiseguidos conforme á las leyes. 
(Art. 2.*) ... 

J40% herederos jr cesionarios goísan te pfíapiedad (}e 
la obra, hasta veinte aíios después de la muem del {ati*,. 
tor.. (Art. 3.*^) Los propietarios legítimos de mia.ob|*íi 
ppstqma, gozan del privilegio ih)v tv^uts^mQS.{kl%'é,'')(^ 

Para comprobar en todo tiempo la i>ropiedad.deiUiU 
li^ro,grab4ído,.eto., basta dei>o8itar un ejemplaren lá 
Bibiioteca pública, donde lá hubiere, y otro en el ar^ 
(íhívo de Ja Prefectura del departamehto en que sé 
efectúe la edición, si no hubiese oposición ó con tradic- 
cjpA 4^ Otro individuo, en cíiyo caso se estará, aj re- 
sultado del juicio. ÍSi el autor uo quiere publicar StU 
nombre, debe entregar en la Prefectura un pliego cer- 
rado y sellado que lo contenga, (Art. í>,^) 

Los que publiquen ó vendan cdiciojies coutrahechaK 
én; lá' República, iiicurrirán en una nuilta do doscioiitoa 
á' quinientos pesos á favor del ])ropictario, h quien 
ademas seriin entregados todcslos ejemplares. (Ait, (3.'*) 

Los que' introduzcan ó vendan ediciímes hedías en 
él extrangero, de obras cuya propíishid poitoue/ca ti' 
algún individuo de la 'Kepúblii;:i, perderán todos loa 
éJQpiplares que tuvieren á beneücio del i)iopietaiio. 

m-^-^y . . .. .. . 

Las traducciones ó versiones gozan de los mismos 
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privilegios, eon tal que el tradactor campla lo prevé*^ 
nido en cnanto al depósito de los ejemplares en la Bi- 
blioteca y en el arcliivo de la Prefectura. [Art. 8.*} 

Después de cunipínlos los términos señalados en es- 
ta ley, toda obra pasa al dominio del.públlco, y cnal- 
qniera ciadadano puede libremente imprimirla y ven* 
4erla. (Art. 9.<») 



|8* InpHestos. — Los impuestos ó contribuciones que 
se pagan al Estado, constituyen otra de las limitacio- 
nes del derecho de propiedad. La Constitución decla^ 
ra que: 

No pueden imponerse coirtribuciones sino en virtud 
de \in% ley, en proporción á las facultades del contri- 
buyenti^ y para el servicio público. (Art. 8.* 0.> 

En la ley del Presupuesto de 4 de Febrero cíe IdTd*^ 
así como en las anteriores, se declara que: 

^Noes obligatorio pagar otras contribucíoRes que la» 
establecidas por la ley.*' 

Las principales contribuciones existentes en I^Be- 
pública son: 

La de prfdios rústicos y urbanos, elevada al cineo^ 
por ciento anaal sobre la renta que producen, iH>r ki 
ley de 18 á% Mayo de 1879^ 

La de patentes elevada á la misma cuota por la ley 
citada; 

La contribución de) cinco por ciento sobre la renta 
del capital movible, creada por la misma le^^ 

La de escudas, creada por' la ley de 1.* de Febrero 
de 1876, de que ya hemos hablado; 

La de timbres, eon arreglo á la ley novísima de 1.* 
de Noviembre de 1879; 

La de minas, de qnince soles al semestre sobre ca(la 
cuadratura 6 perteneneia de mina en posesión 6 am- 
paro de cualquiera drmension que sea? y sobre las per- 
tenencias en ciiaderos de carbón 6 petróleo ó terreno» 
auriferos (ley de 12 de Enero de 1877); 

Las de derechos de aduana, papel sellado, sisa, mo^ 
jonazgo y otras; 

Los Concejos Departamentales y los Próvinoiale»' 
tienen la facultad de orear arbitros! 
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41». Exacta adniíiistneioB de las rentas y bieies pi- 

klieos.—Lii exactítad en el manejo de las rentas físca- 
leS) está ^amntizada por los siguientes preceptos cons- 
titucionales: 

La ley determina las entradas y los gastos de la Na- 
ción. De cualquiera cantidad exigida ó invertida con- 
tra el tenor expreso de ella, será responsable el que 
ordene la exacción ó el gasto indebido^ también lo se- 
rá el ejecutor sí no prueba su inculpabilidad, (Art. 
9.' C.) 

La ley á que se refiete el artículo 9** de la Constitución , 
es la del presupuesto general de la Bepública, que de- 
be ser expedida por cada Legislatura para el bienio. 
Dicba ley, ademas de determinar detalladamente los 
ingresos y egresos fiscales, en cada ramo déla admi- 
nistración, contiene disposiciones que tienden á garan- 
tizar la pureza en el manejo de las rentas, y á impedir 
que se grave á la Nación con obligaciones indebida- 
mente contraidas. 

M. lenta de kien^s 4 rentas naeienales. -El artícu- 
lo 7 de la Constitución dis^pone, que los bienes de pro- 
piedad nacional, solo podrá»! enagcnarse en los casos y 
en la forma que disi)onga la ley, y para los objetos 

300 ella determina. Los artículos 1518 y «guiente9 
el Código civil, determinan las formalidades con que 
se procede en la venta de bienes nacionales. Según 
ellos, la venta ó adjudicación debe hacerse en remata 
so x>ena de nulidad, precediendo á la subasta el ava- 
lúo por i>er i tos nombrados por la junta de almoneda^ 
ó uno por esta y otro por el interesado ai lo hubiere, 
el examen y aprobación del avalúo por ^esa joiita^ la 
retasación si fuere desaprobado el avalúo anterior y la 
convocatoria á i*emate por medio de carteles ó de los 
periódicos. (Arts. 1613 y 1514 C. C.) 

La venta se hace en pública subasta y á favor del 
que resulte mejor postor. Cioncluido el remate, se dá 
cuenta al Supremo Gobierno para su aprobación, y ex* 
pedida ésta, se entrega la cosa al comprador, prece- 
diendo la oblación del prepio si la venta es al contado, 
ó el otorgamiento de fianza, ai es i plazos. (Arts. 1616, 
1516, 1517 id.) 
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^|steíi*íegálménto iui'peOida^ <](V.pr(\star fianzas. Es i\v^ 
Ja la flájiza eii <íuamo exceda de dos inil pesos^ y ípf^ 
ipadores responden de la quiebra del coinprador 4 J'^or- 
rafca de If^ cantidad que afianzaron. (Arts. 1518, Í519, 
1020 id.) ■ - 

^e rescinde la venta de bienes ó rentas nacionales, si 
dentro de lo? primeros quince dias después de aprob^..- 
do el remate^ ofrece alguno la puja de la cuarta parte 
sobre el precio en qne se hizo la venta, ó si dentro ¿e 
los treintíi djas ofrece la tercera parte ú otra mayor., 
'Estas j)i\i*as sirven de base para abrir de nuevo el re- 
maté, ei^'que tendrá pireferencia, por el tai^ito, el licita^ 
dor antenor. [Art. 1521 id.j ,. 

5!i ItlalTersacion ¿e caudales públicas.— El Código 
Penal castiga con Jas penas de suspensión y multa: 

Al empleado público que, tenieudo á su cargo cau- 
dales ó eTectos de la ííacion, les dá una aplicación pú-. 
blica distinta de la señalada por las leyes; 

Al empleado queliaceuso i)ara sí ó para otro, de los 
tsauu^les qué custodia ó fedministm, con Ikl quelof; 
reintegre ^pontáneamente, antes ó después d^ hal>ér 
causado <faño 6 entorpecimiento en el servicio público. 
(Art. )94yl«5C.P.> 

' Castiga el inismo Código cotí inhabilitación abííolti- 
tft eíi terfeer grado (nueve aííos) y reclusión en priniei;^ 
gradó (itírítíio), al empleado qué sustrae ó cbrisieirte 
ijne ótr^' sitstraiira los bienes, caudales ó valores pú- 
Wieois oonfiad^a^. ^ su administración ó custodií^, si lá; 
^J^accion ñiííisé menor de quinientos pesos; aumeii- 
¿áíidósó un término por c^da quinientos mas hasta el 
^iij«ÍK!> giiado.^fArt. 196 id.) 

- EiftaUneute, m impone tres anos de reclusión, al em- 
pléalo publicó que en los contratos en que interv^ñgíi 
por razón de su carga ó t>or comisión especial, Áefifatt- 
dire al íístüdo 'cóncertándoéie con los interesados, en. 
^98 <50ur6ni<)&, ajustes, íiqiiidacioiieí5, ó sliministrois^. 
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62. Libertad de! trabají^-rEl artículo 23 d© la Cpus- 
tncion declara que: 

Puede ejercerse llbremeiite todo oficio, industrial 6 
profe«ioii, que no seoi>oii^a á la niOral, á la saliid| laí 
.4 la f$e,£»*ur1dad pública. ' 

Las i^auifestaciones de ef^ta importante garantíí|» i|pri 
lafe qué se refieren alejercicío del comercio, de lá a^« 
cultura, de la minería, y de las dems industrias y 
oficios. 

$3 (laienfis fiaed^ ^reer el eoiiieFeio.-*^Bl Códíf a 

t\e Comercio di}!?})óne lo siguiente: 

El ejer<?ÍQÍQ del comercio es independiente de la (»M- 
díid de ciudadano (Art. 2 C, de C); los extrangeros go^ 
zan del beneficio de las leyes mercantiles, y están su- 
jetos a 9II.S restricciones, á la p^ con loa pamiaiibs, 
(Art. 3.° id') No so r(íputan comerciantes pasa ei^^e- 
to de gozar de les beneficios y prerrogativas' qué -se 
conceden á ^s.tos en razou de su profesión: 

1." Los que $oIo Uagan otccidentalinente algrnia ope- 
racioin de oomerció.; t • .f ;. 

2."" Los que omitan inscribirse en la inatríqnla de lé^ 
QQiqeíciapfe^. (Art?. 4.^) 

Decjaira. tambieii que tiemn capacidad paraejerceiv 
^\ Qo^ierciQ) t^los k>s qjm iatisneíB paracoiili^taBfav*^ 



foiíne á las ley<^ oomimes (Art. 6.^; qne los menores 
(le veiutiun aiios pueden ejercer el comercio siempre 
que bayau sido emancipados y tengan i>ecnlio propio, 
(Art. 7.** id.), no gozando entonces del beneficio de res- 
titución; y que la mujer casada puede ejercerlo con au- 
torización del marido, ó sin ella, estando separada le^ 
galmente de su cohabitación. (Art. 8.**) 

Los impedidos para ejercer el comercio por iucom* 
])atibilidad de estado, son: 

1.^ Las corporaciones eelesiásticas; 
. 2.® Los clérigos, aunque no tengan mas que la ton- 
sura, mientras visten el traje clerical y gogeu de fuero 
eelesiástíco; 

3.* Los magistrados civiles y jueces en el territorio 
donde ejercen su autoridad ó jurisdicción; 
' 4.' Los empleados eu la admiuistraoíoH y recliuda- 
dación de rentas nacionales^ eu los pueblos á donde se 
extieude^el eiercicio de sus fnncioues. 

Por tacha legal, no pueden ser comerciantes: 

l.^ Los que hayan sido condenados i. pena aflictiva 
ó infamante por sentencia ejecutoriada; 

2.'' Los quebrados que no hayan obtenido rehabilita* 
cien; 

3.* Los insolventes declarados conforme al Código 
de Eivjuicíamieuto en materia civil. 

51. Fnero coBMreiaié — Los comerciantes gozan de 
fuero especial, es decir, que los litigios provenientes 
de operaciones de comercio, se juzgan y resuelven con 
arreglo al Código de la materia, y por los jueces del 
rmno^ 

SS. Coverelo tateiier.— Bespecto de la libertad de 
esta especie de comercio, debemos recordar las siguieu^ 
tes dieposiciones del Reglamento de Comercio. 

El tráfico interior se hará libre, sin gravamen alguno 
y sin necesidad de guia^ á excepción de la pólvora ven- 
dida por el Estado en mas cantidad que una arroba. 
[Art. 154) 

Si se encontrasen en el litoral cargas de mercadería» 
extraagerast que se lleven por caminos extraviados, 
serán de^ntdas hasta que se priiel)e qué fueit>n des* 
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}>acliada6 legalmentepor la Adaanaf y si esto no sé jns^ 
tiácase, caerán en comiso dichas mercaderías y las bes* 
tías que las conduzcan. (Árt. 155 id.) 

Ciertos productos nacionales, que se conducen de 
Unos puntos á otros de la Bepública, deben ir acompa- 
ñados de guia ¿fin de evitar que se introduzcan coma 
del país, artículos extrangeros. La guia es el certifican- 
do expedido por el Subprefecto de la provincia ó el Go- 
bernadordel distrito de donde procede el artículo, de que 
es realmente producto nacional. Los artículos que de- 
ben llevarla, bajo la pena de pagar derechos como si 
fueran mercaderías extrangeras, son: los sombreros, el 
tabaco, el trigo y la harina. (Art. 157 id., Besp. Sup, 
de 10 de Marzo de 1865.) 

56. Exportación. — En cuanto i la exportación, el ar- 
tículo 117 del reglamento dispone que **pueden expor- 
tarse libremente en buques de cualquiera nación, to- 
das las producciones naturales ó industriales de la 'Be-' 
pública, incluso él oro y la plata en pasta ó amoneda* 
dos.*' Sin embargo, respecto del oro j la plata, se ha 
expedido resoluciones supremas restringiendo y aún 
prohibiendo absolutamente su extracción. 



S7. Inpiiesto^ Bunicipates.— Los concejos mnnieipa* 
les tienen la facultad, de gravar con impuestos él trák 
fleo interior, con las siguientes restricciones: 

Ño pueden cobrar derechos de tránsito á las metca- 
derías que se consumen en la Bepública; 

Les es igualmente prohibido imponer grávam^en á 
mercaderSas sujetas di pago de derechos fiscales. (Art. 
S^L.deM.)^ 

Tampoco pueden los concejos provinciales é parro- 
quiales, imponer én su respectivo territorio derechoi^ 
de tránsito ni de extracción, á los productos que se 
consumen en otro. (Art. 104 L. de M.) 

Entre las pensiones municipales á qn« están sujeto», 
algunos artículos se cuentan el mojonazgo y la sisa. 
tX primero es el impuesto sobre los vinos, licores y de- 
más bebidas fermentadas, la coca y el tabaoor en ram». 
ó labrado^ La sisa grava sobre, toda especie de ganada 



y üfitnes «mertas, qmae iuí^oducén para el cdiíítittid. 
(Alt; 117 id.) , 

5!^: Comercio exterior.— Eu ios puertos mayores (íe 
la República, se admiten los buques extraugeios ami- 
gos y neutrales, que coucurrau a ellos á Iiacer eicci , 
mercio,,cou la ealidad de sujetarse sus capitanes álá^ 
estricta observancia del\Reglaiüento do comeiício. (Ái-t. 
l.«Eeí?;deCóni.) ^ 

Áííeinas de esta disposición, el' J^eí?lamento de qo- 
nieicio contiene las siguientes, relativas á ios piiertu¿ 
en dbütle puede hacerse el comercio; 

En todo puerto mayor es permitido jí los buqu(?s^á) 
Cionalesy extrangeros reembarcar y trasborilár, con 
destino á otro mayor y para el extrangero, mercade- 
wa» efetítaéf á der^hos. (Aítí 9 y 14idi) 

Loa* buques de todas níiciones pueden it con carga 
qoe nú adeude derechos; ó cóu productos nacionales; 
de los puertos mayores á los menoreá y dd uuo ¿í dtrd' 
imertoineiior. (Art. 11 id.) 

Lo» buques extrailgei^ pueden if a tbdáá lay cafói 
ta¿ habilitadas, áícafgai* producciones náfeioíadllés; pé^ 
ro, para esto, lian de saHí* de los puertos mayores d 
menores, en lastre ó con frutos del país (Art. 21 id.) 

Solo los buques nacioliales pueden condncir merca- 
d^ü^queuo adeuden deredbos y frutos del país, (fe 
délosííptujTtos mayores ó menores á las caletas habili- 
tadas, ó de ÜBaáotpacaleta,-ma8 en caso de n'ecesidaíd^ 
y á taita de buques uaciotiales, podrá perthitirse'qlié 
los buques extramgéros lleTeíi eáais mercaderías libí-es*. 
rv^algonai'^d algunas caletas. En- tales casos, los admi- 
nistradores de las' aduanas principales darán los péH' 
Inisos, expresando él nombre de l^s caletas. (AH. X^.V" 

Sol© con licenoiade la adufíiía del puerto niaybr, de 
donde liubiese» salido las^* embá;rcacion^s; les' es pet-* 
íMtiéiKíZítrjiar de puertos menores ó cafetas para el e±í^ 
trangero. (Art. 18.) La ley de 9'de Mayo de 1879, peK^ 
mitB á k)8 bnques^exti-átigiii^os liastít nueva dísiió^ieibii 
tlel Ooíi^edO, hacer ei (íoideréfo de cíibotaje con tó^ 
tés^eQtivas licencias ide las aduanas eii la* &Uiáá foríiííí 
estabiecida para los^^btfques pel'uauos. 

La-dpscárgiade Jas iííercadeiías,su depósito efarlas*' 



bananas y el dospaclio de ellas para el coiisumó iiite- 
vior, su reembarco y trasbordo se verificau coii forme á 
lo i>rescrito en el J^eglamento de comercio. El objeto 
de las disposiciones de ese Eeglamento, es asegurar el 
pago de los derechos á que están afectas las niel'cade* 
rías, derechos fijados en los respectivos aranceles. El 
mismo Beglamento determina los artículos qué son do 
libre introducción y aquellos ctiy a importación es pro- 
hibida (annaínonto do í;neVni.) 

^. Agricwlíunft.-Esia impnVtílnte índiistria Ho es- 
tá sujeta á leyes especiales, y si algunas se han dicta- 
do resi)ecto á ella, ha sido con el objeto de fomentar 
su desarrollo, al que en gran manera está ligado el 
porvenir de la Nación. Con tal intento, se han dictado 
muchas leyes sobre inmigración, vías férreas de las que 
algunas se han terminado y otras están (ejecutándose, 
caminos, navegación, inigaciou et<5. Entre otras pode- 
mos citar la de 2á de Enero de 1871 que autoriza al Eje- 
cutivo para invertir dos millones de libras esterlinas, 
en la irrigación de la costa de la República, en los puii'. 
tos que sea practicable, la de 28 de Abril de 1873 lo 
autoriza igualmente; !.• para invertir cien mil soles 
al aüo en el fomento de la inmigración europea, sobre 
las ba^es que sean mas adecuadas á cada nación y á 
cadu'gónero de industria; 2.« para distribuir á los ui- 
migrantes terrenos irrigados de propiedad fiscal; 8** pa- 
ra irrigar los terrenos que no lo estén^ empleando con 
este objeto los fondos designailos por la ley de 24 de 
Enero de 1871. 

La ley de 4 de Febrero de 1869, sobre créditos hipo- 
tecarios, ha contribuido también al incremento que va 
tomándola agricultura. 

60. Minería.— La industria tnitiera no goía de la 
amplia libertad concedida á las demás industrias. Las 
restricciones á que está sujeta se refieren, tantéala 
adquisición de las minas, como á los procedimientos 
que se emplean en su esplotacion: uno y otro punto 
son obgeto de las *'Ordenanz^s" y de la ley de 12 dis 
Euerodc 1877.' 

o 
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El Estado, propietario de las niiuas las adjudica á \o» 
descubridores ó denuuciautes, bajo la precisa condición 
del pago puntual y continuo de la contribución de mi- 
nas, y de 8U inscripción en el padfbn general. (Arts. 
6f 16) 19, ley de 12 de Enero de 1877.) 

XjOs extrangeros pueden adquirir y trabajar minas 
en todo el territorio de la República, gozando de todos 
los derechos y quedando sujetos á todas las obligacio- 
nes de los nacionales; pero no pueden desempeñar las 
funciones judiciales en el ramo de minas. (Art. 22 id.) 

Las piedras de construcción, las arenas, cales, arci- 
llas, pizarras y demás sustancias de esta clase, no es^ 
tan. sujetas á las leyes sobre minas^ pertenecen al pro^ 
pietario del terreno. 

El salitre no está comprendido en la ley de 12 de 
Enero de 1877. 

tt. Fnero de Minería. — Las contestíiciones entre mi^ 
ñeros, sobre objetos de minería, son juzgadas por los 
jueces del ramoneen arreglo á las Ordenanzas. La sns' 
tanciacion de e«A» contestaciones debe ser breve y su- 
maria, sin dar lugar á dilaciones, sin tener en conside- 
ración lo» defectos de actuación [se cutiendo los que 
Mo s«an de ^enciaí efí el jtiioiój, pues en cualquier es- 
tatlo que se «epala^r^erdád', se lia de]wder determinar 
y fallar la«caitt»». (Art. 6.*^ Tit. 8i*^ Ord.) 



68; 0trai1lldli9trta9¿— Todas laB demás industrias ú 
oficios go2an de amplia libertad. No hay trabas de nin- 
gún género para dedicarse á cualquiera especie de tra- 
bajo, ni el empleo de la actividad individual tiene otras 
limitaeiones que las que legítimamente imponen las 
leyes, en guarda de la seguridad y saltilmdad públicas. 
Los reglamentos administrativos generales y locales^ 
son los llamados á dictar las reglas que deben obser- 
varse en guarda de aquellos intereses^ pero cuidando 
de no iuvadir, á pretexto de la utilidad pública, la es- 
fera de acción propia do la libertad del trabajo. En 
conformidad con estos principios, se Ixa declarado que 
el gobierno no puede fijar el precio de ninguna espe- 
cie de productos. (Dec. (le 22 de Nov. ilo 1869, 
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63* Abusos de la libertad de industria.— El Código 
Penal determina y castiga los hechos que atentaii con- 
tra la seguridad y la snhibi ida<l públicas, como la ela- 
boracioa y expendio de siistjuicias nocivas y peligro- 
sas, la Tentade medicaníentos (l<*teriorados, las intrae- 
ciones de las reglas de seguridad y de los reglamen- 
tos sanitarios, las estafas eu la cantidad ó calidad de 
Jos artículos de expendio, etc, etc. 
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CAPITULO VI ir 



•4. Asociación. — 66 Derecho de pbtic'on.— 60 Secreto de la» 
cftrtaeu — 67 ÍIl honor y la vida. — 68 Pena de muerte. 



64. lS0€Íaei«l.--Todo.s loa ciudadanos tienen el de- 
recho de asociarle iwicíficamente, sea en público ó en 
privado/ftin oom prometer el orden público. (Art. 29 (3.) 

Esta disposición constitncional garantiza el dorcítho 
de asociación on su major amplitud. Existe, scí^un 
ella, la facultad deformar sociedades de todo orden, 
ya se propongan un fin político, literario, artístico, fi- 
lantrópico, üGiaercial, etc., sin que para su estableci- 
miento se necesite aotoiizacion ó licencia, ni ningún 
otro requisito. Las sociedades no tienen, resi)ecto de 
sns actos^ otras restricciones que h\s que reprimen el 
abn»o de la libertad individual^ cu guanla de la mora- 
lidad pública y <lel derecUo ageno. 

Ei> cuanto á la» nniniones transitorias, en lugar pri - 
yado, tampoco están sujetas á ninguna me<Uda preven- 
tiva; x)ero ia» que se verifican en lo<;ales abiertos para el 
público, co)UQ teatros, cafés, casinos, etc., necesitan li- 
cencia (le la autoridad municipal, y los agentes de la 
policía de seguridad, pueden asistir á ellas para impedir 
rt desorden. Las reuniones en las plazas, alamedas, etc., 
no necesitan autorización, pero no pueden infringir los 
reglamentos de policía. 

El deieclio dc^ociacion tiene, sin embargo, la limi- 
tación quenaceewaitícnlo4."de la Carta, que ♦'no per- 
mite el ejercicio p^lico de ninguna otra religión que 
no sea la Católica nRu'iana," El culto de las demás' re-. 
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li-io|í^s pi.od^, segau Qsto, ejercerse en lugares pr]* 
vados. 

65. Derecho de petición.— El derecho de petición 
puede ejercerse individual ó colectivamente. (Art.30 C ) 

El derecbo de petición es una de las mas importa li- 
tes garantías (ionstitncionales, porque en virtud de su 
ejercicio, es que se alcanza de las antoridad(\s el reco- 
nocimiento de todo derecho, la concesión de gracias, y 
aún el empleo de las medidas oportunas para la satis- 
facción de necesidades generales, que tal vez no son co- 
nocidas de la administración. Persuadido de esta im- 
portancia, el Congreso Constituyente de 1856, recono- 
ció en toda su amplitud el derecho de petición, supri- 
miendo las restricciones (i (pie estaba sujeto su ejerci- 
cio i>or la Ooustitutíion del ano 89. Con la misma lati- 
tud está declarado ou la Constitución vigente. 

**Todo ciudadano, decia el artículo 171 de la Carla 
del año 39, tiene el derecho de presentar peticiones al 
Congreso ó al poder Ejecutivo, con tal que sean suscri- 
tas individualmente. Solo á los cuerpos legalmente 
constituidos, es ^Hírmitido presentar. peticiones firma* 
das colectivamente para objetos que estén en sus atri- 
buciones.'' ' - 

La ])rohibicion de presentar peticiones on nombre 
colectivo, nació sin dmla del temor de que el ejercicio 
de ese derecho degenerase fácilmente en medio de rebe- 
lión ó de pretensiones subversivas^ pero la posibilidad 
del abuso, no es razón suficiente para restringir ó des.- 
conocer derechos, que encuentran su inamovible fun- 
damento en el sistema de gobierno popular adoptado. 



66. Seereto de las cartas.-— La Constitución garan-, 
tiza el secreto de las cartas en estos términos: *'El se- 
creto de las cartas es íTiviolable: no producen efecto le- 
gal las que fueren sustraidas.'' (Art. 22 C.) El Código 
Penal castiga con un ano de reclusión al empleado pú- 
blico qne abusa de su cargo paraiuterceptar, sustraer, 
inspeccionar ó publicar cartas ó documentos particu- 
lares (Art. 191 O. P.), y con tres meses de arresto y 
UiuUa de diez (t cien pesos, al particular que se axiode- 



re de piipole > 6 curtas de otro, ó revele lo>i aecrctoá que 
coutengan. (\jt. 323 id.) Jjos et'ecfco.s ie¿>alds de la» 
cartas, su valor en juicio, estáu deteruiiuados por los 
Códigos. 

67. El honor y la Vida.— La ley in'oteje el honor, y la * 
vida contra toda injusta- agresión; y no pued» impo- 
ner la pena de muerte sino por el crimen de homicidio 
calificólo. (Art. IG C.) 

De conformidad con este artículo, la ley penal con- 
signa y castiga con penas mas q meiips graves, los be- 
clios atentatorios de la honra, ó sean las injurias y ca- 
lumnias bajo todas sus formas. No existe en la misma 
ley, ninguna de aquellas i)enas que los cóiligos anti- 
guos consignaban, y cuyo objeto principal y directo era 
infamar al condenado, como lo marca, los azotes, la ar- 
golla, et(5. Verdad es que toda pena truc consigo la 
deshonra del culpable, pero es efecto, mas que del cas- 
tigo, del hecho criminal que se reprime. 

Hay vicios ó hechos que revelan tal falta de morali- 
dad en los individuos, que los que iíicitisen en ellos 
pierden la estimación pública y quedan infamados de 
hecho. Las leyes los escluyen de los cargos públicos y 
los privan del. ejercicio de la ciudadanía y aún del gocé 
de ciertos derechos civiles.— Así: 

El sometimiento d juicio de quiebra, ó á juicio crimi- 
nal con mandamiento de prisión; la vagancia, el juego, 
la eiui>ríaguez y el divorcio por propia culpa, soi^ cau- 
sas de suspensión de la ciudadnnía; 

La quiebra fraudelentiv y el tráfico de esclavos, mo- 
tivan la pérdida de ese derecho; 

Están incapacitados para ser jueces, el jugador de 
profesión, el pródigo declarado, el ebrio habitual, el 
disoluto escandaloso y el sometido á juico criminal con 
'Inandamiento de p'rision; 

No pueden ser testigos en juicio: el deudor alzado, 
el abandonado á los vicios, el ebrio habitual, el rufián, 
el tahúr, el sometido ajuicio criminal con mandamien- 
to de prisión, el perjuro ó sobornado, el vago y la me- 
retriz. 

68. Pena de muerte.— Antes de la promulgación d ' 



la Cons^titncion do 18 56, podía cn5;ti:inrR0 eon la pona 
do iiuiei te uuicliüd delitoíí, en confüríaidad cou las le- 
yes eíspin\olas quo rogiaii entre nosotros. Este rigor^ 
sin embargo, estaba aieauada con la. facirttad que 
nuestras leyes coiieedian al Presidente de la Bepúbli- 
ca, para conmutar la pena capital, liuultad queso 
ejercía con íVoeneucia. 

La Gonstitncion de 1856 aUo'ió por completo la pena 
de muerte, pero en la reforma de 1860, s(», restableció, 
en los términos que ya liemos indicíulo. 

Por ley de H de Mayo de lb6), se señalaron quince 
casos en que el homicidio era ealirtcado, y se deroga- 
ron las leyes que conferiáu al Poder Ejecutivo la facul- 
tad (le conmutar la pena capital. 

El Código Penal derogó la ley de 1 1 de Mayo de 1861 , 
y señaló los casos en que debia aplicnrso la pena que 
nos ocupa. Estos casos son los siguientes: 

1.0 La muerte dada á sabiendas al x>adre o á la ma- 
dre, (Art. 231 C. P.) 

2.° La que se comete mediando cualquiera de estas 
circunstancias: 

Po^' precio recibido ó recompensa prometida; 

A traición ó sobre seguro; 

Empleando incendio ó veneno; , 

Atacando el" domicilio cou el íin de robar, ó en des- 
poblado ó en camino público con el mismo objeto; 

Aumentando deliberadamente y con cníeldad el pa- 
decimiento de la víctima, ó por medio de emparedamien- 
to, flagelación ri otro toruíento. (Art. 232 iíl.) 

La [)ena de muerte se ejecuta í'usilando al dellucuen- 
to. (Art. 68 id.) 
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CAPITULO I 



feo Peruanos. — 70 Comp se verifica la naturalización. — 71 Ciu- 
dadanía — 72 Derechos y obligaciones de los peruanos: obten- 
cioü de empleos. — 73 Extrangeros. — 74 Derechos y obliga- 
ciones de los extrangeros. — 75 Expulsión y extradición. 

69. Peruanos.-— Los peruanos lo son, pot naciuiieu- 
to é por naturalización. 

Son peruanos por nacimiento los nacidos en el Pera 
y los hijos de padre peruano ó inadre peruana^ naci- 
dos en el extrangero, y cuyos nombres hayan sido ins- 
critos en el registro cívico, por voluntad de sus padres 
durante su minoría, ó por la suya propia cuando hu- 
biesen llegado á la mayor edad. Se consideran con la 
misma calidad, á los naturai(\s de la América española^ 
y á los españoles que se hallaban en el Perú^cüando 
se proclamó y juró la in^leopínlcncia, y que han conti- 
nuado residiendo en él posteriormente.(Arts. 38 y 34 0.) 

Peruanos por iiíituralizacion son los extrangeros ma- 
yores dé 21 años re.^identrs en el Perú, que ejercen al- 
gún oficio, industria ó proíesion, y se incriben en el re- 
gistio éívico en la forma detenninada por la ley. (Art. 
bú O.) 

10 
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La f itrangerñ casadíi con ])eraaiio, es pcnr.uül íia»- 
tíi la nuicrt<3 del msirifdD, recobrando entonces 8ñ calw 
dad de extrangera^ y la i>eraami pierde hi calidad do 
tal durante la vida de su marido extíangcío. (Art# 
41 C. O.) 

Los iudividaos qne en 1860, época de lapromnlga- 
gacion de la Carta, estaban en posesión de la calidad 
do peruano por nacimiento ó por naturalización, han 
continuado en el goce de lo» derechos que nacen de 
tal calidad. (Art. 135 G.) 

70. C«vo S6 Tériflea la naifaralixactonr-Fara adquí^ 
rir la calidad ée peruano por naturalización, debe 
comprobar el extranigero ante el iJmCfio írovincialv 
qne ha adquirido el derecho de vecindad y qne ejerce 
nna profesión ó industria, atiene ocupación lícita. La 
vecindad ó domicilio se adquiere por les medios esta- 
blecidos en el Código Citfl^ La profesio» se prueba 
con la patente ó de otro modo. BI Alcalde del Concejo^ 
para resolver la petición, debe oir á los Síndicos y á la 
autoridad política, y no habiendo inconveniente, se ha- 
ce la ]nseTrpcfon> en rm registro espcicial, firmando ef 
interesado, h qnieñ se dá nna constancia suscrita por 
eí Alcalde y los Síndiewstv Esta eertí#eacion sirve at 
extrangero de cai-ta de ciudadanía. (Art. 44 C. C,, art. 
19 L. de R. O., 27, 28, 29, Beg. de Bv C.) 

71. Ciudadanía —Son ciudadanos en ejerciciOr lo» 
peruanos mayores de veintiún años y los casados, atin« 
(i.«e no hayan llegado á esta eá9^(B90.} 

Se suspende el ejercicio de la ciudadanía: 

!.• Por incapacidad conforme á. la ley; 

2.<> Por hallarse sometido ajuicia de qiüebra; 

8.^ 1^01^ fiallarse procesado criminalmeiite y con man* 
damíento de prisión; 

4.* Pot ser notoriamente vago, jngado]^, ébriOi 6 es^ 
tar divorciado por culpa suya. (Art. 40 O.) 

Se pierde la ciudadanía: 

!.• Por sentencia judicial que así lo disponga: 

2.* Por quiebra fraudulenta judicialmente declarada^ 

3.* Por obtener ó ejercer la ciudadaniív en otro es^ 
tádOj 
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4,* Por ^eiptar dd un gobierno oxtraiigdroeuAlqaier 
«uípleo, título ó condeooracion, süi permiso <lel Con- 

5.* Por prcfcBiou monástica, pudieudo volverá ad- 
jQuirirse mediante la exclaustmeíou; 

6.'' Por el tráfico de et^clavus, cualquiera que sea ei 
lugar doude so kaga. /"Art. 41 C.) 

72 Derechos y obligacioiies de los peruanos: oUon- 
Sion de empleos. — Todos los peruanos gozan de los de- 
rechos civiles, á no s( r que se bailen en algún caso de 
pix>hibiciou expresa de la \ey. Lo» derechos civiles son 
independientes de la calidati de ciudadano, (en ejercí- 
cioj y por consiguiente la 8UM))ensioii 6 pérdida de esa 
calidad, no trae consigo hi de los derechos civiles. El 
<yercicio de estos, solo se suspende ó se pierde por con- 
denación á penas que, i>or la ley, produzcan tales efec- 
tos- [Arts. 81, 32, 42 O. C.J 

Los derechos p&blicos, que han sido el objeto de la 
segunda parte de nuestro curso, están declarados en el 
Tít. IV de la Constitución con el nombre de Garantías 
Individuales. 

Los derechos políticos, como 3'a lo hemos indiciado, 
son ios que corresponden á los miembros del Estado, 
que reúnen las condicione» de capacidad fijadas por la 
ley, para tomar parte en su organización y movimien^ 
to. Estos derechos, á diferencia de los civiles, no tie- 
uen por objeto el interés privado 6 personal del indi- 
viduo, sino el bien general, al que todos tienen el de- 
ber y el derecho de contriííuir. 

^uesti-a Constitución, en el Título relativo á la ciu- 
dadanía, considera los dos derechos políticos mas im- 
portantes: el derecho de suñ-agfo y el que correspon- 
de á todo ciudadano para obtener cualquier cargo pú- 
blico. Vamos á ocuparnos de este ultimo. 

Todo ciudadano puede obtener cualquier cargo pú- 
blico, con tal que reúna las calidades exigidas por la 
ley. [Art. 39 O.J Esta disposición constitucional, no dá 
á cada ciudadano en particular, el derecho de exigir 
que se le confiera un cargo: su objeto es consagrar el 
)»rincipio fundamental de la igualdad política. &^gaj^ 
^elbj los empleos no pertenecen á una clase privilefiada 
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«le oimladan^s: la capacidad y la moralidad son el úni- 
co títnlo para obtenerlos. Al pueblo que elige, ó á la 
autorixlad que nombra, i)or delegación del itueb^o, cor- 
responde apreciar su idoneidad. De cnerdo coii este 
principio, declara la misma carta que "«n la Kepública 
no se reconocen empleos ni privilegios here<litarios." 
(art, 6), y que **son nulos los actos de los que usurpan 
funciones públicas, y los empleos conferidos sin los re- 
quisitos designados por la Constitución y las ley es.'^ 
(Art. 10.) 

El artículo 89 no excluye de una manera absoluta do 
los cargos públicos á los que no son ciudadanos. Las 
leyes relativas á cada empleo, casi siempre exigen ex- 
presamente esa calidad en los casos en que se lia creí- 
do necesaria. Deberá, pues, atenderse á ellas, y en su 
defecto á la uaturaleaia del empleo i>ara reputar ex- 
cluido de él, al que no es ciudadano. Todos aquellos 
que dan participación principal y directa en la marcha 
' del Estado, como los que confieren mando |>olítico, re- 
quieren la ciudadanía en el llamado á desempeñarlos, 
aún cuandd la ley no lo diga. No son de este núniero, 
los empleos municipales, para los que solo se nece- 
»ita tener dos años de residencia en el departamento, 
provincia ó distrito á q^^ el Concejo corresponde (art. 
rlOL. deM.)j el profesorado que, aunque declarada 
carrera pública, puede ser ejercido por extrangcros; 
. a^u^llos empleos en que se prestan servicios profesio- 
nales en algún ramo déla admiuistl^itóíóíí, y algunos 
otros. 

Para ciertos cargos importantes, se exige, como una 
mas eficaz garantía de interés patrio, la calidad de pe- 
ruano jwjr nacimiento. Tal sucede con los de Diputa- 
do, 9ena<lor, Presidente y Vicepresidente, Vocal, Fis- 
c|il, Juez de 1.» instancia y Agente fiscal. 

No todos los funcionarios públicos son elegidos por 
el paeblo. El princiino de la soberanía, en virtud del 
cual todo poder debe emanar del anieblo, tiene debida y 
suficiente aplicación cuando los mas altos funcionarios 
en quienes realmente, se deposita el poder, son desig- 
nados por el voto público. Tal necesidad no existe res- 
AMeto 4e los que eiercen una autoridad subordinada (i 
ía áe los primeros, á quienes es racional y conveniente 
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4ejar la facultad do buscar sns íuixiliaiTS, de outu' los 
qiiü mas confianza les inspiren. 

?ou electivi^s los cnrg:os do Diputado y Senadoi-, 
Presidente y Vicc-píOí^íi!ont<v"< y niiembros de los Con- 
cejos municipales. Todos los denms empleos son e(»n- 
feridos por el Presidente de la República, con las si- 
guientes excepciones: 1.° lus Vocales y Fiscales del 
Tribunal de Responsabilidad, qne son elegidos ])or el 
Congreso^ 2.° los Vocales y Fiscales de la Corle, Bnpre- 
ina, que también son elegidos por el Congreso, á pro- 
puesta del Ejecntivoj 3.° las altas graduaciones del 
ejército y la armada que se confieren en la misma í'or- 
íJia; 4,** los empleados de las Cámaras. legislativas, quo 
Jos nombran ellas mismas; 5.° algunos empleados muy 
subalternos, que son nombrados por las autoridades ó 
funcionarios de quienes dependen, con cargo, en algu- 
nos casos, de obtener la aprobación del Crobierno. 

Los ciudadanos están obligados á desempeñar los 
carg-os que se les confieran, y esta obligación ha sido 
especialmente im])uesta lespecto <le los empleos quo 
lio tienen reüibuciou pecuiiiaria, y que se ejercen en 
beneficio coníun: tales cargos, llamados concejiles, son 
irrenunciables. Solo la incappcidad física por razón de 
enfermedad, ó de edad de mas de set,enta anos, es cau- 
sa suficiente de escusa, ó de renuncia. 

Sin embargo, están exceptuados de tal deber; l.<> los 
•clérigos (art. 85 O. 0.}; 2.o d casado, durante el .primer 
ano de su matrimonio, (art. 178 O. C); y 3.*^ los em- 
pleados en el trabajo de minas (Dec, 11 Abril do 1833.) 

No liay obligación deservir simultáneamente dos 
jcaigos concejiles': se puede renunciar el segundo para 
qiie se es nombrado. (Dec. 19 Octubre de I85d.) 
^ Al Derecho Administrativo toca, ocuparse do ioü de- 
rechos y goces que corresponden. á los empleados." 
^ Las obligaciones á que qstán sujetos los peruanos 
tienen por .base la siguiente disposición constitucional: 

Todo peruano está obligaílo á servir á la J^epublic^ 
con^su pc^j^sona.y sus bienes, del modo y en ía propo/- 
'cion que/señalen las leyes. (Art.. 3G.) . 

• 7$* Estraoferos.'^Los exnaugero« son tTariseuntes 
ó domiciliadas: los primeros son los quo se encuentran 
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transitoi'l^uieutc eu la Bepúbliea; los fteg:ait(loa, los (í)«í4 
Djaii en el país ^u hubitaciQíi perniaiieiite. 

El domicilio t^e couatituyo por la liabitaciou en uu 
iagarcon ánimo 4o permauecer en él; esta intención 
se prueba po^r aljjuiio ilo los modos siginentef?: 

1.*» Por declaración expresa del domiciliado ante la 
autovidad civil; 

2.* Por e\ trascurso de dos anos de voluntaria resi- 
dencia; 

3.® Por cualquier otro becjio ijue acredite haber fija- 
do su [)rincipal cí^tabl^ci miento, (Arts. 45 y 46 C C.) 

Í4OS efectOí^ del domicilio son; 1.*^ quedar sujetos á 
las cargas y pensiones municipales del lugar; 2.^ pagar 
los domiciliados eu él la^ contribuciones personales; 3.* 
Ifoder ser citado, donde quiera que el domiciliivdo se en- 
cuentre, ante los Tribunales de Ui llepública, para el 
cnmplindeuto t^e los contratos qu«» hubiese celebradO| 
aún en país extrangero, |obre materias que las leyes 
del Perú permiten contratar. [Art. 07, 52, 64 O. 0-] 

ÍL Derechos j oUig aeioiies'de ios extrugeroi.— Los 

extranjeros, en general, gozan de los ilerechos civiles 
fou muy limitaqas restricciones. 8e les tiene recono- 
cidos todos los derechos f^oucern lentes á la segarídad 
de su persona, dé sus bieiies, y á li^ libre administra- 
ción de éstos. Pueden adquirir, conformt^ á las leyes, 
propiedad ternt^rial quedando en %oi\o lo relativo ji 
dicha propiedad, sujetos á I;is obligaciones y en los go- 
oes de los derechos de pemano. (Art. 38 O. C. 28 C.) 

Kl extrangero puede her^iiar bienes que están eu el 
Perú, si acredita nue en su país gozan los peruanos del 
mismo derecho. Tiene tani|)ien el derecho dé testar, 
arreglándose á |^s dis|K)sbiones del Gódig4i, cuando 
dispone de bieneti que tieuf eu el Perú. Si los bienes 
están fuera de la Bepúblicaí puede arreglarse á las le- 
yes del país donde tales bienes se encuentran, ó á his 
, d0 su nacimiento; y á las de este último, cuando dis- 
pone de un establecimiento mercantil que posee eu el 
Pei-ú y en el que solo vende por mayor. Cesan, sin em« 
bargOt estas últimas concesiones, cuando el extrangc- 
ro tiene en el Poi*ú here<iePO» forzosojí conforme á nues- 
tro Código. En cnanto á las formalidades externas, 
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i'lfeii eli t(wla caso ííi» leyes peruanas, f Arts. 655, d^) 
,6i.8, 694, 695, C. C.) 

Cuando nn extiangero, qne no tiene parientes efi I«t 
Bepública, innere intestado, se dei>08itan los bienes en 
el Tesoro público^ bajo^ de inténfarío y tasación: se 
anuncia el falleciniiento por los pcfriódfcfos, y se hace sa- 
ber al agente diplomático 6 consttlar de la nación áque 
l)ertenecia el finado, p«ra ^ne por su conducto se avi-? 
He ú sus herederoft. Se procede á la venta de esos bienes^ 
cnando bay ries^Or de pérdida ó deterioro y el precio 
se deposiU en el Tosoro. (1295, 1295 O. de E. C.) (1) 

Los extraugeros^ue se hallan en el Perú, están »iv 
jetos á la jurisdicción uacíofíal: 

1.* Guando se les exige el cumplimiento de fas obli- 
gaciones contmidas^en la ReirftWieas^ confottfife á las 
%es. (Art. 36C G.) 

2."* Cuando se les demanda el curnpTíráiento de lo9 
eontratos celebrmlos con peruano, aún en país extran- 
gero, sobre objetos qne no están prohibidos por las le** 
yes de la Bepública. (Art. 38 id.) 

El extraffgero qtie se encuentra alísente de la Bef^ú- 
blica, puede ser demandado ante los Trlboíiíaíes de 
eNal> 

!.• Gitando so iftfccYita aíguña acción real concernien- 
te á bienes que estáu en el Perú; 

2.* Guando se intenta alguna acción civil, á conse- 
cuencia de un delito 6 de una faltíi que el extrangero 
hubiese cometido en el Perú; 

3.* Cuando se trata de uim obligado» coírffaida poi^ 
el extranjero, en q,ne se haya esUí^wIndo que los Tri- 
bunales del Perú decidan las coirtroversias relativas & 
ella. (Art. 39.) 

No puede pedirse en el terúisl cmnprlimtento do oblh 
gadouea contraidas entre extrangcros en pfús e:ttra'ñ- 
gero, sino en caso que se soraetün á los Tribunales de 
la Bepública. (Art. 48); y siempre que se trate de una 
obligación contraída en país extrangero, las leyes del 
país donde se celebró, sirven para juzgar del contrato^ 
ttí t6do aquello^ q.aíe ao esté prohibido por las del Perú/ 

(1) Los trátaclos y convenciónos cdebrados con Algunas nació- 
Bts'citntngeras hité inti^tmido itÉodificacióil^é én «sta materl». 
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Beglránsolo las leyes peruanas, si á ellas se soihefcieron 
las contratautes. (Art. 40.) 

El extraugero, cuaíulo es tiaiiscuiite ó no tiene bie- 
nes conocidos, puede ser obligado (i dar fianza de re- 
sultas en el juicio en que fuere actor. (Ai 1. 150 G. de E.) 

En materia criminal están los extrangeros sujetos 
á la jurisdicción del país en los siguientes cavSO«: 

1. Cuando delinquen en el territorio de laKepublica; 

2.^ Cuando lo Imgan en buques nacionales, en aguas 
de la Kepública ó en aita njar; 

3.° Cuando, en aguas de otra potencia, delincan eil ' 
el ejercicio délos empleos marítimos abordo de buques 
de guerra nacionales; 

4.« Cuando en territorio extrangfcerp falsifiquen mo- 
neda nacional, documentos del crédito público, ó ins- - 
frumentos públicos nacionales y sean aprehendidos en' 
el territorio de la Hepñblica: perOj cesa la jurisdicción 
nacional si hubiesen sido juzgados y sentenciados por ' 
la nación en cuyo territorio delinquieron^ 

5.<* Cuando ejercen la piratería, con la misma res- 
tricción del caso anterior; 

G.** Cuando un extrangero naturalizado cometa, eu 
cualquiera parte, delito do traición á la patria. (Arts. 
2y3C. deB. Pv), 

Para ejercer la medicina, debe el extrangero presen- 
tar el diploma de la facultad en que fué recibido; com- 
probar su identidad personal, y lendir los respectivos 
exámenes ante la facultad de Medicina. (Reg. de la Fa- 
cultad de Medicina de IMle Set. de 185^, vigente en 
X)artfe por res. de Q(j de Julio de 1876.) 

El Abogado extrangero debe presentar su título á 
cualquiera Corte y rendií* ante ella el correspondiente 
examen, después de lo que se le inscribe en la matrícu- 
la. (Art. 176 C. de E.)- Estas formalidades se obseí- 
tTí.n aun con los peruanos, que hacen sus é.*tlulios eu 
universidades extrangeras, de manera que ellas no son 
trabas impuestas al extrangero. 

Tampoco pesa sobro los extrangeros ninguna espe- 
cie de restricciones especiales, en el ejercicio del co- 
mercio y de las demás industrias. Solo la pesca es iii^ 
dustria propia de los naturales del país. (Aít. 483 C^ 
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6;), p^o algunos extrang^os go^iau 4» este derecho 
iwi virtud de los tratados. 



76. ExpalsiM y éstrádicion.— Se M dudado de si 
iiuestxas leyeé coiistítueionales autorizan la expulsiou 
del territorio, de los extrangeros vagos 6 peligrosos, y 
ise ha tratado de apoyar la negativa en el artículo 20 
de la Constitución, que dispone que ''nadie podrá ser 
separado de la República ni del lugar de su residencia» 
sino por sentencia ejecutoriada." Con el mismo inten- 
to, han sido citados los artículos 32 y 88 del Código Ci- 
vil, que dicen: "'Los derechos civiles son independientes 
de la calidad de Ciudadano;" y **Los extrangeros goÉan 
en el Perú de todos los derechos concernientes á la se- 
guridad de su persona, de sus bienes y á la libre admi- 
nistración de éstos.'' Ésta opinión, fundada sobre to- 
do, en lo absoluto de los térnunos con que está formu- 
lado el artículo 20 de la Carta, parece haber dominado 
en la Cámara de Senadores-, en donde la discusión fué 
planteada. 

Los Horables Senadores D. José Antonio de Lavalle 
y D. Federico Luna, presentaron un proyecto dfe ley, 
cuya parte dispositiva decia así: 

** Autorízase al Poder Ejecutivo para que expela del 
territorio de la Kepública, á cualquier ciudadano ó 
sábdito extrangero, que no se ha^a naturalizado en el 
Perú, y que cuente menos de diéss anos de residencia 
en él, siempre que, á su juicio, así lo exijan el orden ó 
la moral pública, concediéndole ios plazos que estime 
con venieiites y siendo de cuentadel Fisco, su traslación 
hasta los límites terrestres ó marítimos dfel Estado." 

La presentación de tal proyecto revelaba, desde lue- 
go, que en concepto de los i^roponentes, no existe en 
el Poder Ejecutivo la facultad que se intentaba conce- 
derle mediante ana ley, y su admisión á discusión 
por la Cámara, autoriza para créela que el mismo con^ 
ccpto existia en la mayoría de sus miembros. Pocas se- 
siones después, los proponentes retiraban el proyec- 
to **por habérseles hecho observar (decia "el Sr. Lava- 
lie), que dicha proposicioil es opuesta al artículo 20 
üe la Constitución, cuyo espíritu recordaba perffe<í- 

11 
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tamente, pero cuya letra no tenia presente que etíM» 
viese concebida en términos tan absolntos y genera- 
los." Estos conceptos no faeron contradichos y el pro- 
yecto qnedó retirado. 

En favor de la expulsión so han alegado mny pode- 
rosas razonesj creemos oportuno reproducir las st» 
gutentess 

**Desde laego, y aún dado el caso qne existiera el 
conflicto (entre el Oereeho qne todo Estado tiene eu 
virtud de siisoberanÍH, para expulsar al extrangero va- 
go ó peligioso y el artículo 20 de la Constitución), que 
entre ambos principios se supone,- es un hecho qne, re- 
posando los preceptos del Derecho «le Gentes, no en la 
voluntad de un solo EstadOf mno en el asentimiento 
de todos, casi todas sus leyes reposa» eit el principio 
de reciprocidad, y que, en materia de atrfbutosry con- 
secuencias de la soberanía,- ito cabe limitación, así co- 
mo nf) cabe c» materia ile inde})endencia.*' 

••Potlría de<;irse que, en materia de dei'echos, los puo* 
blos como los hombreSi tienen la facultad de renunciar- 
los; pero esa renuncia no se supone ni puede deducirse 
por inducción. Clara y jierentoria debe ser, porque de 
otro modo estaría sujeta á interpretaeiones y con tro-- 
versias.'* 

• Y para proba» que las íeyes hiVoctidífis', no' prívíín al 
Estado del derecho de espulsar (i los extrangeros va- 
gos, se hM\ citado con oportunidad las siguientes dis- 
posiciones análogas, que existen én la constitueion 
y leyes de Inglaterra, no obstafnte las que, existe tam- 
bien el derecho de expulsioü, puesto en duda. 

•*Los e^itrangeros gozan de todos los derechos civi- 
les*; pueden ejerf^r todo comercio ó industria. Gozan 
igualmente de los derechos comunales y contribuyen 
con Jo»^ in^iuestos eoumnes. (A>rt. 8." inci«o 1.° const. 
inglesa.) 

**No se puede obligar li nadie contra su voluntad á 
abandonar el territorio británico, á no ser que per- 
tenezca á los ejércitos de mar y tierra y que el bien deí 
Kstade^exija que las tropas se empleen fuera del terri-^ 
torio. (Art. 26 const. inglesa.) 

*'Sin embargo de estas disposiciones, en todo confor- 
mes con las dé wiestras leyes ya citadaSr-sftbsist^'eív 
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vigor el bilí de los extrangeros íIg I5i8, que «Itspoiie que 
'*to(lo extranjero cuya presoucia coaiprometa la traii- 
quilidad del i)aís, puede ser expulsado por luedida de 
seguridad pública '^ I^a vigencia de esta ley lia sido ex- 
Iiresamente declarada por el Parlamento en 1848. 

Al argunieuto fundado en la generalidad de los tér- 
jninos del -artículo 20 de la Constitución, se ha contes- 
tado '*que las constituciones son hechas para los natu- 
rales del paLs, y que ellas no dan á los extraugeros ma- 
yores derechos que los que de una manera especial les 
conceden. Regístrege todas las constituciones del glo- 
bo, y se verá si después de ocuparse en geneiral de los 
ciudadanos, jio contienen prescripciones particulares á 
los extrangeros.'' (1) 

En concepto del ilustrado autor del Diccionario do 
Legislación, están vigentes los supremos decretos do 
29 de Enero de i8 15 y 18 de Junio de 1846. ^*Los va- 
gos, dice, deben ser perseguidos por la policía, porque 
ellos peijudican á la sociedad en que viven; mas no 
deben omitirse los esclai'ecimientos necesarios para 
comprobar este vicio. Si de esto resulta que el cxtran- 
gero no tiene ocupación conocida y que observa mala 
conducta, debe el Prefecto mandar que salga delpaís/' 

A nuestro juicio, se puede expulsar del país á los ex- 
trangeros vagos y de mala conducta. Este derecho lo 
reconocen todos los tratadistas de derecho internacio- 
nal, como nn{?manifestacion déla soberanía de las na- 
ciones, y los pueblos de mas avanzada cultura lo ejer^ 
cen en caso necesario. Para afinnar con fundamento 
que tal derecho no e:5tiste en una uacion dada, sería 
necesario hacer constar la renuncia expresa de él, con- 
signada en los tratacloi» internacionales ó en las leyea 
constitucionales. La generalidad de los términos con 
. que estas leyesi estén formuladas, nada signiftca á esto 
respecto, porque eaa generalidad, por absoluta que sea, 
es siempre relativa á los uatarales del país^ para quie- 
nes se dictan exclusivamente. 

Los extr^ngeros gosan, y así debe ser, de todos los 
deredíos civiles ó naturales porque leyes especiales ia 
disponen así, mediante una declaración general. {Kttp 

(1) Dr, Manuel A. J'a«nte«. -Gacekk Judicial 13, 3¿ iO y. 4Áx pri- 
mer someatre dé 1874. 
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.38 O, C); pero no se les puede reconocer otm especie 
de derechos, que no les estén especialmente declara- 
dos. El derecho de ingreso y de permanencia en el ter- 
ritorio, no es un derecho naturalj él nace exclusiva- 
mente del consentimiento ilustrado de las naciones,., 
que en uso de su soberanía pu^len ampliarlo ó restri in- 
girió. 

En virtud de los tratados celebrados con algunas 
potencias extrangeras, los subditos de éstas, deben ser 
entregado;^ por las autoridades peruanas á sus respec- 
tiyas naciones, cuando hayan cometido en ellas alguno 
de los gravísimos delitos, q^e el Derecho de Gentes re- 
conoce como causa bastante pam ti^l entrega, y que e^ 
esos tratados se coni^ignan. 
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76 Pftderea púbíicosj su independeuciac-77 Relaeiones entxp 
los Poderes. — 78 Facultades conservadoras, 

19 Podercs'p4Wicos: su independencia.— -La Consti- 
tncioii declara que: 

Ejercen las funciones públicas los encargados de loa 
Poderes Lejislativo, Ejecutivo y Judicial, sin que nin- 
guno de ellos pueda salir de los limites prescritos por 
esta Constitución. (Art. 43 ) 

La independencia del Poder Lejislativo está tumbiea 
garantizada por el artículo 44 que dice: ''El Poder Le- 
gislativo se ejerce por el Congreso en la forma que es- 
ta Constitución determina.'^ Ademas, la facultad que 
tiene ese poder, para reunirse ordinariamente, aún sin 
convocatorisi del Ejecutivo; la exclusión del cargo de 
representante, del Presidente y Vicepresidentes de la 
Eepública, Ministros, Prefectos, Sub-prefectos y Go- 
bernadores; la inviolabilidade inmunidad de los repre- 
sentantes; la prohibición que pesa sobre estos de ad- 
mitir empleos, cuyo nombramiento ó presentación de- 
pende del Ejecutivo, son medidas adoptadas por la 
Constitución para garantizar la independencia del Po- 
der Legislativo. ^ X. i. 1- 1 4{ 

La del Poder Ejecutivo, lo esta también por el ar í- 
culo 65 que prohibe acusar al Presidente de la P(^put>li 
ca durante su periodo, excepto en los casos especial^:. 
que señala este artículo. ^. . ^m 

La del Poder Judic.ial, lo está por el articulo 124 que 
dispone que la justicia será administrada por los tribu- 
nales y juagados en el modo y la forma que las leyes 



— 88 — - 



fik'Sermiuaii; por el 129 qne declara que ningún poder 
ni fMi orillad, ptiede avocarse causas j)endionte8 auto 
ptro poder ni otra autoridad, ni sustanciarlas ni iiacer 
revivir pracesos fenecidos; y, finalmente, por las leyes 
que hacen inamovible el cargo de juez. 
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17. Relaciones entre losjn^s poderes.-- í^ obstante 
)a independencia rec?íi)roca de los Poderes, existen en- 
|re ellos íntiraas relaciones, mediante las cuales se con-f 
si^ue la unidad y armonía de su acción. 

El Poder Ejecutivo está ^-elacionado con el Legis- 
lativo: 

1,*» Por el ejercicio de su principal atribución que es 
cumplir y hacer cumplir las leyes y resoluciones del 
Congreso. (Art. 74 inc. 5/) 

2.'' Por la intervención que se le GOí>ce4le en la for-* 
uiacion de las leyes, mediante la iniciativa, la discu- 
sión y la f^ultad de pi^sentar observacioLCS. (Arts., 
ft7, r>9 y 70 G.) 

8.0 Por la de convocar al Congreso extraordinaria- 
mente, en los casos de necesidad, para los objetos que 
someta á su discusión, (Arts. 62 y 93 inc. 2." id.) y la 
obligación do presentar mensages á la Legislatura or- 
dinaria sobre el estado de la República, y sobre las me- 
joras y reformas que juzgue oportunas. (Art. 94 inc. 
3.0 id.) 

Ademas, intervienen ambos Poderes eií lai celebra- 
ción de los tratados internacionales y concordato&cow; 
la Sede Apostólica, en g\ iM)mbramiento de los Arzo,: 
bispos y Obispos; en la concesión del pase á los decre- 
tos conciliares, buba, breves y i-es^íriptos 4)ontificios;¡ 
en el nombramieiikta de lo^vocídes de la Corte Supre- 
ma y la concesión de las, altáis clases, militares; toilo en 
la forma que determinan la Constitución y his leyes, co- 
mo lo indicáremos en sus respectivos lugares. 

Mantiene tandnen el Poder Ej^eciitiyo estre<?has reía-, 
<?iones con el Judicial; 

!•• Al Poder E^jecutivo toca hacei? q[ue se ciiuif^laa. 
las sentencias de los tribunales y juagados, f Art. 94 
inc. S.«» id.Jí 

2.* Nombra ó interviene en el nombramiento de lo» 
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jtiefc'ís y vócalod; pero no puedo traslatlíirlos, sitáperi- 
deflos ni removerlos. (Art. 126 id.) 

Él Poder Judicial, encargado de aplicar laa leyes & 
los casos contenciosos, tiene con el Poder Legislativo^ 
no solo la relación que nace de su objeto, sino también 
la que establecen, el derecho de iniciativa concedido h 
la Corte Suprema en asuntos judicialesj (Art. 67 id.) 
la facultad que C4)rreSponde á los jueces en general do 
consultar al Congreso, i>or conducto de la Corte Supre- 
jna, en los casos de oscuridad ó insuficiencia de la ley 
(Arts. IX y X Tit. prelim. 0¿ C); I» obligación que tie- 
ne dicha Corte, así como los jueces y tribunales supe- 
riores, de dar cuenta al Congreso en cada legislatura, 
de los defectos que notaren en la legislación (Art. XI y 
XII id.), y, finalmente, la atribución que corresponde 
al Legislativo, de nombrar 6 intervenir en el nombra- 
miento de ios vocales del Tribunal de Responsabilidad 
éíudicial y de la Corte Suprema. 

78 Facultades conservadoras.— Ko existe en la ac- 
tualidad ninguna autoridad en quien resida exclusiva- 
mente la facultad de inspeccionar á los Poderes, i>arrt 
que se conserven dentro de la esfera de sus atribucio- 
nes; i)ero á cada uno de ellos correponde ciertas atri- 
buciones que contribuyen á ese fin. Así, al Poder Le* 
gislativo toca examinar de preferencia las infracciones' 
de la Constitución, y dispotier lo conveniente para hacef 
efectiva la responsabilidad de los infractores; y, al fin* 
de cada período constitucional, los actos administra* 
tivos del Jefe del Poder Ejecutivo y aprobarlos hi 
fuesen confbrnte á la Constitución y*á las leyes, y,- 
en caso contraaio, la Cámara de Dípñtados entablará 
ante el Senado la correspondiente acusación. A la Cá- 
mara de Diputados correspondo acusar ante el Senado* 
al Presidente de la Eepública, á los miembros de am- 
bas Cámaras, á los Ministros de Establo, á los miembros' 
de la Comisión Fermanentéj (1) á los vocales del Tribu- 
nal de Ee^^ponsabilidail y de la Corte Suprema, por in- 
fracciones de la Consítitucion, ypor todo delito cometi- 
do en el ejercicio de sus funciones, y al que según las 
h?yes deba imponerse pena corporaí aflictiva. A lá áé 

(1) Suprlurida yét la ley dé 31 de Agosto de 187 IC 
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Beliadorcs coi'résponde: declarar si há ó no lugar á fot- 
tnacion de causa eu las acusaciones hechas por la de 
Diputados, y resolver las competencias que se susciteil 
entre las Cortes Superiores y Ja Suprema, y entre esta 
y el Poder Ejecutivo. Puede ademas, «^l Poder Legis- 
lativo reunirse ordinariamente aúu sin la convocatoria 
del Ejecutivo, v promulgarlas leyes cuando no lo hace 
este. (Arts. 58 inc. 4.« y 24, 64, 66, Siy 71.} 

Al Poder Ejecutivo correspohde requerir á los juo* 
ees para la pronta y exacta administración de justicia; 
El Poder Judicial conoce de las causas por despojos 
inferidos por el Ejecutivo, y de los juicios de responsa- 
bilidad de todos los funcionarios. 

Finalmente, el Poder Conservador se ejerce por la 
Nación misma, en virtud del derecho que el artículo 18 
do la Constitución da á todo ciudadano, para eütablaf 
reclamaciones ante el Congreso^ ante el Poder Ejecu- 
tivo ó ante cualquiera autoridad competente por las 
infracciones constitucionales» 
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iÚ Derecho de sufragio: principios sobre (¡üe repo'sa— 80 Actoñ 
preliminares de las «lecciones — 81 Formación de lá me^ 
permanente. — 82 Elección de electores. — 83 Colegio de Piso- 
vincia. — 84 Mesa calificadora. — 85 Mesa permanent^e.. — 88 
Acta preparatoria. — 87 Eleccioii de funcióHEirios. — 88 Actos 
prohibidos én líls elecciones y garantías de la libertad de 
8ufragi<:^. 

7*. Derecho de sufragio.— El Presidente, loíj Vicepre- 
sidentes de la Bepública, los uiieutbros de las dos Cá- 
maras del Poder J^ej^islativo y los de los Concejos mu- 
nicipales son elegidos por el pueblo. 

El ejercicio del derecho de sufragio réposíi sobre loa 
siguientes principios fundamentales: 

1.^ El sufragio limitado á los ciudadanos tífísados ó 
mayores de 21* años que gabeíi leer y escribir, ó son je- 
íes de taller, ó tienen algttua {)roí:^iedad raíz, ó pagan 
al tesoro públitío algiiua contribución, cuyos nombres 
ée bailen en el Kegistlo cívico. (Art. 38 C.j 1.° L- de E.) 

2.* La elección indirecta i)or medio de electores reu- 
nidos en Colegio. {Art. 4 L. de B.) 

8.» El secreto de la elección, tnediante el escrutinio, 
así en la elección primaria coín^ en las del Colegió' elec- 
toral. 

No pueden sufragar: 

1." Los que hayan perdido el derecho de ciudadanía 
ó tengan suspenso su ejercicio, segaü lós artículos 40 y 
ál de la Constitución; 

2.* Los Ministros de Estado, los Prefectos, Sub-pre- 
fectos, Gobernadores y agentes de policía; 

8.® Los Jefes y Oficiales del Ejército ó Armada^ y 
ios de gendarmería; 
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4/ £oB individuos de tropa pertenecientes á la gen- 
dannería ó al ejército*, y los que forman la tripulación 
de los buques de ia Armada Nacional; 

5.^ Los mendigos y los sirvientes domésticos. (Art^ 

a id.) 

Los Jefes y Oficiales del Ejército y Armada, que na 
ejerzan ninguna clase de mando, pueden sufragar en 
la parroquia donde se hallen residiendo. (Art. 3.<* id.) 

Por cada quinientos liabiftantes, y por eml» fracción 
^e pase de doscientos cincuenta, se nombrará un elec- 
tor propietario; y por cada tres deetores propietarios, 
un suplente. (Art. 5."*) 

Todío pueblo, aunque tenga menos de doscientos cin- 
euenta ¿abitantes, nombrará un elector propietario y 
un^ suplente** Las bacieudas, pareialidade» y pagos se 
reunirán al pueblo de que de])endan. [Art. 6.°j 

Bl numero de electores que debo dar cada provincia, 
se determinará por el Congreso, luego ^e se le pase 
el censa de* la República. Mientras tanto, las parro- 
quias no pueden aumentar, bajo pena de nulidad, el 
número de electores que eu el ano de 1853 se baltabaD 
en posesión de dar. (Art. á.°, ley adicional de 3 de Di- 
eiembre de 1862») Esta deteriiMnaciou no^ se b^i verj^ 
ficado aún. 

Para ser elector se requiere; 

1.* Ser ciiidadaiío en ejercicio*, 

2.*» Saber leer y escribir^ 

3.^ Ser natural ó vecino de la parroqavia. (Art. 7 Lv 
de E.) 

No puede» ser electores los qwe no i)ueden ejercer el 
derecho desuft^agio; (Art. 8 id.) Tatt>poco puedeu serió- 
los Vocales, Fiscales, Jueces de 1* instancia y Agentes^ 
Fiscales, en los lugares donde ejerzan jurisdicciou.r 
Cualesquiera de estos funcionarios qne dilecta ó indi- 
rectamente tomen parte en las elecciones que se practi- 
quen en los líerritorios de su jurisdicción, quedan suje- 
tos á la pena designada en el artículo 157 del Código 
Penal (pérdida ó suspeiwion de sus cargos.) (Art. 1.** y 
2.« ley de 19 de Setiembre da 1872.) 

80. Actos preliminares de las elecciones.— El Regís- 
tfPo cívico es el cuadro general de los ciudadanos que ^ 
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ífozaíi (]<-i ilfs'oclio (lo sufnif^io. — Se forma por loa eon- 
¿ojos (le pros iiiciii y de distrito, que han reemplnzado 
A las antiguas municipalidades y agencias munieipa- 
íes, (lu t. 8.0 y 9.o L. de R. C-, art. 28 Eeg. de E, C.)," y 
para ello, se extracta de los censos parciales lo« nom- 
bres de los individuos, qiiQ conforme á la Constitución, 
ojercen el sufragio [art. .24 Beg. de E. CJ La inscrip- 
ción debe Itacerse por orden alfabético de apellidos, 
poniéndose después de ellos los nombres, hi« edad, el 
astado y la profesión^ bajo de numeración seguida (art; 
25 id.) Las fojas dei Eegistro deben Ibliarse con letras, 
y aprobados, los registros, se rubricarán las fojas por 
el Alcalde del respectivo concejo. (Art. 26 id.) 

El Eegistro se rectifica cada bienio por los respecti- 
vos concojos, coi>iándolo con nueva numeración, y te- 
niéndose á la vista el censo, para inscribir á las perso- 
nas que hayan adquirido el derecho de sufragio, y los 
libros parroquiales para suprimir los nombres de log 
muertos; so suprimen también los de los ausentes <> 
suspensos. Durante el examen y rectificación del Ee- 
gistro, se colocan en los parajes' públicos, carteles por 
los cuales se cx)nvoca á todos los que tengan derecho á 
ser incluidos en él. (Art. 20 L. de E. C, 32 Eeff. de 
CE.) ' ^ 

A la Junta de Eegistro cívico corresponde, distribuir 
á los ciiidadanos los boletos que acreditan, que se ha-' 
Han en posesión del derecho de sufragio. La forman, 
en las capitales de provincia, el Alcalde, los Síndicos, 
un Juez de paz, nontbrado i)or el de primera instancia, 
y tres vecinos notables que designará la suerte de en- 
tre los doce mayores contribuyentes. En los distritos, 
el Síndico de la población, que será su presidente, el 
Juez de paz, los síndicos de las demás poblaciones 
comprendidas en el distrito, y si todos no llegan alna- 
mero de siete, se completará con los ciudadanos que 
sean necesarios hasta llegar á él, elegidos por suerte, 
(Art. 10 L. de R. C.) (1) 

(1) Al Síndico que era el Presidente, en las antiguas agencias 
debo reemplazar el Alcalde del Concejo de distrito; y como según 
la nueva ley de Municipalidades, no hay síndico» en las poblacio- 
nes, juzgamos que. en todo caso se debe completar ia Junta ocm, , 
cinco vedónos designados por la suerte. 
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Los concejos inHiiicipales doben eutrojprnr i hi» res- 
pectivas Juntas, el Begistro cívico, dos meses ant^s del 
dia señalado para dar principio á las elecciones (art. 
10 id.) Las Juntas hacen publicar y tijar, en los luga 
res nías p^blicos^ la lista de los ciudadanos que se ha- 
llen expeditos para ejercer él derecho de sufragio, y 
oyen las reclamaciones de los que, pciv error ú olvido, 
no se encuentren incluidos en el Registro. Si estos 
acreditan su derecho, los hacen in8cril)ir, después de 
oir al coMcejo municipal, el cual expondrá lo que estime 
conveninte con vista del censo do la ]>oblaciou. ^(Art, 
13 id.) 

Solo ante la Junta de Registro cívico puede ser ta- 
chado un ciudadano de falta de alguna calidad legal 
pam sufragar. En esto caso, la Junta examinará la 
prueba y resolverá la tacha por mayoría de votos ver- 
bales. El resaltado se anotará en el Registro y de lo ' 
resuelto podrá re<5lamarse ante el colegio electoral de 
provincia. (Art. 21 L. de E.) 
Desde el 15 de labrero y hasta ocho dias antes de rfquel 
en qnp principien las elec<none8 i)arr()q niales las Jun- 
tas distribuyen los boletos á los «indadanos, debiendo 
negarlos á aquellos que no tengan los requisitos que 
la ley demanda, ó que lo^ hayan perdido según ella. 
Al entregar los boletos, la Juut^ debe cuidar de com- 
probarla identí(lad de 1^ [lersona. [Art, 11 L. de R. O.] 
J])e las resoluciones de lu Juntase puede reclamar ante 
el ¡ue^ de primera instancia, y la i-e«oluciotn que este 
expida, con vista de loa* antecedentes, tendrá su debi- 
do cumplimiento. (Art. 12 id.) 

La distribpcion debe í|acei*se púbUiJamente y en de- 
terminadas l|0|^ del di{|, no pudiendo ser entregados á 
los iifte|*esados. sii) qi|e se encuentreu reunidos á lo me- 
nos cincp ipien^bro^ do la Junta. (Art. 14 id.) 

Las cartas de ciudadanía debeu ^er iguales en todí^ 
la Bepábiica y conforme al n^oílelo dado i)or el Poder 
Ejecutivo, al expedir el Reglan^epto de \^ materia de Id 
de Noviembre de 1861. Deben llevar, además del nú* 
mero que corresponde al notpbre del individuo, en el 
Begistro cívico, el de la foja en que este esté inscrito, 
debiendo este último escribirse en letras y no en cí- 
tm. (Art. 30 y 81 Beg. de R. 0.) 



~- 95 — 

Concluida que sea la expedición dolos boletos, lai 
juntas devolverán á los gobernadores el Eegistro cívi- 
co, áfin de que sirva en la mesa electoral (art. 16 L, 
de lí, C); y terminados que sean todos los actos elec- 
torales, los reg^istros se recogerán y se conseryarán en 
los respectivos conce/h^s, (Irt. 18 id.) 

El 1.** de Diciembre de cada bienio, expide el Poder 
Ejecutivo la correspondiente convocatoria para que se 
verifiquen las elecciones populares; y el 1.*» de Enero 
liaccn otro tanto los Prefectos en sus respectivos de^ 
l>artamentos, dando las órdenes necesarias á los Sub- 
l)refectos para que se formen los colegios electorales. 
(Ley 24 de Enero de 1879.) 



SI. Formación de la mesa permanente. -El Domin- 
go siguiente al de Pascua de liesurreccion (L, id.) se 
reúnen los ciudadanos, con convocatoria ó sin ella, en 
la iglesia parroquial y después de oír una misa de **Es- 
píritu Santo'' (cuya falta no anula el acto) pasan al lu- 
gar de costumbre, esto es, á las plazas publicas de las 
yespexíti vas parroquias (art. l.°L. 3l de Enero de 1865\ 
])ara dar principio (i las elecciones. (Art. 11 L. de E.) 
Beunidds los ciudadanos, se instala* la *^mesa momen- 
tánea,'' que lo es la permanente de la elección anterior, 
Si faltare alguno de los miembros que la componen, 
por ausencia, enfermedad ó muerte, será sustituido 
por el que hubiere obtenido el adcesit |>ara el correspon- 
diente cargo. (Art, 2 id.) Si no hubiese accésit para 
Presiílenteó Secretario, se procederá á elegir al primer 
escrutador y al segundo Secretario. Si no lo hubiere 
para los demás cargos, se elegirá supleütes que reem- 
plazen á los propietarios en los casos de íxusencia, en- 
fermedad ó muerte. [ \rt. 6^ L. de 3 de Dic. de 1862.] 
Esta elecciofi debe verificarse en un solo dia. ante la 
misma mesa incompleta y observándose los trámite» 
establecidos por la ley. (líes. leg. 22 de Nov. de 1868 ) 

Instalada la mesa momentánea, i)resenta ante ella el 
Gobernador del distrito ó su Teniente, una copia del 
Eegirtro cívico que debe existir en su poder, certifica- 
da por ól y por el Síndico, y se procede en el acto á 
elegir la mesa permanente, (Art. 13 L, de E.) Sevot^n 



.|3for nn Presitlonto, tres escratadoroa y un Secretario, y 
í*«r5í procliimados tales los que alcanzan la mayoría res- 
jíoctiva. El que obtiene el accésit pam X^resideute es 
proclamado primer escrutador y el que lo obtiene para 
Secretario, segundo secretario. (Art. 88 id.) Los nom- 
bres de los electores se publican por carteles y por pe- 
riódicos donde los hubiere. 

En esta, como eu toda elección, los sufragios se es- " 
criben en papel coiftun, sin color especial ni marca al- 
guna, (Art. 89 id.) . 

82. Elección de electores.— La mesa permanente so 
instala al siguiente dia de nombra la, y su presidente 
designa, conforme al censo dtí la población, el número 
de electores que correspondo al asiento electoral; esta 
designación se anuncia en el acto por medio de carte- 
les. El Presidente es responsable en caso de designar 
un número mayor ó menor de electores que el corres- 
jxondiente al censo.. (Art. 14 id.) 

Se procedo eu seguida á recibir los votos de los ciu- 
dadanos, cotejando el boleto con el número correspon- 
diente del Eegistro cívico; si se baila conforme, se lo 
permita votar, rubricándose el boleto por el Presiden- 
te y marcándose con claridad en el Kegistro el respec- 
tivo número. Si se tacha la indentídad del sufragante, 
se examina y resuelve por la mesa la tacha; y si el bo- 
leto fuese falsificado, ageno ó sustraido se detiene al 
votante y se le somete ajuicio por orden de la mesa. 
(Art. 30 id.) 

Se debe ademas observar en la elección las siguien- 
tes prescripciones; 

1.* La votación diaria debe comenzará las diez de 
)a mañana y conclnir á las dos de la tarde. (Art. 17 id.) 

2.* Al empezar el acto se examinará el ánfora para 
ver si está ó na vacía, y esta diligencia constará en el 
íicta. (id.) 

3.^ Terminada la votación diaria y hecho el escruti- 
nio y la regulación de votos, se publicará el resultado 
por carteles y por periódicos donde Tos hubiere, (Art. 
18 id,) 

é.* Los nombres de los sufrajantes constarán en el 
fwta. fArt. 20 id,j 
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¿.* Cerrad» la votación diaria y en sesión permañett- 
te, todos los individaos déla mesa, incUisos los adjnn* 
toSi formarán cada nno, una lista de los ciudadanoaf 
que hubiesen obtenido rotación para electores, lista 
que conservarán en su pb'der^ después de confrontada 
con las demás y firmada por todos. Esta circunstancia 
y el número de votos obtenidos i>or cada elector, cons- 
tarán en el acta diaria. (Art. 22 id.) 

En cualquier estado de la elección pueden agregarse 
á la me^a los adjuntos que se pidiere, siempre que la 
petición esté suscrita por cuatro ciadadanos. (Art^ 
19 id.) 

La elección^ si no pudiere concluirse ew el primer día, 
continuará en los siguientes, basta que hayan sufraga- 
elü las cuatro quintas partes del total de ciudadanos qué 
tengan derecho de sufragio, no pudiendo exceder de' 
ocho días, aún cuando dentro de este téiinino no llega^^ 
reu á sufragar ni los dos tercios de cimladanos. [Art^ 
16 id.] 

A las dos de la tarde del dia en que termina la vota-^ 
eion, y después de cerrada el acta diaria, se t^rocedeí 
en sesión permanente y continua á la regulación gene^- 
ral de votos, con vista de las actas diarias y de las lis- 
tas que deben conservar todos los individuos de la me- 
sa; y se proclama electores á los ciudadanos que bajean 
obtenido la mayoría respectiva de los strfiagios. (Art^ 
23 id.) 

Después de extendida el acta, se pasa á cada elector 
una nota oficial, firmada por el Presidente y los Secre-: 
tarios, avisándole su elección y designando el niimero 
de votos que haya obtenido. Esta nota sirve de nom- 
bramiento al elector. (Art. 24 id.) 

Los Secretarios de la mesa pasan á la sub-prefectura^ 
una nota, que contiene los nombres de los electores y 
una copia certificada del acta final. (Art. 25 id.) 
. Para constancia de los actos electorales do todo co- 
legio parroquial, hay en cada pueblo un libro titulado' 
**Acta8 del Colegio parroquial." Este libro es custodia- , 
do por el Sindico procurador respectivo. [Art. 29 id.) 

83. Colegio de provincia.— Los electores de los dis^ 
iritos, reunidos en la capital de la provincia, constito^ 
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yon el colegio electoral de provincia. A él correspoudé 
Í5íiliíiciir las actas electx>raleí5 y elegir á los funcionarios 
pnblicos. 

El cuarto Domingo, después de aquel cu que hubie- 
sen comenzado laí» elecciones parroquiales, se reúne el 
colegio de provincia en el salón de la Municipalidad^ 
y 8i no lo hubiere, en el lugar que tres dias antes se- 
ñala el Sub- prefecto. (Art. 30 id.) 

Para que funcione el colegio, han de estar leunidos 
los dos tercios del total de electores que corfesponde 
ala provincia. Si no hubiere este número, el Presidente 
ó cualquiera otro iiulividuo <le la mesa i)ermanente de 
la ca])itíd, lo avisará por nota al Sub i)refecto, y éste 
sin pérdida de tiempo, compelerá á los electores au- 
mentes, para que concurmn al lugar de las eleccioneis. 
Por falta de ó impedimento de los luopietarios, se lla- 
ma á los sui>lentes, según el órdeu de su proclamación. v 
(Art. 31 y 32 id.) 

Al elector que, sin justo y comprobado motivo, deja 
de concurrir á las elecciones, se le aplica por el Presi- 
dente del colegió y á beneficio de las escuelas de la 
provincia, una multa de veinte á veinticinco pesos, la 
que debe hacerse efectiva por el Sub-prefecto, bajo su 
responsabilidad, en tirtud del avi«o que debe darle el 
Presidente del colegio, según el moidelo respectivo, 
(Aiít. 38 id.) El elector que, hallándose en la capital de 
la provincia, se negase á concurrir á la votación, sin 
justo y comprobado motivo, sufrirá una multa de vein- 
ticinco á cincuenta pesos, á beneficio de las escuelas 
y que hará efectiva el Sub-prefecto, también bajo su 
responsabilidad, en virtud del respectivo aviso que le 
dará el Presidente del colegio. (^^^^^9 id.) 



84 Mesa califleadorft.— -Completados los dos tercios^ 
de electores, se establece la mesa momentánea de pro- 
vincia, formada por la mesa parroquial permanente de* 
•la capital, ó de su primer distrito si tuviese varias par- 
roquias, y los Presideütes de las demás mesa« perma- 
nentes de parroquia que estuviesen presentes. (Art. 
88 id.) Ante ella se procede á formar la **mesa califica- 
dora de provincia*' sufragándose, al efecto, como he- 
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iiabs íliciio respecto de la mes«i permanente do parro- 
íiuia. (Art. 84 id.) 

Instalada la mesa calificadora, se procede á calificar 
las actas de los colegios i)arroquiales, comenzando por 
el de la capital, siguiendo por los mas cercanos, y ter- 
minando por el mas distante. (Art. 85 id.) Si de la ca- 
lificación de íictas resaltan anulados alguno ó algunos 
de los individuos de la mesa calificadora, se les reempla- 
za en el acto, con los *que hubiesen obtenido el accésit 
para sus respectivos cargos. (Art. 3G.) Y si de la califi- 
í3acioii resultase anulada mas de una tercia parte del to- 
tal de electores, el Presidente de la mesa dará aviso 
al Sub prefecto de la provincia, quien sin pérdida de 
tiempo, mandará hacer nuevas elecciones en los res- 
pectivos distritos. (Art. 87.) 



85. Mesa pcrtaancnte.— Verificada lá calificación do 
los electores, se procede en el mismo dia, sino son las 
tres de tarde, á nonibiar la mesa permanente de pro- 
vincia; mas, si la hom es avanzada, se difiere esta 
elección para el Siguiente dia, extendiéndose una acta 
de todo lo obrado, que firman el Presidente y demás 
individuos de la mesa. (Art. 40.) 

En la elección de la mesa t)erínanente se procede co- 
mo hemos indicado para los casos análogos, guardan - 
<lose las siguientes prescripciones: 

1.* En el centro de la sala de elocciones habní una 
mesa bastante cómoda para que al rededor de ella, 
puedan sentarse siete personas. Esta se llauíaiá "pri- 
mera mesa;'' 

2.'' A distancia de dos varas, por lo menos, habrá 
otra pequefía con íitilesde escribir, que sé llamará se- 
gunda mesa; 

3.'*^ El papel será común sin sena ni marca alguna y 
estará cortado en cédulas de cuatro en pliego; 

4.* Sobi-e la primera mesa habrá una ánfora suficien- 
te para contener todas las cédulas de los electores; 

S.'^ El Presidente y demás individuos de la mesa ca- 
lificadora, se sentarán en derredor de la primera mesa, 
y desx>ues que los secretarios hayan formado la lista 
nominal de todos los electores que se hallen presentes, 
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se^iiiii sus ilistiitoó ó parroquias, serán lUmados Io8í 
uiios electoivs por el Presidente, uno después de otro; 

G.» LliiiUiulo ei elector por su nombre, presentará al 
Presidente sti iio:iil)ramiento respectivOyy comproba- 
da su identidad pasará á la "segunda mesa;'* allí es- 
cribirá en una de las cédulas de papel blaiico, y no en 
ninguna otra, el nombre ó nombres dfC las persona» 
por quienes quiere votar; 

7/ Al priue¡pii*r la rotación, el Presidente de lá me- 
sa advertirá al colegio, que la votación debe liacerse 
para Diputados, Cenadores ü otros funcionarios; 

8.* No será permitido á ningún individuo aproxi- 
marse á ía mesa sin ser llamado, ni imponerse por nin- 
gún motivo de lo que los electores escriban en las cé- 
dulas; 

O.** Los electores escribirán en uicíias cédulas, los 
nombres de los ciuiladanos, sin darles ningún título ni 
sobre-nombre, sino simplemente el nombre y apellido 
ó apellidos que los distingan de otra persona del mis- 
mo noml)rej 

10.* Escrita la cédula por el elector, la doblará en 
cuatro y la entregará al Presidente para que éste, á su 
I)resencia, la deposite en la ánlora existente sobre la 
primera mesa. (Art. 41.) 

Si algún elector no fuese llamado, podrá reclamat 
su derecho antes de cerrarse la votación; y comproba- 
do que fuese su nombramiento se le permitirá sufragar^ 
(Art. 42.) Goneluida la elección, se sentará en el libro 
de elecciones de ía provincia, la correspondiente acta, 
que firmarán todos los individjios íle la mesa calificado- 
ra, y quedará así constituido el colegio provincial, 
{.Art. 4a.) 

Pueden agregarse (\ ía mesa, en cualquier acto del 
colegio de jnovincia, los «adjuntos que se pidiere, siem- 
pre que la petición esté suscrita por cuatro electores. 
(Art. 8 L. A.) 

Cuando falte alguno de los siete miembros que com- 
ponen la mesa, se procede como lo liemos indicado al 
tratar de las elecciones parroquiales, «^entendiéndose 
que para este caso, en los colegios de provincia, el ac- 
césit llamado haya sacado cuando menos la sexta par- 
te de votos de los electores concurrentes.'' Para este 
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efecto, y cuando el número <le sufragios obtenido por 
Los accésit i);n:i Presidente y Secretario fuese menor, 
Be repite la elección para primer escrutador y segundo 
secretario. (Art. 5.® L. A.) 

86. Acta preparatoria. Los colegios electorales de 
provincia, principian sus funciones por una acta cou- 
traida exclusivamente al hecho de su reunión, la cual 
será firmada por todos los electores presentes, bajo la 
X)residencia de la mesa permanente. En los colegios re- 
novados, esta acta será el principio de su instalación 
y se incluirá en las credenciales para cualquiera de los 
cargos elegibles. (A.rt. 2.** L. A.) 

En todos los actos de elecciones para cualquier car- 
go, se expresará el número total de electores corres- 
pondiente á la provincia y el número y nombres de 
los electores concurrentes, con designación de sus res- 
pectivas i)arroqmas. (Art. 3.** L. A.) 

87. Elección de funcionarlos.— (Al hablar do los po- 
deres públicos expondremos la manera de proceder en 
la elección de los funcionarios.) 

88. Actos proliibidos en las elecciones y j^arantiasde 
la libertad del sufragio.— Las elecciones cíe provincia 
no pueden practicarse sino en las respectivas capita- 
les, ni en otro lugar que no sea el de costumbre, ó el 
designado por la íáub prefectura. (Art, 77 L. de E.) 

No es lícito entrar en el lugar donde se estén practi- 
cando las elecciones con ninguna especie de armas ni 
aún con bastón. Los infractores serán inmediatamente 
arrestados, por veinticuatro horas, de orden de la me- 
sa. (Art. 78 id.) 

Es prohibida la entrada en el referido lugar de elec- 
ciones, á los Prefectos, Subprefectos. Gobernadores, 
Teniente-gobernadores y agentes de policía. Cualquie- 
ra do estos funcionarios y, en general, cualquiera que 
teniendo mando político ó militar, intervenga de algún 
modo en las elecciones, será destituido de su empleo, 
cargo ó comisión. (Art. 79.) 

El artículo tO de la ley do elecciones declara que es 
atestado contra la libertad del sufragio, el apresa- 
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mií'iito ó detención de algún elector ó (íiudadiino acti- 
vo, durante el tiempo en que se ])racticau las elec- 
ciones, salvo el caso de iníVaganti delito "y que loa 
culpables de tal atentado serán castillados como reos 
del delito de fuerza.'' Este mismo delito está previsto 
por el Código Penal contbrnie al cual debe ser casti- 
gado. 

Con el mismo intento de garantizar la libertad del 
sufragio, disponen los artículos 85 y 86 de la misma 
ley, que *'las Cámaras legislativas son las únicas com- 
l)etentes para resolver sobre la validez ó nulidad do 
las elecciones y para calificar 4 sus respectivos miem- 
bros; pero que, no obstante, en las actas electorales, 
podrá anotarse, á petición de uno ó n)as electores, 
cualquiera circunstancia que ocurriese en las eleccio- 
lies'' y que '4as falsificaciones de actas electorales pro- 
dticen acción popular ante el Congreso y ante los jue^ 
Cés; quedando sujetos los falsificadores á las penas de- 
signadas por el Código Penal.'' 

Este Código castiga á los siguientes como autores de 
delitos contra el ejercicio del sufragio: 

1.*^ Los funcionarios públicos que abusan de la auto- 
ridad que ejerzen, para coactar á los ciudadanos ó im- 
pedir que sufraguen con entera lilx^rtad: 

2.° Los empleados i)q1í ticos y militares que favorez-, 
can y apoyen alguna candidatura, induciendo á los ciu- 
dadanos, por medio de ofrecimientos ó amenazas, á su- 
fragar en el sentido que dichas autoridades se pro- 
l>ongan; 

3.° Los nusinos empleados, que durante la época 
eleccionaria, manden aprehender á algún ciudadano 
híibil, salvo el caso de flagrante delito; 

4.° Lo§ encargados de Ja formación cíel Kegistro cí- 
vico, que se nieguen á injertar el nombre de un ciuda-. 
¿ano hábil y suplanten nombres; 

5.° Los enícargados de distribuir las cartas de ciu^ 
danín, que las expidan sin las firmas y demás requisi- 
tos legales; que se nieguen á dar la que le corresponde 
á un ciudadano inscrito en el Eegistro que la pida per- 
80iialin(»nte; que la concedan al que no esté inscrito; ó 
flutt^se nieguen á efectuar la distribución en público; 

?.** Los eni]>)eados políticos y militares, que ápr^- 
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testo (le conservar ol orden público, se injierau eq 
los actos electorales j penetren en el lugar de las elecr 
ciones, impidan que se acerque á él un ciudadano cual- 
quiera, ó dispersen violentamente los grupos que so 
mantengan pacíficos y desarmados; 

7.*" Los Presidentes de mesas electorales, que impit 
jdau á los ciudadanos el libre acceso á ellas, ó so nie- 
guen í4 recibir sufragios, ó iuvsertar en el acta cualquie- 
ra circunstancia gi ave, que otro individuo de la mesa 
ó adjunto quiera consignaren ella; 

8.° Los ciudadanos que lleven armas al lugar de las 
elecciones, ó formen aiborotos en él, ó se nieguen á des- 
pejar el local cuando lo mande el Prcsideute déla 
mesaj 

O.*' Los que empleen cobecho ó soborno para obte- 
ner ilegalmente cartas de ciudadanía ó sufraguen á sa- 
biendas con ellas: (Art. 15G O. P.) 

Los reos comprendidos en estos diversos casos, son 
castigados con las peñas que señalan los artículos 157, 
158 7 159 del Código Penal. 
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C9 El gobierno republicano. — 90 Responsabilidad de los f unció» 
narios públicos. — 91 Diversas clases de responsabilidad.—' 
92 Quienes pueden iniciar el juicio de responsabilidad. — 93 
Cuando se puede acusar á los funcionarios. — 94 Acusación 
contra los altos funcionarios públicos.^^95 Tribunales y juz- 
^bdos que conocen de la responsabilidad. — 96 Disposicioneg 
comunes á estos juicios. — 97 Responsabilidad de los funcio- 
narios judiciales. 

89. El gobierno republieauo.— El artículo 42 <le la 
Constitución declara que **El gobierno del Perú es re- 
publicano, democrático, representativo, fundado en la 
unidad.'' Lo que tales términos significan es, que 
las bases sobre que reposa nuestra forma de gobier- 
no son: 

1.° La alternabilidad y responsabilidad del Jefe del 
Poder Ejecutivo y de todos los funcionarios públicos; 

2.*» La igualdad política, en virtud de la cual todos 
los ciudadanos tienen igual título para ser llamados 
al desempeño de las funciones públicas; 

8.*' El origen electico y la alternabilidad de las Cá- 
maras; 

4.** La unidad nacional; ó sea la existencia de un 
poder central y único cuya acción se extiende á todo 
el territorio, por medio de autoridades inferiores. 

Por ahora nos ocuparemos únicamente del principio 
de la responsabilidad. 

90. Kesponsabilidad de los ftaucionarios públicos.—* 

Dispono el artículo 11 de la Constitución que **todo 
el que ejerce cualquier cargo público, es directa é iu- 
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fncíliatamente responsable por los actos que pracítíc^tt^í 
tóíi el ejercicio de sus funciones. La ley determina tíl 
inodo de bacer efectiva esta responsabilidad." 

''Los fiscales son responsables, por acción i)opular^ 
si no solicitan el cunii^limiento de lo dispuesto en esto 
artículo.'^ 

En cumplimiento de tales disposiciones, se expidió 
lá ley de responsabilidad de 1.° de Febrero de 1865, quo 
fué promulgada i>or el Presidente del Congreso en 28 
d^ Setiembre de 1868. 

91. Diversas clases ée respoiisabilidad^—Segun di- 
cha ley^ los funcionarios públicos que en el ejercicio 
de su cargo, hagan lo que la ley les prohibe ú omitan 
lo (pie esta íes manda, serán responsables de tales ac- 
tos íi omisiones. Si la infracción del deber lia proveni- 
do de ignorancia ó descuido, la responsabilidad será 
fieramente civil, y mixta si ha habido prevaricato, so- 
borno ú otra causa criminal, en cuyo caso será conde- 
nado, no solo al resarcimiento dolos danos y peijui- 
cios, sino también á la pena ó á las penas que designo 
el Código Penal. (Arts- 1 y 2 L. do Kesp.) 



d2« Quienes pneden iniciar el juicio de Sesponsabili-*^ 
dad. — La responsabilidad criminal en que incurran los 
funcionarios, puede exigirse de oficio, á solicitud do 
la parte agraviada, ó de cualquiera del i)Xieblo, e^i los 
casos quo conforme á la Constitución producen acción 
popular. (Are. 8 id.) 

Las Cortes Superiores de Justicia y los jueces de If 
instancia son competent^>s ])ara iniciar de oficio el jui- 
cio de resi>onsabilidad crimiiuil: 

!.• Si un tribunal superior les ordena la iniciación 
de la causa, ejerciendo la atribución <]c ])romover el 
castigo de los empleados que hayan abusado de sii 
cargo; 

2.** Si los mismos tribunales ordinarios de 2? instan- 
cia, ó los jueces de 1*, por medio do actos sometidos A 
su conocimiento ó de comunicación de una autoridad 
legítima, ó de cualquier otro modo oficial, llegan á des- 
cubrir que algún empleado, á quien se extiende su ju^ 



iisilicejoi), ba.delinquido en el ejercicio de su fnucio^ 
lies; y 

3. Si él ministerio fiscal pido que se abra el juicio 
de responsabilidad. (Ait. 4." id.) 

Los Fiscales ante las Cortes Superiores, y los agen- 
tes íiscales ante los jueces de 1? instancia, están estric- 
tamente obligados á [)r<)!uover el juicio de responsabili- 
dad criniiual, contra los empleados que hayan puesto 
en peüí^ro la seguridad del Kstndo, invertido el orden 
constitucional, ó dañado la lia<:ienda pública. (Art. 
o.^ id.) 

Cunlquler in<lividuo que esté personahnente intere- 
sado (^n el heiího de que es respousabU^ un funcionario 
público, puede acusar á éste por sí ó por a})oderado, 
quedaiulo sujeto únicamente á la pena con que la ley 
^jastjf^a las acusaciones maliciosas. La acusación se tie- 
ne i)or nuiliciosa cuando no está fundada, por io menos, 
en una prueba semi-plena. En nombre del interesada 
pueden acusar su cónyuge, sus así^endientes, descen- 
dieiites, ])arient('s colaterab'S dentro de! cuarto grado 
6 aunes dentro <iol segundo y los padres é hijos adopti- 
vos. (Art. O.^^L. deli., 17 O.'de E. P.) 

Cualquier individuo, residente en el Perú, puedo 
usar do la acción popular contra los em^ílcados ])úbli- 
eos^aílanzando las reííultaH del Juicio, 

No piUMlen, sin embargo» usar de esa acción: 

1." Los que no pueden comparecer en juicio por sí 
iniííinos* * * 

2." Los que administran justicia en materia criminal^ 

8." Aquellos á quienes se hubiese probado judicial- 
uiente ei delito de perjurio; 

4i° Los qtie hayan intentado alguna acusación ó de- 
sistídose de ella por soborno; 

6i'' Los que estén enjuiciados por Un delito igual ó 
maj'or que aquel de que acusan; 

0. El sentenciado á reclusión ú otra pena mayor, 
haya cumplido ó no su condena; 

7.° El que haya entablado mas tfe tres acusaciones 
que se hallen pendientes; 

8.° El cómplice en el mismo delito; 

9.® Los pobres de solemnidad; 

10. Los domésticos respecto de sus patrones. 
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Los parientes qne pueden acusaren nombre delagra» 
Viado, no pueden acusarse por acción popular, ni co- 
mo agraviados, (Arts. 8 L. de E., 20 C. de B. P.) 

La fianza que' debe prestar el acusador es de mil 
quinientos pesos, si la acusación se hubiese entablado 
«ontra un Prefecto ó cualquier otro empleado público 
que ^erea autoridad en un departamento; de mil pe- 
sos si se hubiese entablado contra tin Subprefecto ó 
autoridad provinei?al, y de doscientos á quinientos 
pesos si el acusado ñiese gobernador ó cualquier otro 
empleado subalterno, 

93. Cu)indd se ¡mede «eysar á l6tÉ fliiieidimrios.--£:l 

derecho de acusar á un funcionario público, puede 
ejercerse no solo mientras éste dei^mpefía el cargo, si- 
no después de haber cesado en él, con tal que no haya 
trascurrido el término tie la prescripción conforme al 
Código Penal. (Art. 10 id.) 

94. AeusEeion contra Ms altos taneionarioB p¿]kIico«. 

Cualquir Diputado por medio de una proposición, 
la Common Permanente del Cuerpo Legislütivo, ó cual- 
quier particular por una petición escrita, podtón soli- 
citar de la Cámara de Diputados que acuse á los fun- 
cionarios mencionados en el articulo 64 de la Consti 
tuciou. El que pmponga ó pídala acusación presenta- 
rá los documentos que la justifiquen, ó indicará el lu- 
gar donde existen^ ó señalará á las personas sabedo»- 
ras del hecho ó de los hechos imputados al funciona- 
rio (Arts. 11 y 12 id.) 

Promovida la acusación^ se leerá la proposición, nó¿ 
ta ó solicitud) en dos sesiones oixliuarias y contínuasw 
Después de la segunda lectura, la Cámara, á plurali^ 
dad absoluta de votos, decidirá si la admite ó no á 
discusión, pudiendo antes de este acto, fundar la Jie- 
cesidad de la acusación el Diputado que la hubiese 
propuesto. (Art. 18 id.) 

Admitida á discuston la proposición, nota ó solicitud^ 
se pasará á una comisión compuesta de cinco Diputa- 
dos elegidos por la Cámara, y por secretaría se man- 
dará, al unsmo tiempo, copia de la acusación al acusan- 
do é acusados. Esta tomisiou emitirá su dictamen en 

14 
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el término de quince (lias, agregaDilo al expediente I03 
dociimeutós y las exposiciones que le presentasen tanto 
el acusado, cuanto los que hubiesen pedido la acusa- 
ción. Antes de di clnrarse por la Cámara de Diputados 
si hay ó no lugar á la acusación, ])odrá desistirse de 
ella el Diputado qnc la hubiese solicitado; pero cual- 
quier miembro de la Cámara puede sustituirlo. (Arts. 
14, 15 y 16 id.} 

Sometido al conocimiento de la Cámara el dictamen 
de la comisión, se discutirá con preíerencia en sesión 
permanente, bastando la mayoría para admitirlo ó de- 
secharlo. Aprobado el i)royectode acusación se dirigi- 
rá al Senado con todos los documentos que lo apoyen 
y con la fórmula signienti?: **La Cismara de Diputados, 
en nombre de la Eci)iiblica, acusa á N. ante el Senado, 
acomx)aü<ando lo» antecedentes que justifican la acu- 
sación.'^ 

La Cámara de Dijmtados eligirá inmediatamente, 
una comisión de tres de sus miembros, para que sos- 
tenga el debate ante el Senado. (Art. 17 38 id.) 

Luego que el Senado reciba el proyecto de acusación, 
mandará una copia de ella al acusado ó acusados, nom- 
brando una comisión de tres miembros, la que en el 
término de tres diasJnfornuirá si hay ó no lugar á for- 
mación de causa, pudiendo practicar en dicho término 
las diligencias que crea necesarias para el esclareci- 
miento de los hechos. El dictamen de la comisión, se 
leerá en dos sesiones cont.'nuas y se discutirá pública- 
mente en el tercer dia, dirigiéndose antes aviso á la 
Cámara de Diputados para que asista al debate la co- 
misión acusadora. Concluida la discusión se retiñirá 
esta comisión y el Senado, constituido entonces en se- 
sión permanente, resolverá ))or mayoría absoluta si 
hay ó no lugar á formación de causa, publie**>ndo el 
resultado de las votaciones en el periódico oficial. 
[Arts. 19, 20 y 21 id.] 

Si el Senado declarase que hay lugar á formación 
de causa, quedará el acubado susi)en.vo de su empleo, 
comisión ó cualquier otro cargo público qué ejerza; y 
l^asará el expediente al tribunal que corresj)onde, con- 
forme á lo dispuesto en el Código de Enjuiciamientos 
rn materia penal. Si fuesen acusados los Ministros de 
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Est ido, u(i iXHlráii ausentarse n¡ oblencr empleo íú<¿\i' 
lio, luíentiMs se hallen sujetos al juicio de responsabi- 
Jidatt. fArts, 22 y 23 id.) 

95. Tribunales y juzgados que conocen de la respon- 
sabilidad. — Las Cortes Su [)ér¡ores juzgan en 1* instan- 
cia á los Prefectos, Jueces de 1^ instancia y Cónsules 
deLPeni en el extranjero; y en 2% la Corte Suprenm. 
Esta juzga en l^y 2^ instancia, á los Arzobispos, Obis- 
pos, Ministros de Estado, Agentes diplomáticos del Pe- 
róy Vocales délas Cortes Superiores, que individual ó 
colectivamente delincan en el ejercicio de sus funciones. 

La misma Corte Suprema, en el juicio de responsa- 
bilidad C9ntra el Presidente y Vise presidente de la 
Eepública y miembros de las Cámaras. 

El Tribunal de Responsabilidad Judicial, en los deli- 
tos que en el ejercicio de sus funciones cometan los Vo- 
cales de la Corte Suprema. (Art. 5 C. P., 81 inc. 1? 
Reg. de Trib.) 

96. Disposiciones coi&UEesá estos juidos— Si del su- 
mario seguido contra un funcionario público resulta 
mérito para continuar la causa', el Juez ó el Tribunal 
respectivo proveerá auto, mandando la suspensión del 
empleado si estuviese en ejercicio, lo que se comuuica- 
lá á la autoridad de donde emana el nombr¿uüieuto. 
(Art. 24 L. de R.) 

En estos juicios, el acusado y el acusador usarán del 
papel del sello 69 y no pagarán derechos. (Art. 26 id.) 

Aunque un funcionarlo público sea acusado de nn 
delito oficial, después de haber cesado en su cargo, se 
le juzgará por los Jueces y Tribunales que esta ley 
fieüala. 

Para los efectos de esta ley, serán considerados co- 
mo funcionarios públicos todos los empleados civiles, 
eclesiásticos y militares, que por elección ó nombra- 
miento desempefíen algún cargo público. (Art. 2G id.) 

Todos los jefes de las oficinas de la República, in- 
clusos los Ministros de Estado, están obligados, bajo 
su responsabilidad, á franquear copia certificada de 
cualvjuier documento que les pidan el acusado y el 
acusador, los Fiscales y los Jueces ó Tribunales que 
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conozcan del jaicío de responsabilidad criminal pro- 
movido contra enalquier funcionario público, por aba* 
608 cometidos en el ejercicio de su cargo. (Art. 27 id.) 
La omisión de los deberes qne esta ley impone ex- 
presamente á los Fiscales» produce contra ellos acción 
popular. (Art. 28 id.) 

97. Reponsabilidad ile los ftanetonarios judidales.— 

(Al hablar del Poder Judicial, nos ocuparemos de las 
disposiciones especiales relativa^^ á la responsabilidad 
civil de lo» funcionarios judiciales) 
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98 DuaKdad de Cámaras. — 99 Eeunion: duración de las s«8Í4>- 
nes y renovación de las Cámaras. — 100 Requisitos para los 
cargos de Diputado y Senador. — 101 Elección de Diputados 
y Senadores 

dS. Dualidad^ de Cámaras.— El Poder Legislativo se 
ejerce por el Congreso en la forma que la Constitución 
determina. El Congreso se compone de dos Cámaras: 
la de Senadores y la de Diputados. (Art. 44 id.) 

Como se vé, en el Perú se ha adoptado el principio 
de la dualidad; pero la organización casi idéntica que 
se ha dado á las dos Cámaras, que solo se diferencian 
en cnantaal número y á las condiciones, muy poco di- 
versas, de'elegibilidad de sus miembros, impide que el 
sistema produzca todos sus provechosos resultados. 

99. Beimioii: duraeiott de las sesiones y renovación 

de las Cámaras.— Según la ley de 3 de Enero de 1879, 
que reforma el artículo 59 de la Constitución; 

**E1 Congreso ordinario se reunirá todos los años el 
28 de Julio, con decreto de convocatoria ó sin él; y el 
extraordinario, cuando sea convocado por el Poder 
Ejecutivo. 

La duración del Congreso ordinario será de noyeii- 
ta dias naturales é improrrogables, y el extraoi-diua- 
rio terminará llenado que sea el objeto de su convoca- 
toria, sin que en ningún caso pueda funcionar por mas 
de cuarenta y cinco dias naturales." 

Las Cámaras se renuevan cada bienio, por te^c^^^a» 
partes, al terminar la Legislatura ordinaria (Art» 57 C.) 
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lt/9 Y'^quisi^os para los cariaos de Dfpu'rdo y Sena- 

ií«ri— l'ara el ciwgo de D¡j)i'ta<ío se reqtiíert : 

J.** b£»r peruano de nacimiento, 

2.* Ciudadajío en ejeníicio, 

3.' Tener A^einlicinco aííoa de edad, 

4.* Ser natural del dcpaitauíento á que la provincia 
pertenezca, ó te. un* en él ti es años de res'dencia, 

0," Tener una renta de quiaiei. tos pesos ó ser profe- 
sor de alr^uiía ciencia [Art. 47 O.J 

Para el cargo de Soiadorse requiere; 

!.• Ser peruano de nacimiento, 

2,^ Ciudadan» et» ejercicio, 

8.* Tener treini x y cinco anos d<í edad, 

4.** U)i renta de mil pesos anuales, ó ser profesor de 
alguna ciencia. (Art. 49 C.) 

Se ha tomado la población como la base electoral 
I)ara la Cámara de Dii>utados, y las grandes fraccio- 
nes territoriales ó los departamentos, para la de Sena- 
dores. Así, según el artículo 48 de la Constitución, se 
elige cuatro Senadores propietarios y cuatro suplentes 
por cada departamento qne tenga mas de oclio pro- 
vincias; 

Tres propietarios y dos suplentes, por cada departa- 
mento que tenga menos de ocbo y mas de cuatro pro- 
vincia:; 

Dos propietarios y dos suplentes, porcada departa- 
mento que tenga menos de cinco provincias y mas 
de uiía; 

Y un propietario y un suplente, por cada departa- 
mento que tenga una sola provincia, ó i>or cada pro- 
vincia litoral. 

El artículo 46 dispone que se elija un Diputado pro- 
pietario y un suplente porcada treinta mil habitantes, 
ó por cada fracción que pasé de quince mil, y por cada 
provincia, aunque su población no llegue á este nú- 
mero. 

Ese mismo artículo ordena que se fije por una ley el 
número de Diputados que, en la proporción indicada, 
co responda á cada provincia, y que ese número no 
pueda ser aumentado sino por disposición del Congre^ 
«o. En cumplimiento de esta disposición, se exi)idió la 
ley de Febrero de 18G3, haciendo esa fijación. Según 
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ella, llegaba á ciento el número total ile Diputada*, 
pero como leyes posteriores lian erigido nuevas pro- 
vincias, y la división territorial no está definitivamen- 
te hecha, ha variado y continuará variando el número 
de Diputados. 

101. Eicceíoii de Diputados y Seiiadores.--Al día si- 
guiente de instalado el Colegio provincial, y después do 
oir en la iglesia parroquial una misa de Espíritu San* 
to, se trasladará al lugar de las elecciones para proce- 
der á la de Diputados propietarios y suplentes con 
arreglo d la ley y al plan que debe dar el Congreso de 18G2, 
segiin el censo general qiiepara entonces deberá estar eon- 
cliiido, f Art. 44 L. de E.J 

Constituido así el Colegio, procederán los electores á 
votar para Diputados propietarios, en los mismos tér- 
minos y con las mismas formalidades que señala el ar- 
tículo 41 de esta ley; sin que por ningún motivo pueda 
proccderse de otro modo. Terminada la votación y en 
sesión permanente y continua, se procedeni al escruti» 
nio y regulación de votos guardándose las prevencio- 
nes siguientes: 

1* El Presidente vaciará todas las cédulas de la án- 
fora y las contará para ver si igualan al número de su- 
fragantes. Siendo conforme se depositarán nuevamente 
en el ánfora; 

2* Si el námero de cédulas no fuese igual al de su- 
fragantes, se procederá á nueva votación, cuidando, en 
este caso, uno de los secretarios de dar una sola cédu- 
la en blanco á cada elector, y recogiendo las restantes 
de la segunda mesa; 

8* Sacadas del ánfora las cédulas, una á una, el Pre- 
sidente las abrirá y proclamará en voz alta el nombre 
ó nombres escritos en cada una, y en seguida las pa- 
sará al primer escrutador, y éste á los demás indivi- 
dúes de la mesa para que todos se imjiongan de su 
contenido; 

4.* Proclamado el nombre escrito en cada cédula, los 
secretarios lo anotarán en las listas que por separado 
han de llevar. (Art. 45 y 46 id.) 

Concluida la votación, se practicará el escrutinio y 
la regulación y ae ti'udrá por electo al que hubiese ob- 



tenido la mayoría absoluta, esto es, la mitad del nú* 
mero de los sufragios emitidos y uno mas. Si alguno no 
alcanzase esta mayoría, se procederá á nueva votación 
tomt'índose, de entre los candidatos que tuviesen la 
mayoría respectiva, un número doble al de los Diputa- 
dos que hubiere de elegirse. El Presidente anunciará 
los nombres de estos cainlidatos, y el voto que contu* 
viese nombres distintos se declarará viciado. Si de es- 
ta votación no resultase la mayoría absoluta, se repe- 
tirá en el misuio ónlen y aún volverá á repetirse otra 
vez Si no pudiera alcanzarse mayoría absoluta, ni aún 
en la tercera votación, se i)ondrá en el ánfora los nom- 
bres de los candidatos que tuviesen mayor núihero de 
votos, á razón do dos por cada Diputado que falte; y 
el que saliere por suerte será procKimado Diputado. 
rArts. 47 y48 id.) 

El Presidente proclamará al Diputado ó Diputados 
electos en la forma siguiente: 

*'La provincia de en ejercicio de sus derechos ha 

olegido por Diputado ó Diputados á Congreso, al ciu* 
dadano ó ciudadanos N. N.*' 

Acto continuo y en la misma forma serán elegidos 
los Diputados suplentes. (Arts. 49 y 60 id.) 

Los secretarios extenderán, en sesión permanente y 
continua, la respectiva acta en el libro de elecciones, 
y concluida, la leerá el Presidente en alta voz. Esta 
acta será firmada por todos los individuos de la mesa 
permanente y por seis electores mas. 

De ella se sacarán, cuando mas tarde á los dos dias, 
las copias que fueren necesarias para remitirse á los 
Diputados propietarios y suplentes, al Sub-prefectode 
la provincia, á la Municipalidad^ al Ministro de Go- 
bierno, i)or conducto de la Prefectura y á la Comisión 
Permanente del Cuerpo Legislativo^ por el Presidente del 
Colegio provincial directamente. Cada copia será fir- 
mada por los miembix)s de la mesa y seis testigos elec* 
tores y se remitirá cerrada y sellada. En ca«o de ne- 
garse alguno ó algunos individuos de la mesa á firmar 
el acta original ó las cópiasi se sentará esta circuns* 
tancia en el libro de elecciones y al pié de cada copia» 
Si algún individuo de la mesa se ausentare sin firmar 
las actas ó copias, se le obligará á regresar por el Sub- 
prefecto, á petición de la misma mesa, sin admitírsele 
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iekcusa alguna, y eu caso de negarso á firmar b6 pon* 
(Irá la anotación antes indicada para este caso. (Arts. 
51, 52, 53 y 65 id.) 

Las actas remitidus á los Diputados, se consideran 
como los poderes que le confiere la provincia que los 
lia elegido, siempre que estén conformes con las demás 
actas. {Att. 54 id.) 

El Sub-prefecto de la i>rovihcia no po<Irá negarse á 
dar dirección á las cópiji» do que «e trat^ en los artícu- 
los anteriores, sienipixí que así lo dispongan el Presi- 
dente ó Yocallas de la mesa i)ermanente. Esta remisión 
do copias se hará según modelo. Tampoco podrá de- 
morar la remisión de las actas que se le pasaren, 
por mas de veinticuatro horas, sea directamente á su 
destino, sea á la estafeta respectiva, para (¡ue marchen 
por el primer correo. En caso de faltar el Sub-prefecto 
Mu justo ni comprobado motivo, y justificada la falta, 
8e lí* suspenderá de su destino y de la ciudadanía, por 
el término de un año. 

El Sab prefecto acusará recibo por duplicado de las 
deferidas actas, con expresión de la hora en que las re- 
cibió y de aquella en que las pasó á su destino, dando 
razón de cualquiera demora. El Presidente de la mesa 
guardará uno de estos recibos y el i)rimer escrutador 
el otro. (Arts. 56, 57 y 58 id.) 

En la elección de Senadores se procede i)or el Cole- 
gio provincial en el mismo orden y con las mismas for- 
malidades que para los Diputados, debiendo hacerse á 
la vez y eu una sola cédula la votación páralos propio 
tarios y los suplentes. (Art. 61 id.) 

El escrutinio y la regulación de votos y la procla- 
mación de los Senadores, se hacian, según el artículo 
63 de la ley de elecciones, por la Comisión Permanen- 
te del Cuerpo Legislativo; y estando reunido el Con- 
greso, por la Cámara de Senadores. Suprimida la Co- 
misión, se veriücan esos actos por la indicada Cámara. 
Procederá á practicarlos en sesión permanente y con- 
tinua, y proclamará Senadores á los que resultasen con 
la mayoría absoluta de sufragios emitidos en el depar- 
mento ó provincia litoral. Si ninguno alcanzase esa 
mayoría, será proclamado el que obtuviese la respec- 
tiva; y cuando dos ó mas de esta mayoría tuviesen 

15 
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fgaal número de rotos, elegirá la Cámara entro todoa 
ellos, decidiendo la suerte caso de resultar empate en la 
votación. Al mismo tiempo que.de la regulación y pro- 
clamación, se ocrparfi la Cámara de calificar á los Se- 
nadores electos. Para uno y otro objeto, el Seiiado de- 
berá tener á la vista las copias que han de pasarle el 
Ministro de Gobierno y los Presidentes de las mesas 
electorales deprovincia. (Art. 63, 64 y 66 id.) 

Las copias de las actas de elección de los Senadores, 
que deben sacarse con las mismas formalidades que las 
do Diputados, so remiten al Concejo Provincial de la 
capital del departamento, y á la Prefectura para su in- 
serción en el periódico oficial. La remisión se hará por 
el Sub-prefecto resi>ectivo, si lo acordase asi la mesa, 
observándose lo indicado respecto á las actas de la elec- 
ción de Diputados. (Art. 61 id.) 

Para proceder á la elección de Senadores y Diputa- 
dos, los secretarios» de la resi>ectiva Cámara remitirán 
á los concejos municipales correspondientes, un pliego 
de papel blanco con el sello de la Cámara y firmado al 
margen por el Presidente y por ellos, á fin de que tal 
pliego forme las dos últimas fojas de la copia que de- 
be elevar el Presidente de la mesa al Ministro de Go- 
bierno. Los concejos acusarán recibo de estos pliego», 
á los secretarios de las Cámaras, y los mandarán opor- 
tunamente á las mesas de los colegios provinciales cui- 
dando de exigir recibo. (Art. 81 y 82 id.) 
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102 Atribuciones del Congreso.— 103 Congreso pleno.— 104 Atri- 
buciones especiales de las Cámaras — 105 Publicidad de laa 
sesiones: qviorum. — 106 Inviolabilidad 6 inmunidad de los 
representantes.— 107 Incompatibilidades. — 108 Interpela- 
ciones á los Ministros: voto de censura. — 109 Eeeleccion: 
renuncia: dietas. 

102. Atribuciones del Congreso.— Las atribuciones 
que el artículo 59 de la Constitución da al Congreso, 
pueden clasificarse en tres- grupos: 1.^ atribueiones le 
gislativas propiamente dichas, ó sea aquellas por laa 
cuales declara derechos é impone obligaciones; 2.° atri- 
buciones especiales, en virtud de las cuales interviene 
en el nombramiento de algunos funcionarios ejecutivos 
y judiciales é inspecciona sus actos; y 8.^ atribuciones 
relativas á su propia organización y por cuyo ejercicio 
conserva su independencia. 

Las del primer orden son las siguientes: 

1.* Dar leyes, interi)rctar, modificar, y derogar las 
existentes; 

2.* Imponer contribuciones, suprimir las estableci- 
das, sancionar el Presupuesto, y aprobar y desaprobar 
la cuenta de gastos del bienio, que presenta el Poder 
Ejecutivo al piineipio de cada Legislatura; 

3 * Autorizar al Ejecutivo para que negocie emprés- 
titos, emi)eiiando la hacienda nació]. al, y designando 
fondos para la amortización; 

é.'^ Eecoiiocer la deuda nacional y señalar los medios 
para consolidarla y amortizarla; 

5.* Determinar la ley, el peso, tipo y la denomina- 
ción de la moneda, igualmente que los pesos y medida» 
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6.» Prestar ó negar su asentimiento para el ingresa 
(lo tropas extrangeras en el territorio de la República; 

7.* JEíesolver la declaración de guerra, á pedimento ó 
previo informe del Poder Ejecutivo, y requerirlo opor- 
tunamente para que negocie la paz; 

8/ Aprobar ó desaprobar los tratados de paz, con- 
cordatos ó demás convenciones celebrados con los go- 
biernos extrangeros; 

9/ Dictar las disposiciones nect^nrías para el ejer- 
cicio del deivclio de patronato; 

JO. Crear y sui>rimir empleos jmblicos, y asignarles 
Ja correspondiente dotación; 

11. Eebabilitar & los que Layan perdido la ciuda- 
danía; 

12. Conceller amnistía ó indultos; 

13. Declarar cuando la patria esté en peligro, y snsf 

Sender, por tiempo limitado, las garantías coíisigna- 
as en los artículos 18, 20 y 29 de la Constitución; 

14. Determinaren cada Legislatura ordinaria, y en 
las extraordinarias cuando convenga, las fuerzas de 
mar y tierra que ha de mantener el Estado; 

15. Hacer la división y demarcación del territorio 
nacional; 

16. Conceder premios (x los pueblos, corporaciones ó 
personas, por servicios eminentes que hayan prestado 
á la nación. 

Las atribuciones de la segunda especie son: 

1.* Proclamar la elección del Presidente y Vice Pre- 
dentes de la Eei>ública, y hacerla cuando no resulten 
elegidos según la ley; 

2.» Admitir ó no la renuncia de su cargo al Jefe del 
Poder Ejecutivo; 

3.» Eesolver las dudas que ocurran sobre la incapa- 
cidad del Presidente, de que se encarga el inciso 1.** 
del artículo 88 de la Constitución; 

4* Elegir á los miembros del Tribunal Supremo de 
Responsabilidad, [ Art. 1.*^ de 21 de Marzo de 1871) y^á 
los Vocales y Fiscales dt^ la Corte Supreuja. de entre 
los propuestos por el Poder Ejecutivo. (Art. 126 C) 

6* Aprobar ó desaprobar las i)ropuestasque,con sa- 
gecion á la ley, hiciere el Poder Ejecutivo para Genera- 
les del ejercito y de la marina y pava Coroneles y Oa-* 
pitanes de navio; 
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6.* Examinar de preferencia las infracciones de la 
Constitución, y disponer lo conveniente para hacer 
efectiva la reponsabilidad de los infractores; 

7.* Examinar al fin de cada período constitucional, 
los actos administrativos del Jefe del Poder Ejecutivo 
y aprobarlos si fuesen conformes á la Constitución y á 
Jas leyes, y en caso contríirio, entablará la Cámara de 
Diputados ante el Senado, la correspondiente acusa- 
ción. 

Las atribuciones de la tercera clase son: 

!.• Abrir y cerrar sus sesiones en el tiempo designa^ 
do por la ley. (Ley de 8 de Enero de 1879.) 

2.* Dcwsignar el lugar de las sesiones y <loterminar si 
ha de haber fuerza av^nula, en qué número, y á qué 
ilistancia. 

103. Congreso pleno.— No siempre ñinciona el Cout 
greso en Cámaras separadas. Estas se. reúnen para 
ejercer las dos atribuciones que hemos considerado en 
tercer lugar^ para proclamar ó elegir al Presidente de 
la Eepúblicíí, admitir ó no su renuncia y resolver las 
dudas respecto de su incapacidad; i)ara prestar ó ne- 
gar su consentimiento para el ingreso de tropas ex- 
traiigeras en el territorio, resolver la declaración de 
guerra ó la negociación de la paz, aprobar ó desapro- 
bar los tratados internacionales, declarar cuando la 
patria esté en peligro, y examinar al fin de cada perío- 
do constitucional los abetos del Jefe del Poder Eje- 
cutivo. 

También se reúnen las Cámaras para discutir y vo- 
tar los asuntos en que hubiesen disentido, cuando lo 
exija cualquiera de ellas, necesitándose en este caso 
dos tercios de votos i)ara la sanción de la ley.(Art. 62 0.) 

Kl carácter de urgentes con que casi siempre se pre- 
sentan las necesidades á que algunas de las atribucio- 
nes se refieren, y la eireunstancia de tratarle, al ejer- 
cer las otras, de la sim))le declaración de hecbos, pam 
la que no es neeOvsaria la doble discusión en Cámaras, 
Jnni sido sin duda, las lazonesque se han tenido en 
cuenta para establec^'r la reunión de las Cámaras en 
los casos indicados. 

La presidencia del Congreso se alterna entro loa 



— 120 ~- 

PiVhi U !iU'« (Uí las Cámaras. /{Art. Co C) E>'í:i aUoriiíT 
tiva es por sesiones, empezando por el Senado en cada 
Legislatnra/ (Arr. 6, cap. 1.® Reg. de las .Cámaras.) 



104. Atribuciones especiales de las Cámaras. - Confor- 
mo á lo dispuesto en el artículo 85 de la ley ekuitoral, las 
Cámaras Legislativas son las únicas competentes para 
califiear á sus respectivos miembros. La calificación se 
hac(* en las juntas preparatorias, y se continúa después 
do la instalación, si aun no quedase concluida eu aque- 
llas. 

Las juntáis ))reparatonas comenzaran quince dias 
antes de la instalación del Congreso, y se forman por 
los individuos de cada Cámara residentes en la capi- 
tal. Tara la calificación debe estar presente la tercera 
parto calificada del total deque se compone cada Cá- 
mara y, en el caso de no estar presente esa tercera parte 

60 necesita la mitad y uno mas, estén ó no calificados. 
(Arts. 1 y 2 cap. 11 E. de lasC.) 

Les corresponde, adema» do la atribución do iniciar 
discutir y votar los proyectos de ley conformo al re- 
glamento interior, á cada Cámara, la de organizar su 
secretaría, nombrar sus emj>leadoa, formar sus presu- 
puestos y arreglar su economía y iK)licía interior. (Art. 

61 y 61 CO 

A la Cámara de Diputados corresponde acusar ante 
Senado, al Presiden to de la República, miembros de am- 
bas Cámaras, Ministros de Estado y Vocales de la Cor- 
te Suiuema, por infracciones do la Constitución y i>or- 
todo delito cometido en el ejercicio de sus funciones, 
al que según laí» leyes deba imi>onerse pena corporal 
aflictiva. (Art. 64 C.) 

Correspondo á la de Senadores: 

1." Declarar si há ó no lugar á formación de causa, 
á consecuencia de las acusaciones hechas por la Cáma- 
ra de Diputados; quetlando el acusado, en el primer 
caso, suspenso del ejercicio do su empleo y sujeto á 
juicio según la ley; 

2.* Eesolver las competencias que se susciten entre 
las Cortes Superiores y la Suprema y entre esta y el 
Poder Ejecutivo [Art. 66 C ] 
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105. Publicidad de las sesiones: qnonim-Segiui el 

art. 73 de la Constitución, las sosioues del Congreso y 
las de las Cámaras serán públicas.— Solo [)odníu ser 
secretas en los casos puntnalizados en el Reglamento 
y previo los requisitos en él exigidos. El Eeglamento 
de las Cámaras dá al Presidente y Secretario la fa- 
cultad de calificar los asuntos de qne deba darse cuenta 
en sesión secreta. 

Para que pueda instalarse el Congreso, es preciso 
que se reúnan los dos tercios de cada una de las Cá- 
maras (Art 53 C), y el mismo quorum de dos tercios so 
requiere en cada Cámara para abrir la sesión. (R, de 
las C.) 

IOS. Iirviolabilidiid é inmunidad de los representantes. 

— El art. 54 de la Constitución declara que los Senado- 
res y Diputados son inviolables en el ejercicio de sus 
funciones. En virtud de este privilegio, gozan de liber- 
tad absolutaparamanifestar sus opiniones, sin respon- 
sabilidad de ninguna especie. La única limitación de 
este derecho es la que el reglamento de las Cámaras 
señala, dando á los Presidentes de ellas la facultad de 
llamar al orden é imponer silencio, en último caso, al 
representante que en su» discursos profiera conceptos 
injuriosos ó irrespetuosos. 

La inmunidad en materia criminal se halla sanciona- 
da por el artículo 56 de la Carta, que dice: 

*'Los Senadores y Diputados no pueden ser acusa- 
ni presos, sin i)révia autorización del Congreso, y en 
su receso de la Comisión Permanente, desde un mes an- 
tes de abrirse las sesiones, hasta un mes después de 
cerradas, excepto infraganti delito, en cuyo caso serán 
puestos inmediatamente á disposición de su respectiva 
Cámara ó de la Comisión Permanente en receso del 
Congreso." 

Ni en los artículos constitucionales que hemos cita- 
do ni en ningún otro, se encuentra establecido el inad- 
misible privilegio de la inmunidad civil. Esta circuns- 
tancia era bastante para concluir, que tal inmunidad 
no existía entre nosotros y que no podia ser restableci- 
da, mientras rijierala Constitución actual. Para gozar 
de privilegios que colocan al ñivorecido en muy distin- 
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h\ ijoiulicioii respecto do Iii tle loa demás ciudadahDSi 
es necowsario que la ley los declare de iftia manera ex- 
]>iesay terminante. Respecto de las exenciones con' 
cedidas á los representantes, por su trascendental 
Bigniftcaciou y porque son medios de asegurar la inde- 
pendencia del Poder Legislativo, deben ser y son decla- 
radas por la Constitución misma. A esta, pues, y solo á 
esta, correspondería conceder otras^ si fueran igual- 
mente necesarias, y puesto que no \o ha hecho, no sé 
podría, sin ¡nfi^accion de eUa, otorgarlas en una ley de 
secundario carácter. 

No obstante, se intentaba sostener la subsistencia 
de tfil inmnnidad, y en apoyo de tan errónea afirma- 
ción se citaban las leyes de 1*** de Agosto de 1827 y 20 
de Noviembre de 1832. 

La primera dice así: 

**Los Diputados en las causan crimiüales gozan solo 
el fuero pasivo desde el momento de su nombnimiento.** 

^'Mientras i)ermanezcan las sesiones «leí Congreso no 
podrán ser demandados civilmente ni ejecutados pol' 
deudas.'' 

Persuadidlos los legisladores do la inconsistencia dé 
esta \eyj nada conforme con lo qtie la Constitución de! 
año 26 disponía «obre el particular, la elevaron á ])re. 
cepto constitucional y en la Carta de 1828 (Ai t. 43) st* 
sancionó lo siguiente: **Mientras duren las sesionen 
del Congreso, no i)odrán los Diputados y Senadores 
ser demandados por deudas.'' 

En conformidad con el cspíritti de estíi disposición ^ 
se expidió la resolución legislativa de 20 de Noviembre 
de 1832, que decía: **Los Diputados y Seiuidores, du- 
rante el tiempo de sus sesiones, no están obligados á 
seguir los juicios que tengau empezados." 
• La Constitución de 1833. sancionaba también la ití* 
munidad civil, pero desdóla de 1839 se omitió este pri* 
Vilegio, y tanto eñ ella, como eti las posteriores de 
1856 y 1867, se estableció solamente la inmunidad en 
materia criminal, con condiciones análogas á las que 
contiene la vigente. 

Vése por esta breve exposición que la Carta, de 1839^ 
derogatoria de la del año 34, trajo consigo la abolición 
de la inmunidad civil, vsnncionada en esta, y la consi- 
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guíí^iitiB abrogación de ](\b lejrips c]e 20 de Noviembre 
de 1832 y 1.° de Agosto de 1827. 

Hoy no hay pretextos para postenei* la vigencia de 
la inmunidad civil, porque la 1( ^v de 27 de Enero de 
1879, declara expresamente que los í^epreseutati tes ca- 
recen de ella. 

Ante las ideas que hoy dominan sobre la matferíft, 
no es de temerse que nuestra Constitución retroceda 
medio siglo de camino, y sancione de nuevo el absur- 
do principio de la exeucioai civilj tan contrario alas 
prescripciones de la justicia, que ordena cumplir los 
pactos y restituir lo agenoj sin distinciones de clases 
ni puestos, como ofensivo para los sentimientos de 
probidad, de que mas que otros deben enorgullecerse 
los ciudadanos {\ quienes se confia el desempeño de los 
elevados cargos públicos; 



107. IncóíiípatibUidailes.— Para garañtizái: ía inde- 
pendencia del representante y la libertad de la elec- 
ción, se han llevado hasta un extremo, que solamente 
nuestras especiales circunstancias pueden justificar, 
las incompatibilidades entre el cargo de representante 
y los demás puestos públicos. 

Así la ley de 3 de Enero de 1879, ampliando el artí- 
culo 66 de la Constitución, declara que vacan de he- 
cho los cargos de Senador y Diputado, pbr admitií 
cualquier empleo, cargo ó beneficio, cuyo nombramien- 
to, presentación ó propuesta haga el Poder Ejecutivo. 

Conforme al artículo 50 de la Carta, no pueden ser 
elegidos Senadores por ningún departamento^ íii Di- 
putados por ninguna provincia: 

1.° El Presidente de la Eepública, los Vice-Presiden- 
tes. Ministros de Estado, Prefectos, Sitb-Prefectos y 
Gobernadores, sino han dejado el cargo dos meses an- 
tes de la elección; 

2.° Los Vocales y Fiscales de la Corte Suprema do 
Justicia. 

Por el artículo 51 tami)oco pueden ser elegidos: 

1.** Los Arzob¡s])os, Obispos, Gobernadores eclesiás- 
tico, Vicarios capitulares y Provisores, por los depar- 
tamentos ó provincias de sus respectivas diócesis; 

16 
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2,« Los Curas per las provincias i <iue pertenecen 
sus parroquias; 

3.** Los Vocales y Fiscales de las Cortes Superiores, 
por los departamentos 6 provincias en que ejercen ju- 
risduccion; 

4." Los Jueces de I.* Instancia, por sus distritos ju- 
diciales; 

Los militares por las provincias donde estén man- 
dando fuerza, ó donde tcngran cualquiera otra coloca- 
ción militar, en la época de la elección. 

108. Interpelaciones á los Ministros: Toto de censa* 

ra. — En nuestras prácticas parlamentarias, el dereclio 
de interpelar á los Ministros de Estado, no está sujeto 
A trabas de ninguna especie, y esta ilimitacion en su 
ejercicio ha producido muy lamentables resultados. 

El artículo 44 de la ley de Ministros de 26 de Setiem- 
bre de 1862, dispone que *'el Congreso usará del voto 
de censura, para desaprobar la conducta de un Minis- 
tro, por las faltas que cometa en el desempeño de sus 
funciones y que no merezcan acusación. 

No se conoce en nuestro régimen parlamentario, ade- 
mas del voto de censura, otro medio de hacer efectiva 
la re6iH)nsabilidad política ó moral de los Ministros. 

109. Reelección» renuncia: éietas.— El artículo 58 de 
la Constitución declara, que **lo8 Diputados y Senado- 
res podrán ser reelectos y solo en este caso será renun- 
eiable el cargo.'* 

Desde quince días antes de las sesiones y hasta quin- 
ce días después, se abona á los representantes diez so- 
les diarios. Se les abona ademas, una mesada para 
gastos de establecimiento, y leguaje de ida y regreso á 
sus provincias á razón de doce reales por le^r**^ 
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110 luiciatira.— 111 Trámites de lectura y comisión. — 112 Or- 
den del día.— 113 Disonaionea. — 114 Votaciones. — 115 Cues- 
tiones previas: aplazamientos — 116 Berision. — 117 Teto. — 
118 Promulgación. — 119 Publicación. — 120 No retractiri- 
dad de las leyes. — 121 Interpretación. — 122 Derogacion.-r- 
123 Estatutos reales y personales . 

110. lüiciativa.— Nuestra Constitución concede el 
derecho de iniciativa en la formación de las leyes: 
1.® A los Senadores y Diputados^ 
2.° Al Poder Ejecutivo; 

8.° A la Corte Suprema en asuntos judiciales. (Art. 
67 O.) 

Elejidos los Senadores y Diputados por el pueblo y 
l)ara representar sus opiniones, les corresponde el de- 
recho de iniciativa como consecuencia precisa del sis^ 
tema representativo, tíolo mediante el ejercicio de ese 
derecho, pueden corresponder á la confianza que en 
ellos deposita el país, y proveer á sus necesidades. Al 
Poder Ejecutivo se le reconoce también la iniciativa, 
porque, encargado como está de la ejecución de las le- 
yes, conoce sus imperfeccionas y vacíos y puede propo- 
ner medidas acertadas para salv^ar nnas y otras. Final- 
Biente, el Poder Judicial, representado i)or el mas alto 
de sus Tribunales, es el mas competente para iniciar 
las leyes que tiendan al mejoramiento de la adminis- 
tración de la justicia, que es nuo de los mas importan- 
tes intereses de los pueblos. 

Los miembros de las Cámaras ejercen la iniciativa 
presentando ^ro|K>«2cioneí; el Poder Ejecutivo y la Cor- 
to Suprema dirijiendo proyectos de ley. 
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E) Diputado ó Senador que Imi^a jílj^unn ]>ioposi-r 
cion, la pondrá por escrito con precisión y claridad, eu 
los mismos términos en que qnh»ra (jue í>ea ai)iol)ada, 
anteponiendo sumariamente las razones en que se fun- 
da. Al pié de ella firmará poniendo la fecha en que la 
presenta. (Art. 1.% Cap. YII E. de las O.) 

Si el autor de la proposición la retira, puede sustir 
tuir, lo cualquier miembro de la Cámara. (Art. 8.® id.) 

111. Trámites de lectura y comisión.— Toda propo- 
sición se lee tres veces, en otras tantas sesiones distin- 
tas, y antes de admitirse á discusión puede fundarla 
gu avíto?. Con la declaratoria de haberse admitido á 
discusión, se pasa, á juicio de la mesa, á la comisión 
respectiva, á no ser que la urgencia del asunto ó la fa- 
cilidad de su resol ncion, obliguen á i)rocoder de otra 
maiiera ajuicio de la Cámara. (Art. 4.° id. id.) 

El Presidente de cada Cámara, con ajaobacion de 
esta, nombra, al principio de cada Legislatura, las co- 
misiones que deben dictaminar sobre toda proposición 
6 asunto interesante. 

A las comisiones se lea pasa todos los antecedentes 
de los asuntos sometidos á su dictamen, y pueden pedir 
por conducto de los Secretarios de la Cámara, á los Mi- 
nistros de Estado, los informes, documontos y antece- 
dentes que existan en los Ministerios, oficiuus y Tribu- 
nales déla Nación. 

En la Cámara de Senadores las comisiones se com- 
ponen de tres individuos, y de cinco en la de Diputa- 
dos. Enuna y otra ninguno puede pertenecer á mas 
de dos comisiones. Los Presidentes y Secretarios no 
pueden ser nombrados paia ninguna Comisión, duran- 
te el ejercicio desús respectivos cargos. Se exceptúan 
la de policía interior y la de inspección de diarios. 

Cada comisión itombra un Secretario de entre sus 
miembros, que responde de los momoriales, documen- 
tos y expedientes que pasan ó se dirigen á la misma, 
á cuyo fin lleva un registro de entrada y salidaj y se le 
dan los auxilios necesarios para el despacho. 

Cualquier Diputado ó Senador puede asistir á la co- 
misión que quiera, aunque no pertenezca á ella, i>ara 
COpf<^reMCiar é ilustrar el punto, X^aeden también coíx- 
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Günir iiidiviiluos de fuera de las Cámaras, que jiiz;:'r(si 
éstas necesarios por sus luces, para el mejor y liíaia* 
pronto despacho de los negocios. 

Los dictámenes de las comisiones se firman por to- 
dos los individuos que las componen, y solo están excu- 
sados los enfermos ó ausentes con licencia. El que no 
suscribiere está obligado á presentar su voto partid 
cular. 

Las comisiones usarán do la fórmula: *«Se dará cuen- 
ta álaCámara^' en los memoriales y expedientes que lo 
exigiercH: omitiéndola. en los que han de pasar por ofi- 
cio al Poder Ejecutivo ó devolverse á los interesados. 

Las Cámaras pueden dispensar de los trámites tle 
lectuia y comisión los asuntos urgentes ó de fácil resa^ 
lucion. (Cap. 8 R. de C.) 

I12. Ordea del dia.—Es el estado en que se encuen- 
tran los asuntos que, habiendo pasado por los trámi- 
tes antes indicados, ó dispensados de ellos, deben ser 
discutidos en el turno que les sorresponde. La Cáma- 
ra puede pasar á la orden del día, algún asunto urgen, 
te, y ocuparse de éi con preferencia á los anteriores 
que se encuentren en el mismo estado. 

lis. Discusioaes.y-Admitida una proposición, ó el 
dictamen de la Comisión, ajuicio de la Cámara, la apo- 
ya su autor. Todo proyecto de ley presentado por cual- 
quier Diputado ó Senador se discute antes que el dic- 
tamen de la Comisión, si es contrario ó ha sido variatlo. 
Pero desechado el proyecto, se procede á la discusión 
del presentado por la Comisión. Si las razones son tan 
obvias y poderosas (](ue no hay ouien tome la palabra eu 
contrario, se vota si la proposición está bastantemente 
discutida, y declarado que sí, se procede á su votación. 
Las proposiciones qué comprendan varias partes, ee 
discuten y votan separadamente. 

El que quiera apoj^ar ó contradecir la proposición, 
debe pedir la palabra poniéndose do pié y subir á la 
tribuna, guardándose el orden en que la ha^^a pedido. 
Anadíese permite hablar dos veces sobre el mismo" 
asunto, sino para aclarar hechos, ó desvanecer equivo- 
eacioneSv sin entrar en la discusión principalj pero si 
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varía el estado de la cuestión, puede pedir nuevamen- 
te la palabra. Al autor de una proposición, le es per- 
mitido hablar de nuevo en ladisciusion, para responder 
á las objeciones cuando hay otro que pida la palabra. 
Al hablar los Diputados y Senadores deben dirigir 
la palabra ala Cámara. No deben extraviarse déla 
cuestión, ni procurar inflamar las pasiones. En uno y 
otro cuso deben ser llamados al orden i>or el Presiden- 
te. Si en la discusión se profiere alguna palabra ofen- 
siva (i algún Senador ó Diputado, luieden éste recla- 
mar así que concluya el que la profirió; si no lo satis- 
face y pide que el Secretario audte el olyeto de su que- 
ja, lo otorgará el Presidente, á fin de que en el mismo 
dia ó en otra sesión, acuerde la Cámara io conveniente 
á su decoro. (Gap. IX id. id.) 

114. Votaciones. — Las votaciones se hacen de dos 
modos: por el signo de ponerse* en pié y i>or la expre- 
sión de SI ó NO. El primer modo se observa cuando la 
votación versa sobre si una proposición se admite ó no 
á discusión, sobre si estiló no bastante discutida, ó so- 
bre la proposición misma. El segundo en los mismos 
casos y especialmente en el último, exigiéndolo así la 
importancia del asunto, á juicio de la respectiva Cáma- 
ra, ó del Congreso en su caso. En una y otra votación 
«e procede con las formalidades que establece el regla- 
mento. 

Es nominal la rotación de todo asunto que directa- 
mente compromete las rentas nacionales. (Art. 74 0.) 
Los de inteiés personal se votan por balotas blancas y 
negras, designando las primeras la aprobación y las 
segundas la desaprobación de la solicitud, petición ó 
reclamo. 

Las votaciones se deciden por la pluralidad absoluta, 
esto es, por mas de la mitad. El Presidente no tiene 
voto sino en caso de empate y siempre lo da de pala- 
bra, diciendo Si ó No. (Cap. X E. de G.) 

115. Cuestiones previas: aplazaiBientos.--Al princi- 
piar la discusión de un asunto, ó en el curso de ella, 
puede pedirse por alguno de los miembros de la Cáma- 
ras, que se decida antes algún punto, cuya solución 
hará innecesaria tí imposible la discusión del primero 
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El apliissainionto rte un asunto se resuelve tlel mii^ma 
nioílo por la Cámara, cuando no se cree en posesión de 
lodos ios datos necesarios para resolverlo acertada- 
mente, ó cuando ju7.ga conveniente ocuparse antes do 
otro relacionado con el primero y que influirá en su re^ 
solución. El aplazamiento puede ser fijo ó indeternú^ 
nado. 

116. Uevisioa— Aprobado un proyecto en la Cámara 
de su oiígen, so pasa á la otra Cámara en coi)ia rubri- 
cada por el Presidente y firmada por el Sccretíu-io con 
la respectiva nota de remisión. En la Cámara revisora, 
pasa el proyecto por las mismas tramitaciones que se 
observaron para su aprobación en la de sn origen. 
Si es ai)robado sin adiciones ó modificaciones, se pone 
en limpio para dirigirlo al Poder Ejecutivo, firmado 
X^or los Presitlcntes de ambas Cámaras y por loa Secre- 
tarios. 

Si la Cámara revisora hace modificaciones ó adicio- 
nes, se sugetan éstas á los mismos trámites que el pro- 
yecto. (Art. 68 C.) 

Cuando una de las Cámaras disiente de la otra, se 
reúnen si lo exige cualquiera de ellas, necesitándose 
en este caso dos tercios de votos para la sanción de la 
ley. (Art. 02 inc 2.° id.) 

Todo proyecto aprobado, pasa á la Comisión de re- 
dacción, á no ser que al votarlo se haya resuelto que 
se tenga por redacción la forma que tiene al aprobarse. 

Aprobada la ley, se pasa al Ejecutivo, usando esta 
fórmula: '*E1 Congreso de la Eepública Í?eruaua (aquí 
la parte razonada) Ha dado la ley siguiente (aquí la 
parte dispositiva.) Comuniqúese al Poder Ejecutivo 
para que disponga lo necesario á su cumplimiento." 

117. .Teto*— Eecibida la ley por el Ejecutivo, puedo 
bacer observaciones y presentarlas al Congreso en el 
término de diez diasi Eeconsiderada la ley en ambas 
Cámaras, con la« observaciones, si no obstante ellas es 
aprobada nuevamente, queda sancionada y se manda 
promulgar y cumplir. Si no es aprobada, no puede 
volver á tomarse en consideración hasta la siguiente 
legislatura. El Ejecutivo no puede hacer observacio- 
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ües á las resolaciones ó leyes qne dicte et Coligiese^ . 
respecto de la apertura ó clausura de sus sesiones eit 
el tiempo designado por la ley, de la designación del 
lugar de sus sesiones y de determinar si lia de habei* 
ó no en él fuerza armada, en qué número y á que dis- 
tancia; y finahnente respecto de la proclamación del 
Presidente y Vive-presidente de la Kepública, ó de-la 
elección que corresponde hacer al Congreso, cuando uo 
resultan elegidos según la ley. (Art. G9, 70, 72 C) 



118. ProffiBlgücion. — El decreto en virtud del cual 
el Poder Ejecutivo manda que se publique y cumpla la 
ley, es la promulgación. Se diferencia pues de la pu- 
blicacion^ que es el medio de hacer saber á las antori- 
dades y á los particulares la existencia do la ley, yá 
por su inserción en los periódicos,, ó por bando. 

Cuando el Kjecutivo no promulga la ley, pasados los 
diez días dentro de los cuales puede hacer observacio- 
nes, ó cuando tampoco lo reriñca rechazadas estas, la 
promulgación se hace por el Presidente del Congreso^ 
quien ademas manda insertar la ley para su cümpli. 
miento en cualquier periódico. (Art. 71 id.) 

El Ejecutivo al promulgar la ley, debe usar la si- 
guiente fórmula: "El Presidente de la República-^ Por 
cuanto el Congreso ha dado la ley siguiente (aquí la 
ley) Por tanto, mando se imprima, publique y circule 
y se le de el debido cumplimiento.'' (Art. 77 id.) 

Cuando el Presidente del Congreso hace la promul- 
gación, se agrega después de las palabras **Por tanto'^ 
lo siguiente: **y no habiendo sido oportunamente pro- 
mulgada por el Ejecutivo, en observancia de lo dis- 
puesto en el artículo 71 do la Constitucien" etc¿ etc. 



119. PnblieaeioD. — La publicación de. las leyes, así 
como la de los decretos y resoluciones dictadas por el 
Poder Ejecutivo, se hace mediante su inserción en el 
periódico oficial que se publica en Lima con el nond>re 
de **El Pjeruano." En los Departamentos se publica 
eventualraente un ''Eegistro Oficial.'' 

Entre otras muchas resoluciones y decretos relativos 
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u \i\ i)iiblicacion de *^El P(Maauo" citaremos el de 27 de 
Febrero <lc 1835 que ordehii, (jiie publicado en el perió- 
* dico <)íi<íial (uialqiiicra dccrtíto, ]<\y, resolución ¿te, es- 
tá» obligados á observarlo, todos los que deben sa- 
berlo. 

Por el de 10 de Diciembre de 1855, se dispone; que 
en todQs los departamentos sé publique eventualmen- 
te un Ecgistro Oficial, bajo la inmediata inspección de 
la Secretaría de Ja Pretectnra; que en él se inserten Jas 
leves, los decretos y resoluciones del Gobierno y las 
disposiciones de la Prefectura que sea necesario publi- 
car, tornando las leyes y deciretos supi-emos de **El 
Peruano" que debe reiDÍtirse de Lima (Dec. 1.° de Fe- 
brero de 188J); que el Registro se distribuya entre los 
funcionarios de los deimrtamentos, quienes deberán 
formar colección, etc. 

Nada expreso existe entre nosotros, respecto del mo- 
niento en. que las leyes son obligatorias. El artículo 1.** 
del título preliminar del Código Civil, se /limita á dis- 
poner que: '*Las leyes obligan ¿n todo el territorio do 
Ja República desj>ueí5 do su ])romulgacion.'' Conformo 
al espíritu de esta dis[)osicion, sin <luda la ley es obli- 
gatoria en cada lugar, después de trascurrido el térmi- 
no de su distancia á la cajyital do la República, ó á la 
del departamento respectivo en donde se publican tam- 
bién las leyes; pero como nada hay explícito á este res- 
pecto, la ley debe llenar este vacío, para evitar las íli- 
ficultades posibles de presentarse sobre el i)articular. 

Algunas veces se salva estas dificultades en la misma 
ley de cuya publicación so trata. Así la de 20 do Di- 
ciembre de ISol, que mandó publicar los Códigos Civil 
y de Enjuiciamientos, dispuso qne estos fueran inomill- 
gados solemnemente por el Presidente de la Repúbli- . 
ca y publicados por los Prefectos, Sub-i)refectos y Go- 
bernadores, en todas las capitales de dei)artamento, de 
jH'ovincia y» do distrito, el 28 de Julio de 1852, y que 
desde el dia siguiente al de la publicación regirían en 
todo el territorio deJa República. 

120. No retroactividad de las leyes— En la parte fi- 
losófica de nuestro curso, hemos expuesto la teoría do 
la no rotroacüividad de la ley v establecido -el priíici- 

17 
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l[>io genera)^ de que las disposiciones legales no pueden 
eu ningún casOf reglar actos anteriores á ellas, destru- 
yendo derechos adquiridos, *i>ero que sí pueden ser ^ 
aplicables á tales actos, cuando están de por medio 
simples esperanzas. Como consecuencias de esta teoría 
manifestamos entonces, que las leyes relativas á la ca* 
pacidad de las personas, á las sucesiones, á la aplica-^ 
clon de las penas, á la tramitación de los juicios y á la 
organizaeion de los tribunales, pueden sin injusticia., 
producir sus "efectos respecto de beckos consumados. 
Tamos á examinar ligeramente lo que nuestra legisla* 
don estatuye á este respecto. 

. El principio de la no retroactividad está expresa- 
mente declarado en el art. 15 de la Constitución y de 
una manera implícita en el art. 14. El artículo II del 
lílnlq preliminar del Código Civil, declara también que 
•*ía ley no dispone sino para lo venidero, y no tiene 
efecto retroactivo.** 

Conforme al espíritu ó á la letra de nuestras leyeSr 
cabeJa retroacción en los mismos casos en que la teoría 
la autoriza. 

^a capacidad de las personas depende sin duda de 
las leyes, en todo momento, y puede por consiguiente 
una ley nueva, destruir la capacidad que se había al- 
canzado bajo el imperio do otra, ó viceversa, hacer 
eapaz al qne no lo sería en un momento dado según la 
ley derogada. Así la legislación española fijaba la edad 
de veinticinco años para adquirir la capacidad civil: 
nuestro Código exige solo veintiuno, y, ey fuerza de élr 
l^s <|eie en la fecha de su promulgación tenían mas de 
veintiuno y méBos de veinticinco, adquirieron la capa- 
cidad que no les daba aquella legislación. Así mismos 
una ley nueva podria sin injusticia, hacer incapaz al 
que hoy goza de capacidad, exigiendo mas de reintiunf 
años para adquirirla. Injusticia habría, si la ley des- 
truyera los actos válidamente practicados en la época 
en que se gozaba de capacidad. Tal es, pues, el espí- 
ritu de nuestras leyes á este respecto, conforme coa 
los principios de la ciencia. 

En materia de sucesión, los principios universal men*' 
te aceptados son: 1.'' ias formalidades externas de lo9 
testamentos sojuzgan con arreglo á la ley vigente al 
tiempo déla muerto del testador, en todo lo que exi- 
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giera bajo pena de nulidad; 2.» las disposiciones testa- 
mentarias y la capacidad de los herederos, quedan su- 
jetas á la ley bajo cuyo imperio fallece el heredado: 
8.® la capacidad para testar se decide atendiendo al 
tiempo en que se hizo el testamento y al momento de 
la muerte; de manera que, hecho el testamento sin ca« 
pacidad para ello^ es nulo aún cuando una nueva ley 
confiera esa capacidad; é igualmente es nulo el otorga- 
do cuando se era capaz, si en el momento del fallecí* 
miento se ha perdido esa capacidad. 

Aún cuando nuestro Código Civil guarda silencio so- 
bre estos puntos, y nada dice tampoco la ley de 29 de 
Diciembre de 1851, sin embargo de que habla de lare- 
troactividad para otros objetos, se han seguido por los 
tribunales las reglas que dejamos' establecidas, como 
conformes sin duda al espíritu del Código, suficiente- 
mente revelado en el artículo 666, que declara que "«1 
testamento solo produce efecto desde la muerte del 
testador,'* y en otros muchos que sancionan el princi- 
pio de que la sucesión se abre en el instante del falle- 
oimiento, y que solo desde entonces se adquieren dere- 
chos y nacen obligaciones. Antes de ese momento solo 
existen esperanzas, no hay acto legalmente consuma- 
do» y por consiguiente las leyes pueden retrotraer sus 
efectos para destruir ese acto y esas esperanzas. 

En cuanto á la aplicación de las penas, nuestro Có- 
digo Penal, establece ,el principio que demostramos 
en la parte teórica. "Cuando la ley, dice el artículo 26, 
varié la pena Antes de pronunciarse la sentencia que 
cause ejecutoria, la variación aprovechará al reo si le 
fuere favorable, poro no le dañará en caso de serle ad- 
versa.*' 

Así mismo establecen nuestras leyes la retroacción 
en los procedimientos judiciales y organización de los 
tribunales. El artículo 4 de la ley de 29 de Diciembre 
de 1851 difuso que *'en todos los juicios pendientes ó 
que se promoviesen en lo sucesivo, se observaran las 
formas x>rescrita8 en el Código de Enjuiciamientos.** 
Todas las le^es que han introducido cambios eu el pro- 
cedimiento contienen disposiciones análogas. 

121. Interpretaden.— Solo al legislador, que conoce 
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mojoi' que nadie el espíritu de las leyet^, y q^iie eaíá íii~. 
vcütido del poder de alterarliis y destiuiíia», coires- 
poiuie la atrilHicioii de inteipre{;^irlas, de modo que t^o- 
lo la interpretaeion (!:»<' él luiee tiene fuerza óblipito- 
ria. Es por eísto que el artículo 50 de la Coustituciou 
<1eclara, que es'atiibncion del Congreso "dar leyes, in- 
terpietar, modificar y derogar las existentes-/' y el ar- 
tículo 75 dispone c^nc, para interpretar, modificar y de- 
rof^'w la lev, se observen los mismos trnmites que paní 
j^a formación. 

A los jueces corresponde también interpretar la ley, 
pero tal interj)retacion, hecha en casos dudosos, no tie- 
ne fuerza de ley para otros. De conformidad con este 
principio, dispone al artículo IX del título i)reliminar 
delCóiíigo Civil, que los jueces no pueden suspender 
ni denegar hi adininistraiíion de justicia, por falta, in- 
suñciencia ú oscuridad de las leyes: en tales casos so. 
resolverá atendiendo: <'!.*' al e^x^íritu de la leyf.2.®á 
otras dis[K)SÍcioiíes sobre casos auAlogos; S.** á los prin- 
cipios geueniles del derecho, sin perjuicio de hacer las 
coneuUas correspondientes, ]>ara obteuer una regla 
, cierta para los nuevos casos que ocurran." 

. . Í22, Derogación. — Apesar de las poderosas- razones 
que existen pai-a ace]>tar el desuso, cuando concurre 
cpu ciertas condiciones, como un medio de dorogacion 
de la ley, muchas legislaciones disponen expresamente 
lo contrario. Así el art. VI del tít. prelinnunr del Códi- 
go Civil, dice: ^'Las leyes no se derojian T>or la costum- 
bre ni por el desuso,' y los artículos 59, nc. 1.^ y 75 do 
la Constitución declaran, que al Congreso c()rres[H)nde 
derogar las leyes, y que para ello se observarán los 
ipismos trámites que j)ara su formación. 

|2S. Kstaíutos reales y personales —Las leyes rea- 
les de. un país ri<íen los bienes inmuebles situados en 
el ternt(»rio, cualesquiera que sean sus poseedores. De 
' conformidad con este ^uincipio dispone nuestra legis- 
lación lo í^iguientc: 

Todo exlrangero podrá adquirir confoi me á las leyís. 
])ropieda<l leiritoiial en la República, qiu^dando en todo 
lo concerniente á dicha ¡íropiedad sujeto á las obligacio- 
i;rs y en el goce de los derechos de peruaiu^. (Art 28 C.) 
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EstíUí sujt4o« íi liiH leyes de la -Kepubjica loabicjieííi 
iini\uel)les, ciuílesquiera qiio ^vean la naturaleza y li^ 
cotuliciou del poseedor, (Ai t. 6." Tít. Prel. C. C.) 

Ko hay en nuestro Códipi disposición alguna por la 
cual loí» bienes muebles estén excluidos de la misma 
regla; al contrario el artículo 692 d(l mismo Código Ci- 
vil dice: que **el extraugero que dísiionga en sn últi- 
ma voluntad, de los bienes que tiene en el Pero, Lará 
su testamento arreglándose á las d:Í3i)osiciones de ésto 
Código.'' Ponanalogía debe concluirse, que en todo con- 
trato sobre bienes muebles rigen las leyes peruanas. 

**Las leyes de policía y de seguridad, dice el artículo 
IV del título preliminar\lel Código Civil, obligan á to- 
^os los habitantes del Perú.'' 

El inciso 1.° del artículo 2.9 de.l Código de Enjaicia- 
niientos en niatei;ia i)euai, declara que estáfn sujetos á 
la jurisdicción criminal: *'Los peruanos y extrangeros 
r[uc delinquen en el territorio de la Eepnblica." 

Eespectodelas leyes j)ersonales ^»ropíamente diclias, 
ó sean las que se reficRMí al estado y cnmcidad de las 
personas, el principio nniversahnento adoj^xtado es que 
siguen al nacional á cualquier lugar donde vaya.'Oou- 
forme á esta teoría, no contradicha por nuestras leyes, 
so reputará capaz á un peruano niayor de veintiún 
anos, aíin en un país en donde la mayor edad se haya 
lijado á los veinticinco. I'am las cuestionei relativas 1 1 
estado y capacidad de las.personas, se atiende i)ucs, á 
las leyes de su origen. 

Así mismo se aplica la ley extrangera en otros dos 
^asos: 1.° Para resolver cuestiones sobre contratos ce- 
lebrados en país extraugero. A este respecto dice el 
Código Civil: **Sienipre que se trato de una. obligación 
contraída en país extraugero, las leyes del país dónde 
so celebró §irv^n ])ara juzgar del contrato en todo 
aquello quenp esté prohibido i)or las del Perñ''(Art. 40.) 

2,** Laí^. íoyes del lugar en donde se practican los ac- 
tos riííeu en todo lo relativo ú sus Ibrnudidadés exter- 
ñas. ]3e acuerdo con este ]>nncipio, nuestras leyes dan 
valoren juicio á los instrumentos otorgados en país 
extraugero,, con tal que estén comprobados en la lega- 
gacion ó consulado i^eiuanoque exista en ese paiSj ó 
cu el Ministerio de Eelacioncs Exteriores del Perú 
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||4 ]Qleocion de Presidoute y Vioe-iXFestdentés áehk Bepública^- 
—125 Bequisitos para ser Ptosidente: dumoion del cargoe 
xeelecoion.-r-126 Vacaiioi» de la Presidencia: guspension de 
su ejereioio: Vice-presidentes. — 127 Atribuciones del Pte* 
Bidente: pxohibicionesi renta, 

ISI. Elección de Presidente y Tice-presidentes de la 
Sepdblica.— Esta elecciou se hace por los colegios pro- 
TÜidales después de la de Diputados y Senadores y 
con las iDismas foruialidades. 

lia elecciou para Presidente y Vice-presidentes se lia- 
ce en actos distintos, sin que ninguno de estos pueda 
l*eiterarse para obtener mayoría ó bajo otro pretexto, y 
se omite la proclamación. (Art. 7 L. de 3 de Piciembre 
de 1862. ) Acto continuo, y en sesión permanente so ex* 
tiende la respectiva acta,qite se firma por todos los in« 
dividuos de la mesa y por seis electores nms, y se re- 
mite las cox>ias respectivas al concedo provincial de la 
capital del departamento^ á la prefectura para su in« 
seroion eu el periódico oficial y al Ministerio de Gobier- 
no por conducto de la misma prefecturaj (Art. 71 L. 
de E.) 

Para la elección de Presidente y Vive^presidentes, 
\os secretarios de las Cámaras remiten á los concejos 
provinciales, el pliego en blanco de que hemos hablado 
al tratar do la elecciou de Diputados y Senadores, y 
con idéntico objeto. (Art. 83 id.) 

£1 Ministro de Qobioruo, instalado que sea el Con- 
greso, manda á la secretaría de éste, las actas de loa 
colegios electorales, indicando las que faltasen aún y 
las causales de esta falta. (Art. 72 id.) 
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£1 doirgreso haco la apertura de las actas electOftt^ 
les, las califica, regala los votos y proclama Presidente 
al que hubiera obtenido la mayoría absoluta. Si del es- 
crutinio no resulta dicha mayoría, el Congreso elig6 
entro los dos que h»yan obtenido mayor número de vo- 
tos. Si dos ó mas tuviesen igual nambiro de votos el 
Congreso elegirá entre todos ellos¿ Cuando en est^s 
elecciones resulta empate en las votaciones del Gongre^ 
so, lo decide la suerte. La elección hecha por éí Con¿ 
gréso debe precisamente quedar terminada en una se** 
sion. (Arts. 81, 82, 83 y 84 Oí) 

125. Requisitos para ser Firesidente: daracion del 
targo: reelección.-^ Las condiciones exigidas por el ar< 
tículo 79 de la Constitución sons 

1.® Ser peruano de nacimientej 

2.* Ciudadano en ejercicio; 

8.» Tener treinta y cinco anos*úe edad y diez de do^ 
micilio en la Bepública. 

Se ha fijado en cuatro años el término de la dura- 
ción del Pr^idente en su cargo. (Art. 85 O.) y con el 
objeto de impedir que, poniendo enjuego las influen- 
cias y medios de coacción de que dispone, se haga ree- 
legir oontrariando la voluntad de los pueblos, se ha 
prohibido esa reelección y su elección para Vice-presí- 
dente, hasta después de un período igual. (Art. 85 id.) 

1S6. Vacancia de la Presidencia y suspensión dé stt 
ejercicio: Vice-presidentes.— La Presidencia delafie* 
pública vacíf, ademas del caso de muerte: 

1."^ Por perpetua incapacidad ñsicá ó moral del Pro 
Bidente; 

2."^ Por la admisión de su renuncia; 

8.® Por sentencia judicial que lo declare reo de trai* 
eion, de haber atentado contra la forma de gobierno^ 
de haber disuelto el Congreso, impidiendo su reunión 
ó suspendiendo sus sesiones; 

4.** Por terminar el período para que fué elegido. 
{Art. 88 id.) 

El ejercicio de la presidencia se suspende: 

I."" Por mandar en persona el Presidente la fuerzsí 
pública; 

2.** Por enfermedad temporal^ 
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34° Por liíillarse sametido ajuicio i>oí loa aclitos acá- 
Inulos de iudicar. 

Pam estos casos de vacancia ó impodimcuto, existeu 
dos Vice- Presidentes, denominados primero y segundó 
y que son elegidos al ndsmo tiempo, coa las mismas 
calidades V. para el mismo período que el Presidente. 
(Art. 89 id.) . . ^ 

Eu los casos de vacancia de la Presidencia, exceptx> 
el de expiración del período, el primer Vice- Presidente. 
Concluye el ptMiodo comenzado. Eii los casos <le sus- 
pensión, se eilcarga del mando por el tiempo que duré 
el impeUimehto del Presidente. 

A falta del Presidente y del primer Vice-Presidente^ 
el segundo se encarga del mando hasta que el llamado 
l>orla ley se lialle expe<iito. En el caso de vacante, de- 
be dar dentro de tercero dia, las órdenes necesíirias pa- 
ra que se haga la elección de Presidente y Vice-Presi- 
dente, y convocar al Congreso para la proclamación ó 
elopcíon respectivas; (Aits. 90 y 91 id,) 

Lps. VicivPresidentes de la llepública no pueden ser 

candiíiatos i)ara la Presidencia, ni para Yice-Preí^iden* 

cía, mientraíi ejercen el mando supremo. Tampoco 

puedan serlo los Ministros de Estado, ni el general en 

•efe del ejército. (Art. 92 id.) 
j ■ 

127. Atribucioucs M Presidente: prohibiciones: reñ- 
ía, — Según la excelente clasificación que el Señor Prá- 
dier-Foderé hace de las atribuciones del jefe del Poder 
Ejecutivo, son estas: 

}." Atribuciones administrativas; 

. 2.° Atribuciones políti(3as; 

3;° Atribuciones relativas á la expedición de las 
lej-és. 

Pertenecen á la primeni especie las siguientes: 

íJ^ Conservar el orden interior y la seguridad cxte- 
terior de la República sin contravenir á las leyes; 

2.° Dar decretos, órdenes, rc^glaraentos é instruccio- 
nes para el mejor cumplimientos de las leyes; 

3.® Dar las órdenes necesarias para la re(;audáciou 
ó inversión de las rentas públicas con arreglo á la ley; 

4.® Hacer que se cumplan las sent^ffcias de los tribu - 
hales y juzgados; 



— Í39 ^ 

, 5.*^ Organizar las fuerzas de mar y tierra, distribuir- 
las y disponer de ellas para el servicio de la Eepública; 

6.^ Kombrar y remover á los Ministros de Estado y 
á los agentes diplomáticos; 

7.® Decretar licencias y pensiones conforme á las 
Ieyes> 

S.** Proveer los empleos vacantes cuyo nombramien- 
to le corresponda según la Constitución y leyes espe- 
biales. (Art. 94 inc. 1, 5, 6, 8, 9, 13, 14 y 20 0.) 

El señor Pradier-Fodéré da la razón por la que debe 
considerarse como atribución administrativa, la de ha- ' 
cer que se cumplan las sentencias de los tribunales y 
juzgados. "La ejecución de las sentencias, dice, pertia- 
nece al Ejecutivo como órgano de la administración. 
Mientras no ha terminado el juicio, la suerte de aquel 
á quien interesará la sentencia está, en efetíto, en ma- 
llos del Poder Judicial; pero, cuando los jueces han da- 
do su fallo, termina el papel de la autoridad judicial, 
la pena infligida pertenece al condenado y á la socie- 
dad. La ejecución no depende ya sino de la adminis- 
. tracion. Esta observación es muy importante.'' (1) 

Las atribuciones en virtud de las cuales el Poder 
Ejecutivo interviene en la formación de las leves; están 
Reasumidas en el inciso 4.« del artículo 94 de la Cons- 
titución que dice: 

"Tomar parte en la formación de las leyes, conformé 
á esta Constitución.'' 

Esa participación la tiene: 

1.° Por la iniciativa que le concede el artículo ¿7- 

2.0 Por la facultad que corresponde á los Ministros 
de concurrir á los debates de la^j Cámaras, conforme al 
artículo 108; 

3.° Por la ñicultad de hacer observaciones á lá lev 
de cuyo ejercicio nos hemos ocupado ya; 

4.» Por la presentación al Congreso de un mensao-o 
sobre el estado de la República, y sobre las mejorase 
reformas qiie juzgue oportunas (inc. 3.° art. 94.); 

5.* Por la promulgación y ejecución de las leyes v re- 
soluciones del Congreso (inc. 5.° id.); 

6.0 Por la obligación que tienen los Ministros, con- 

(1) Compendio de Dereclió Administrativo Lección, xiv. 

18 
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forme al articulo 101, de presentar al Congreso ordi- 
nario, al tiempo de su instalación, nna memoria en qiier 
expongan el estado de los distintos rau.os de su des- 
pacho, y en cualquier tiempo los informes que se les 
pida; 

7.* Por la que corresponde al Ministro de Hacienda^ 
según el artículo 102, de presentar la cuenta gener<il 
del bienio anterior y el presupuesto para el siguiente; 

Las atribuciones políticas son: 

1.** Convocar al Congreso ordinario y al extraordina- 
rio cuando haya necesidad; 

2.^ Requerir á los jueces y tribunales para la pronta 
y exacta administración de justicia; 

8.* Disponer de la guardia nacional, en sus respec- 
tivas provincias, sin poder sacarla de ellas, sino en ca- 
so de sedición en las limítrofes, ó en el de guerra ex- 
teriorj 

4.' Dirigir las negociaciones diplomáticas y celebrar 
tratados, poniendo cuellos la condición expresa de que 
serán sometidos al Congreso para su aprobación ó de- 
saprobación; 

5.® Recibir á los Ministros extrangeros y admitir á 
los Cónsules; 

6.* Ejercer el patronato^ con arreglo a las leyes y 
práctica vigente^ 

7,* Presentar para Arzobispo y Obispos, con apro- 
bación del Congreso, á los que fueren electos seguii 
la ley; ' 

8.* Presentar para las dignidades y canongías délas 
Catedrales, para los curatos y demás beneficios ecle- 
siásticos, con arreglo á las leyes y práctica vigentej 

9.*» Celebrar concordatos con la Silla Apostólica, arre- 
glándose á las instrü<5Cíaiies dadas por el Congreso; 

10. Coneeder ó negar el pase á los decretos concilía- 
rea, bulas, breves y rescriptos pontificios, con asenti- 
mient^o del Congreso, y oyendo i>réviamente á la Corte 
Suprema de Justicia,, si fueran relativos á asuntos con^ 
tenciosos. 

Es prohibido al Presidente de la República: 
1.** Salir del territorio de la República durante el pe- 
ríodo de su mando, sin permiso del Congreso; ni con^. 
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cluiUo dicho período, mientras esté sugeto á juicio de 
responsabilidad. (Art. 95 id.) 

2.'' Mandar personalmente la fuerza armada, sin 
permiso del Congreso. £n caso de mandarla, solo tie- 
ne las facultades de General en Jefe, sugeto á las leyes 
y ordenanzas militares y responsable conforme á ellas. 
(Art. 96 id.) 

La renta del Presidente de la Bepüblioano puede ser 
aumentada durante el período de su mandoi (Art. O.) 
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128. Ministros de Estado: sn número. — 129 Eequisitos para se r. 
Ministro. — J.30 Como son nombrados. — 181 Ministros inte- 
rinos y accidentales.— 132 Duración del cargo. — 183 Antori- 
zaciony firma ministerial. — 134 Consejo de Ministros. — 135 
Presidencia del Consejo. — 136 Quorum. — 137 Cuando se 
reúne el Consejo — 138 Voto consultivo y deliberativo del 
Consejo. — 139 Desacuerdo entre el Presidente de la Eepú- 
blica y el Consejo 6 uno de los Ministro. — 14 O Actas del 
Consejo. — 141 Número de votos para las deliberaciones. — 
^ 142 Eesponsabilidad ministerial. — 143 Deberes de los Mi- 
nistros. — 144 Competencia. — 145 Precedencia. — 146 Funcio- 
narios políticos subalternos. 

128. ministros de Estado: sn n<Ímero.--Los Minis- 
tros de Estado son los fuDcipnarios nombrados por el 
Presidente de la República, para dirigir el despacho 
en los diversos ramos de la administración y acordar y 
autorizar sus actos. 

El artículo 97 de la Constitución deja á cargo de la 
ley la designación del uúmero de los Ministros, y de los 
ramos que deben comprenderse bajo cada Ministerio. 
Según el artículo 16 de la de 13 de Mayo de 1861, los 
Ministros son oiíico, denominados de Relaciones Exte- 
riores, de Gobierno, de Justicia, de Guerra y Marina y 
de Hacienda y Comercio. Al Ministerio de Gobierno es- 
tán unidos los ramos de Policía y Obras Publicas, y al 
de Justicia los de Culto Instrucción y Beneficencia. 

129. RefinIsHos para ser Ministro.— El articulo 98 de 
la Constitución exige, para ser Ministro de Estado, las 
condiciones de peruano de nacimiento y ciudadano en 
ejercicio. 
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130» Cerno son nombrados.— Cuando todo el Ministe? 
rio es removido, el Presidente de la Kepública nombra 
Presidente del Consejo y Ministro de uno de los ramoei 
de la administración, autorizando el nombramiento e} 
Oficial Mayor de cualquiera de I09 ministerios. El Pre- 
sidente del Consejo propone al de la Bepública, en un^ 
carta oficial, las personas que á su juicio debep obte-» 
ner los Ministerios. Si son aceptadas, el Presidente 
expide á continuación un decreto nombrándalos, y ex- 
presando las carteras de que los encarga. El Presi- 
dente del Consejo autoriza este decreto. . (ArtSL 3 y é 
leyvde 18 de Mayo de 1861.) 

Para reemplazar á uno ó mas Ministros, el Presiden- 
te del Consejo, con acuerdo de los Ministros, propone 
al do la Eepública la personal ó personas que deban en- 
trar al gabinete. (Art. 6 id.) 

Cuando, i»or muerte ú otra causa, el Presidente del 
Consejo cesa en el ejercicio de su cargo, es inmediata* 
mente reemplazado; y el Presidente de la Kepública, 
con acuerdo de los demás Ministros, nombra al que de- 
ba servir el Ministerio yacante. (Art. 6 id.) 

El Presidente de la Eepública recibe el juraíaento al 
del Consejo y á cada Ministro, en presencia de los de- 
mas, de los Oficiales Mayores y Jefe^ de sección de lofl^ 
Ministerios. El Presidente del Consejo suscribe las no- 
tas circulares, en que se comunica el nombramiento de 
cada uno de los Ministros. (Art. 7 y 8 id.) 

131. ministros interinos y accidentales.— Un Minis- 
tro puede ser nombrado con el carácter de interino, 
aún cuando es en todo igual al propietario. La dura- 
ción de un Ministro interino no puede exceder de cua- 
tro meses, y debe ser reemplazado por otro nombrada 
en propiedad. (Arts. 17, 18 y 20 id.) 

Cuando hay dificultad para proveer la vacante de 
un Ministro en el mismo dia que ocurre, se encargare! 
Ministeirií^ vacante á otro de los Ministros; pero esta^ 
coníision no puede durar mas de treinta dias ni tras-, 
mitirsG á los otros Ministros. Si la falta de Ministro^ 
ocurre por razón de enfermedad del propietario, dura 
la comisión basta el restablecimiento de éste. (Art. 1.**' 
ley de 16 de Febrero de 1863.) 



ISS. Duraeion del car^. — El car^o de Miuistro im 
tíeue tiempo determinado. El Presidente de la Eepu- 
Wica puede remover á uno ó varios ó á todos los Mr» 
Histros, (Art. 21 ley de 18 de Mayo de 18G1.) 



ISS. Autari^ncioii j Qrinft niinisterial.-~El artículo 
99 de la Constitución dispone, que las órdenes y (|ecre^ 
tos del Presidente se firmen por cada Ministro en su 
respectivo ramo, sin cuyo requisito no serán obede- 
cidos.— De acuerdo con esta disposición, el artículo 26 
declara que no tienen valor Jos despaclios, credencia- 
les ni decretos en que el Gobierno expida resoluciones 
ó declatatorias sobre cualquier asunto, si no están íir- 
raados por el Presidente de la Eepública y i>or ol Mi- 
nistro del ramo respectivo. 

$To deben cumplirse las órdenes oficiales que no es- 
táp firmadas por el Ministro á quien corresponda. Solo 
en el caso de bailarse éste legalmente impedido, cir- 
cunstancia qae se anotará en el expediente ó se comu- 
nicará á quien convenga, conocerá del asunto el Minis^ 
tro de Gobienio; y si el impedido es él, pasa al Minis- 
tro que designe el Presidente de la BeixAblica. [Art.. 
27 id.J 

Basta la firma del Ministro para que sean cumpli* 
das las notas ofíciales en que se ordena la ejecución de 
las leyes, reglamentos y disposiciones vigentes, ó so- 
bre asuntos del despacbo, 6 trascribiendo decretos ó re- 
soluciones. Si la nota oficial es sobre algún apunto bk- 
traordinario, ó que, á juicio del Presidente de la Repú- 
blica, merezca dársele mayor fuerza é importancia, el 
Ministro respectivo la leerá al Presidente para que és- 
te la apruebe y rubrique.— A ninguna autoridad que 
dependa del Poder Ejecutivo, es permitido exigir la fir- 
ma del Presidente en las notaa dirijidas por cualqi^iiera 
de los Ministros, ni interpretar las órdenes que reci- 
h&n. Sin embargo, las notas ofipiales que los Ministros 
dirijen al ramo de Hacienda, para que sé ordene algún 
pago, deben ser firmadas por el Presidente de la Re- 
pública, cuando el gasto sea extraordinario. 

lío pueden cumplirse las órdenes libradas en carta 
particular. (Art. 27, 28, 29^ 30, 31 y 82 id.) 
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134. Consejo de Mittístros.—Seguri él artículo lOÓ dé 
la Constitución, los Ministros de Estado reunidos fnr- 
nian el Consejo de Ministras. Ese mismo artículo <l<*iii- 
á la ley, el cuidado de organizar el ^Consejo y detallm' 
sus funciones. La ley de la materia, en su artículo 1.", 
señala como objeto del Coüsejo, dar unidad y dirigir 
la administración 'de los negocios del Estado, bajo las 
órdenes del Presidente do la Kepública y sujetándose 
á la Constitución y á las leyes. 



135. PresidettCia del Consejo.— Es Jefe del Consejo, 
el Ministro que designe el Presidente de la Repúbliííd. 
En todo caso el Consejo debe tener Presidente: por en 
fermedad de éste lo preside el Ministro mas antiguo^ y 
si cesa en su cargo, por inuerte ú otra causa, debe ser 
inmediatamente reemplazado. (Arts. 2, 9, 10 y 5 id.) 

El Presidente de la República preside las sesiones 
que el Consejo celebra en sü presencia. (Art, 11 id.) 



136. Qnorilm.-^Para qite haya Constyo es indispen- 
sable la asistencia de tres Ministros, comprendiéndose 
entre ellos al Presidente del Consejo. (Art. 12 id.) 

W. Cttando se reúne el Consejo^— Él Presidente de 
la Eepública puede convocaí al Consejo cuando lo es: 
time conveniente. Se reúne, ademas, siempre qneeí 
servicio público lo exije y su Presidente lo ordena. Or- 
dinariamente lo hace para ocuparse del examen y de- 
cisión de los asuntos de gravedad que se presentan al 
Gobierno, y para acordar las providencias y resolucio- 
nes administrativas que estime de importancia. Cutan- 
do un Ministro cree indispensable la reunión del Con- 
sejo, por que la urgencia ó gravedad del caso que se 
le presenta no permite diferiiio hasta la primera sesión 
ordinaria, lo comunica á su Presidente quien, sin excu- 
sa, cita inmediatamente á Consejo. (Arts. 11, 18 y 
14 id.) 

El Presidente de! Cons^^o determina, en las sesiones 
ordinarias de ésto, el orden en que deben discutirse lo'!^ 
asuntos sometidos á su deliberación. (Art. 15 id.) 



2::=: 146 — 

Í38« Foto consnltiTO y deliberativo del Consejo. -L<a 

Ifey distingo© los casos en que el Presidente de la Re- 
l)ública debe seguir la opiuion del Consejo de Ministros, 
tte aquellos en que puede apartarse de su dictamen; y 
fentre éstos últimos, aquellos en que está obligado á oir 
6u voto consultivo de los otros en que es para él po- 
testativo oirlo ó no. 

Él Presidente oye el voto deliberativo del Consejo 
de Ministros: 

1." Cuando pide autorización al Congreso para sus- 
pender jíor tiempo limitado, las garantías individuales 
consignadas en los artículos 18, 20 y 29 de la Contitu- 
cion, por estar la patria en peligro; 

2.* Cuando solicita del mismo Congreso, permiso pa- 
ra salir del territorio dé la República, ó para mandar 
í)ersonalmente la fuerza armada; 

8.0 Para decretar bloqueos ó abrir alguna campana 
después de autorizado para ello. (Art. 4.° ley de 16 de 
Febrero de 1863.) 

Debe oir el voto consultivo: 

1.® Cuando creyese conveniente hacet obseí^vaciojies 
á alguna ley; 

2.® Cuando pide facultad para levantar empréstitos^ 

3.® Para: nombrar miinistros plenipotenciarios, en- 
viados extraordinarios ó ministros residentes; 

4.« Para proponer vocales y fiscales de la Corte Su- 
prema, nombrar general en jefe del ejército, almirante 
dé la escuadra, prefectos, Director general de Hacienda^ 
del Of edito públicOy Presidente del Tribunal Mayor de 
Cuentas, y presentar para Arzobispo y Obispos. 

El Presidente de la República puede consultar al 
Consejo de Ministros los asuntos que á su juicio lo me- 
rezcan. La opinión del Consejo en tales casos es sola- 
mente ilustrativa, y el Presidente de la República ó el 
Ministro del ramo, á que pertenezca el asunto consul- 
tado, son libres para resolverlo sobre su propia respon- 
sabilidad. Cuando el Consejo se reúne para prestar un 
voto consultivo, es presidido i)or el Presidente del Con- 
sejo, én el caso de que el Presidente de la República 
ho crea conveniente asistir (i la discusión. (Arte. 2.® y 

e.o id.) 
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13$ Desacuerdo entre el Presidente de la Repfiblica 
y el Consejo 6 uno de los Ministros.— Cuantío uo biiy 
acuchillo entre el Presidente y uno de los Mííiistros so- 
bre cualquier asunto de su ramo, se souíete este al 
Consejo. Siendo acertada la opinio;! del Presidente, e 
infundada la del Ministro, el Consejo resuelve que.se. 
lleve á efecto aquella, y en tal(?aso, el Presidente nom- 
bra al Ministro que debe autorisíar lo resuelto por el 
Consejo. (Art. 23 ley de 1862 y art. 5*» ley de Febrero 
de 1868.) 

Si la opinión del Consejo fuese contraria á la del 
Pi-esidente, habría lugar á la dimisión del gabinete. 
Así mismo debe este pi-esentar su dimisión, cuando se 
presenta alguna oposición dé gravedad ó trascenden- 
cia entre las opiniones del Presidente y las del GonsCi 
jo, sobre algunos de los asuntos ixíspecto de los cuales 
debe ei Presidente oir el voto deliberativo del Consejo, 
no pudiendo quedar en el gabinete ninguna de loa Mi- 
nistros, si bu fcsiao unánime el juicio del Consejo. (Art* 
6.0 ley de 1863.) 

140 Actas del Conseja.— I^as actas de las sesiones 
del Consejo, son redactadas por el Ministro que desig- 
na su Prelsidente. En ellas se inserta la opinioA de eádar 
Ministro sobre los asuntos que se discuten, y déí^pües 
de firmadas por los Ministros, no pueden estos añadir 
aclaración ni explicación alguna* Tampoco es permi- 
tido enmendar ni agregar palabras entre renglones ó 
de otra manera, ni menos raspar el papel. En caso de 
notarse algún defecto, se salva al pi4 de la ^cta, en 
la inmediata reunión del Consejo. (Arts. 41 y 43 ley . 
de 1862.) 

141 Üídmero de votos para las delilieraciones.~-Las 

deliberaciones se decideii por mayoiía absoluta de vo- 
tos; si hay empate, lo resuelve el Presidente del Con* 
sejo, que en este caso tiene dos votos> (Art. 48 id.) ' 

142 KespoBsablUdad ministerial.-^Ademas de las 

disposiciones constitucionales que ya conocemos, rela- 
tivas á la respoDsalnlldad de los funcionarios públicos 
en general, y la manera de haceilaefeetivaí debemos 
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recordar ahora ol artículo 104 de la Carta, que dispo- 
ne que los Ministros son responsíibles solidariamente, 
j)or las resoluciones dictadas en consejo, sino salvan 
su voto, é individualmente por los actos peculiares á 
su departamento. 

La ley de Ministros de 26 de Setiembre de 1882 con- 
tiene, además, las siguientes disposiciones; 

Los Ministros son directamente responsables, con- 
forme (\ la Constitución, de todos sus actos adminis- 
trad vos." (Art. 46.^ 

Los Ministros responderán solidariamente de las re- 
soluciones que se acuerden y expidan en consejo, si no 
consta de una manera exi)resa, eu la respectiva acta, 
que han salvado su voto. (Art. 40.) 

Es también solidaria la responsabilidad de los Mi- 
nistros, en caso de que embarazando íi opouiéndose el 
Presidente do la Eepública, ó cualquiera de ellos, al 
cumplimiento de las leyes, los demás no lo exciten por 
medio de una acta en que conste su parecer ó decisión. 
(Art. 47.) 

Cuando la voluntad del Presidente d^í la Eepública, 
se sobreponga al acuerdo del Ministerio, y se adopten 
medidas contrarias a las leyes ó á los intereses del país, 
solo podrá justificarse la responsabilidad legal de los 
Ministros, con las renuncias de sus carteras é inmedia- 
ta separación del gabinete. (Art. 49.) 

113 Deberes de los Ministros.— La Constitución im- 
pone á los Ministros, el deber de i>r<'sentar al Congre- 
so, al tiempo de su instalación, una memoria, en (in(» 
expongan el estado de los distintos raíaos de su de.si)a 
cho; y en cualquier tiempo, los informes que vse les pi 
dan. Al Ministro d<i Hacienda, le impone el de pi-esén- 
tar, ademas, la cuenta general del bienio y el |)resu- 
puesto para el. siguiente. Beben así mismo, coiietirrir 
á la discusión de las Cámaras ó tlel Congreso, sienvpre 
que sean llamados, y tanto en este caso como en el de 
estar presentes por tratarse de un proyecto de ley i>re- 
senfcado por ^ ellos, contestarán ó bis interpelaciones 
que se le^ bieiere. (Arts. 101 102 y 103 C.) 

Los Ministros, demás» deben: 

Cuidar de resolver á la brevedad posible los asuntos 
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de particulares que se presenten al Gobierno, prefírien* 
do siempre la parte oficial en el despácbo; 

Cuidar dé que las oficinas absuelvan los informes y 
practiquen las diligencias qué se les encarguen, cuán- 
do mas en el término de diez dias, salvo el de la dis- 
tancia. Concluida la snstanciácion de los asuntos qué 
ante ellos pendan, los resolverán dentro del petetitorfd 
término de treinta diosj 

Cuidar de que se publique en los periódicos, cuando 
menos una vez par semana, la razón de los asuntas 
despacb^dos en (ííkIjv miiiisterií»^ 

Evitar las sustanciaciones iuiíccesarias de los expe- 
dientes que giran en ios miuisterios. Solo pedirán in- 
formes á las oficinas y funcionarios públicos, ó vista al 
fiscal en los casos degiignados por ley; 

Dar frecuentemente audiencia al p&blico, sin perjui- 
cio de señalar eu cada semana, un dia especial eon es» 
te objeto. (Arts. 33, 34, 85 46 y 61 ley de 1862.) 



144. Competeueia.— Las inapetencias que se suscin 
tan entre los Ministros sobre asuntos del despacho^ 
las resuelve el Presidente del^ Pepública. (Art. 52 id.) 

145. Pr^eden^ia.-— En los actos públicos y del ser- 
vicio, los Ministros ocui^an lugar de preferencia según 
la antigüedad de los nombramientos y ))resi<lidos por 
el Presidente del Consejo» Bi todos tienen la misma 
antigüedad, sirve de regia el orden en que están enun- 
ciados los ministerios en el articulo 16 de la ley. 

146. Funcionarios políticos subalterDOS —Ademas de 
los Ministros de Estado, forman parte del Poder Eje- 
cutivo los funcioparios políticos dependientes de él. 
Para la ejecución de las leyes, dice el artículo 118 de 
la Constitución, para el cumplimiento de las senten- 
cias judiciales y para la conservación del orden públi- 
co, habrá Prefectos en los Departamentos; Sub-Pre- 
fectos en las Provincias; Gobernadores en los Distritos 
y Teniente-Gobernadores donde fuese necesario. 

Los Prefectos están bajo la inmediata dciK'iuIcncia 
del Poder Ejecutivo; los Sub Prefectos bajo la de los. 
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Prefectos; y los Gobernadores bajo de los Sub-Prefec- 
tos. Los Prefectos y Sub Prefectos son nombrados i>or 
el Poder Ejecutivo: los Gobernadores por los Prefectos 
á propuesta en terna de los Sub-Prefectos; y los Te- 
niente-Gobernadores por los Sab Prefectos, a propues- 
ta en terna de los Gobernadores. £1 Poder Ejecutivo 
puede remover á los Prefectos y SubPrefectos, con 
arrearlo á la ley. (Arts. 114 y 116.) 

El artículo 116 de la Constitución deja á la ley, el 
cuidado de determinar las atribuciones 4le estos fun- | 

(sionarios. El estudio de esa ley, como el de todo lo re* 
Jativo á tales funcionarios, corre^sponde al dereclio ad- j 

ministr^^tivo. I 



1 



CAPITULO IX 



147 Tribunales y juzgados de la Eepública.— 148 Tribunales y 
juzgados civiles. — 149 Ordinarios —150 Privativos.— 151 
Extraordinarios. — 152 Tribunales y juzgados en materia 
criminal. — 158 Requisitos para los cargos de Vocal y Juez. 
— 154 Competencia, — 155 Fiscales. 

147.— Tribunales y jnKgados de laRepúMica —El ar- 
tículo 125 de la Coiistitiicioi), dispone qne haya en la 
Óapital de la Eepública nna Cort^ Saprema; en las de 
Departamento, á juicio i\e\ Congreso, Cortes Seperio- 
res; en las de ÍProvincia, juzgados de primera instan- 
cia, y en todas las poblaciones juzgados de paz. El 
mismo artículo deja á la ley, el cuidado de determinar 
el nfiraero de juzgados de prímera instancia y de paz 
que debe haber en las provincias y en l«s poblaciones.. 

Existen, ademas, otros juzgados y tribunales esta- 
blecidos i>or las leyes. Vamos á ocuparnos de todos, 
siguiendo la clasificación que los Códigos de Enjuicia- 
mientos en materia civil y cfif^iinal hacen de ellos, se- 
gún la especie de jurisdicción qne ejercen. 



118. Tribunales y juzgados ciTiles— Estos son ordi- 
narios, privativos y extraordinarios. Los primeros son 
los que ejercen la jurisdicción ordinaria, ó sea la que 
recae sobre toda»» las personas y cosas del fuero co- 
mún. Los privativos ejercen su jurisdicción sobre las 
personas, cosas ú objetos especialmente determinados 
j)or las leyes. Los extraordinarios son los que conocen 
de los recursos extraordinarips de nulidad y responsa- 
bilidad. (Arts. 6, 7, 10 y 13 C. de E.) 



\ 
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149. Ordinarios. — Ejercen la jurisdicción ordins^ria 
en materia civil: 

1.» Ijos jueces de paz y los de primera instancia en 
las ca^usas del fuero común, de que conocen según sus 
atribnciones; 

Í2.« Las Cortes Superiores eji las causas de que deben 
(íonocer conforme á sus atribuciones comunes. (Art. 
8 id.) 

La Corte Suprema es evidentemente un Trinunal or- 
dinario, ])uesto que, cuando declara haber nulidad en, 
fl failp de segunda instancia, sometido á su conoci,- 
fpiento, resuelve sobre lo principal. 

Las Cortes y juzgftdps de primera instancia existen- 
tes lioy, son; 

1? La Corte de Lima, cuya jurisdicción se extiende á 
los Departamentos del mismo nombre, Junin, Huánu- 
(!0, lea y ProYincia íitpral del Callao: comprende die^ 
y seis distritos judiciales de pribiera instancia con vein- 
titrés i Reces; 

2? La de Arequipa, que ejerce jurisdicción en el De- 
partamento de a^ íjiambre y comprende siete distritos 
0e primera instancia con diez jueces. 

3? La de la, Libertad, que la ejerce en el Departa- 
mento del mismo nombre y en el de Lambayeque, con 
do^í ^isti^itps d^ primera instancia en ambos JDepar- 
tíimeíiiío&, 

4? La de Pi^ira, que ejerce jurisdicción en el De« 
partamento de su nombre, comprende los distritos 
existentes en él. 

5* La del Cuzco, que ejerce jurisdicción en los De- 
partamentos del Cuzco y Apurimac: comprende diez 
y seis distritos judiciales. 

6? La de Ayacuclio: se extiende su jurisdicion á los 
Peparta^ientos de Ayacucbo y Huancavelica: compren- 
(ie once distritos de primera instancia. 

7? La de Puno: al Departamento del mismo nombre 
con seis distritos. 

8^ La de Tacna: al Departamento del mismo nom- 
bre, al de Tarapacá y á Moquegua, con seis distritos de. 
primera instancia. 

í^l La de Cajamarca, á los Departamentos de Caja- 
marca, Aínazonas y Loreto, con catorce distritos. 



iO. L:v lio Ancack»: al DeiMirtauíento del niisnió íióvA- 
bre, con siete distritos. 

150. Privativos— Se ejerce lá Jurisdicción privati- 
va sobre las i)ersona8, cosas ú objetos especialmeíité 
iletenniuados pUí las iej-eS. (Art. 10 0. de E.) 

Tienen jníisdicclon privativa: 

1." El Tribunal de responsabilidad judicial, la Gbrté 
Suprema y las Superiores de justicia, en iittud de latí 
atribuciones esiiecialeá que les seríala lít ley sobrQ to- 
sas ó personas determinadas; 

2.** Los juzgados de presns; 

8.** Los de comisos^ 

4.® Los de aguas; 

5.<* Los de comercio; 

t).° Los de minería; 

7. Los del tuero eclesiástico; 

S.«> Los del fuero militar, (Art. 11 O. de E.) 

El Tribunal de responsabilidad éonoce dé los jfíífeióá 
de responsabilidad civil y criminal, que se inician coíf- 
tra los vocales de la Coite Suprema, y dé los i-ecfifsoá 
do nulidad de las sentencias <Jue la misma Corté pro- 
nuncia en segunda iiistaiícia. (Art. 6, ley de 9 dé Ene- 
fo de I8G0O 

La Corre Suprema, comoTribufral privativo, conoce: 

1." i>e los negocios contenciosos de los indivldnóá 
del cuerpo diploníático y coiisulUr residente en la Re- 
pública, y de iaíT iiífiaccionés del Derecho Internaí- 
eional. 

iJ.° De los pleitos que se susciten sobre contratas ce- 
lebradas pi/r el SupreníO Gobierno y por Sus agentes? 

3.° De los deSfi)ojos líecTios {iot el Suin'émo Poder 
rjecutivo, p^ra solo él efecto de la restituíiion; 

4.° De los derechos coiítcncioso» entre departamen- 
tos, ó inovinciasy pueblos de diversos departamentos. 
(Incs. 8, 4, 5 y 6, art. 81, Keg., dé Trib.) 

Las Cortes Sñpevioi-ésy comí) íí'ibánateá privativoií 
en materia civil, conocen: 

1.^ Dó los lecíirsos de í'íiérza interpuestos contra lo^ 
í'xesosf ó abusos de los jueces eclesiásticos, i>ara obli- 
gailosá arn'^glarse á las leyes. (Art; 1703 y sig.> C. 
de F.); 
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2 ** En seji^niula instancia, de ]i\s csiman de fuero es- 
pecial, exceptuándose las del fuero eclesiástico. (Iuc9. 
3 y 9, íirt. .Jo Ki*g, de Trib.) 

Oonoce, en ]>rin>era instancia <le laR ounsas de pre- 
sas, el Cpniandante General de Marina, que reside en 
el Callao, con aí*e.soi'ia del auditor del ramo, que es el 
juez de i)riniera instancia de esa provincia. }5n segun- 
da conoce la Corte Bujierior de Luna». 

En las causas de contrabando nnirítinio y comisos, 
son jueces de printera inst!ancia los aiUuinistradores 
de aduamis. En segunda, los Juzgados de alzadas de 
comercio (sui)r¡mídospor ley <le24de Octubre de 1876) 
y la Corte Suprema del recurso de nulidad. 

En primerainstancia, los jueces de aguas sou los or- 
diñados; en Lima liay un juez esi>ecial: eu segunda, 
la Corte Superior, y del recurso de nulidad conoce la 
Corte Suprema. 

Conocen tni primera instancia eu los jttieio» de co- 
mercio, el Tribunal del Consulado en Linta, eompties- 
to de {\\t Prior y dos Cónsules comerciantes, elegido» 
anualmente por los comerciantes matriculados. En lan 
demás provinciiis, las dii»utacif>nes de comercio. El 
Tribuind del Consulado tiene un Asesor permanente; 
en las diputaciones asesoran los jueces de primera ins- 
tancia del fuero común. 

La Corte Suprema conoce del recurso de nulidad. 

Las diputaciones, que^ existen en los asientos y en 
cada una de las provincias en que haya mas de quineo 
mineros (ley de 24 de Enero de 1871), compuestas á% 
dos diputados con asesoría del juez de derecho, cono- 
cen en primera instancia de las causas de minas. 

En segunda instancia cíuifi^cen un vocal de la Corte 
Superior y dos conjueces del ramo. 

La Corte Suprenni conoce del recurso de nulidad. 

Es juez de priniera instancia, en causas civiles ecle- 
siásticas, el provisor del respectivo pb¡spa<lo, y de se- 
gnuíla el metropolitano. Cuando «yr'este el que conoce 
eu prin)era instancia, en cansas dksujs diócesis, cono^ 
ce de la ai>elacion el Obispo de Huamanga, 

l$i. Extraordinarios.— Son tales el Tribunal Supre- 
mo de Besponsabilidad, cuando conoce por recurso d« 
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nulidad, (le loü) tiUios pronunciados éu segaiidá instan* 
cia por la Corte Siipreraa, y esta Corte, siempre que 
conoce i>or el mismo i-^cursb d^ los ialios proiiüneiados 
por las cc^tes y tribuiiaies de Segunda ¡ustáiscia« 



152. TMbniíiilesy jnxgtiibH» en Imterfo icHvliHil.— 

LajUritsHiccion ordinaria en materia criminal, se ejerce: 

l.^Tof losjueceis de país, en los juicios por faltas y 
en los de burlo y esta^A cuyo hítenos no etcedade 
cincuenta pesos; 

. 2."" Los de prynerá ín^táhctá; ifor apelación 6 recurso 
de queja en los juicios á que se refietie él inc. anterior; 

Sj" Los jueces de primera instanbili eh los juicios por 
delitos del fuero cbthuU; 

á."" LAS Cól:tés Süty^ribrés, pok iát>ela<>íoii, eonautta 6 
recurso do queja, en los jiiibibS ^ qtlé sé refiere el ivre- 
cedente inciso. (Art. 4 O. de E. P;} 

Ejercen Jurisdiiocioii est^'e^ial': 

i:*" Las Coinés Súi)eHói^,^tfaAdó cddocéü én pridie- 
ra instancia de los delitos que, en el €¡|ercioio de sus 
funcioneSi cometen los prefectos, jueces de primera 
im^ncia y cónsules del Perú en el extrangero; 

2.0 La üorte Suprema, cuando conoee ea segunda 
insti^ncia de las xiausas designadas en el inb. anterior; 

8> La Cbrte Sttpreraai en primera y sej^^uuda instan- 
do, en laé can&a6 contra los ar^bispos, Obispos, mi- 
nistros de estado, agente» diplomáticos del Peri y to- 
oftles de Iká Cottes 6Íit^ibré6, que individual 6 eidec- 
titamente d^íititiati en el ejercicio de sns ftincionesif 

4."* La Corte Suprema, en él juicio de respbnsaÚli-^ 
dad contra el Presidente y Vice- Presidente de la Be- 
Í)ública; 

5.*» Kl Tribunal dfe responsabilidad juditsíal, en los 
delitos que en el ejercicio dé sus fliiicibtíes éometen los 
rocióles dé lá Corte Suprema. (Art. 5» O. dé £ P.) 

. Los consejos de guerra, son dos: él brdinário y el de 
oficiales getiérales. £1 pninei:6, fortnádó por siete ca- 
pitanes, juzga los delitos cómélidos por cadetes^ sar<» 
gen tos y clases inferioreá 6 sbldadoé; el segunáo, com- 
puesto de siete, miembros cuando menos, ó tíleee cuan^ 
do mas, ju2gá á los oflcialed de cOal(jfiiérá graduactoü. 

20 
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ti06 <teIité'S de qne conocen los consejos de gmrrd^ 
sotí t4Mloi} los q^ie comete nn militar en el ejercicio de 
Ms fanekmes. como la instibordinacion, la impericia ó 
descnido eti ei ciimi^imiento de sus deberes, y, en ge*» 
iieral, todos aquellos que no estando consignados eu el 
Código Penal, no son delitos comunes. 

K» MUnto é la «muera de |*rocedep en el juzgamien- 
to, tratamiento de los reos, aprobación de la sentencia 
por el Supremo Gobierno, etc., rigen en parte las or- 
fii»ma>zas mUilares y la ordenanza naval de 1802, y 
mnclias resoluciones y decretos que se han dictado so- 
brrkk mtlerla^ (Véase el Diccionario del Señor Garda 
6alel€fOii* en la pítlabra Conejo de guerra.) 

Los delitos del ftíero eclesiástieo, ó sea los esplritaa« 
les y los mixtos, se juzgan por los obispos ó los provi- 
sore|«^«it primcfl^instaiieia, £b s^unda instaneia eo* 



í»i Be^fsftés pir* los e«itrés Ü l^ocail y ám^ 

Para mt jues de paz ^e jrequiere: 

Í4® Ser ciudaclaino eA ejercicio; 

S."" Veci&o del ¡meblo donde se ha de ejercer el cai^o^ 

3k® Saber leer y escíilH^, 
; ^J" JSn Ja« capitales de de>partamento y de proYíncia 
y jm Jas 9roYiuci$s litomles^ se necemta adenms, tener 
Km^ xemimáe ti^eseiett^os pesos 6 3er profesor de a^puift 
cíenQift. (Art. 6 ley de li de AbrH de 1861.) , 

Xi0J9 juRoes d0 paz son nqmhmá^ por los Prefectos*' 
á propa^tA en terna de loi^ jueees de priiiaera iustaa^ 
mt> (iif^ id.> 

iPaiía ser jraeis de primera instancia se exige: 

1." Ser peruano de nacimiento; 

2:* Ciédadano en ejercicio; 

S. Tenw treínf a aiii^s de edad* 

4,® Ser abogado re^wAido en cualquiera de los tribu- 
nales de la Eepúbliea y Kaiser ejerci<lo la profesioii 
por eineo aüo» con repHtacfon notoria. (Art 6$ Beg. 
do Tribi) 

Los jáefífiB dB primíera I nstancfa son nombradlos por 
el Poder fijecutívo, á propuesta en t^ma doble de laa^ 
üortes Saperiores. (126, O.) 
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jp^jcít ser vocal ó gi^caj 4e uj*a Cort^iSupefiai §q pe 
cesUa: 

1,*» Ser peniauo de nacimiento^ 

2.** Oiqéadaiio eu ejercicio; 

3.® Treinta años de edad; 

4.* Haber sido juez de (trímera iástaad»^ felatoc ^ 
Rigente ÜHcal, al uieuosi i^or cuatro anoa, ^abo^i^o cou 
estudio abierto por ocbo. (Art. 31 Reg.. de Trib.) 

Lo» Tócales de las Cortes Superiores son iiambmdos 
por el Ejecutivo, á propuesta en terna c|oble de la Ctet 
te Suprema. (126 0.) 

Para ser vocal ó fiscal de la Corta Ssppmaik m ire 
quiere: 

I,* Ser peruano de naeíinieut'^; 

2.** Ciudadano en ejercicio; 

8.* Tener cuarenta años de edad; ^ 

4.» Haber sido vocal ó fiscal de alguna Coi*te Bupe- 
yior, por ocbo años ó haber ejercido la abogacía por 
veinte. (17 Reg.de Tril).) 

Los vocales y acales de la inerte Supretíia bou ném- 
brados i>of el Congreso, $x)ropaestaeM'terAailoble'dél 
Poder Ejecutiva (126 C) 

La Corte Suprema se compone de nueve vocales y 
dos fiscales. // 

Para sustanciar y resolver en segunda iüstofid»^ 6 
en primera y segunda, las causas de que conoce priva- 
tivamento, se divide en dos salas comxmestafi de^cua* 
tro vocales» ^ 

Los recursos de nulidad 8(d resuelven por siete vo^ 
cales. 

Para ser vocal ó ñscal del Tribunal de Eesponsabili' 
dad se exige? 

1."* Haber cumplido cuarenta aiños de edad; 

2.« Tener título de abogado recibido; 

3.^ Poseer una renta que no baje de tres mil pesos; 

4.^ Haber sido Senador ó Diputado, Ministro de Es- 
tado ó miembro de un tribunal de justicia» ó Decano 
del colegio de Abogados, ó haber seguido cualquiera 
carrera pública, por diez años, con reputación notoria* 
Pueden también ser electos, los jubilados y cesantes 
que reúnan las calidades antes indicadas. 
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£1 Tribanal de Besponsabilidad se renueva cada caa- 
drieiiio legal, después de la proclamación del PreBideii* 
te de la Bepáblica. (Ley de 9 de Enero de 1865.) 

El Tribunal se compon^ de nueve vocales y nn fis- 
cal elegidos por el (Jpugrej^o. ^ar^ ^^^inpla^r ó su- 
plir i toi v<M¿leR y íi¿i5al, se nonibrís^ por él mimno Oon- 
greeo c^u^^trc^ acyuutos ¡míSk \^ ^mui^i^^ y uno i>ara el 
segundo. 

"^ La sala de este Tribunal se forma opn siete vocales. 
(Arto. 1, 2 8 ley de 81 de Marsó» de 1868.) 

ISá. (¡•■pftoneta.— Lci jurlsdiccipip. ordinaria de los 
i^eces de paz, se ejerce en asuntos cuya cuantía no pa- 
sa de doscientos p^so^. Su resolución' ea i^iap^lable, si 
la cosa disputada no excede (\e yeinte {^.esos, si p^sa 
de esa suiua^ ^, ai>e]|able ^pt^ el juez 4^^ primera ins- 
tancili, p^^CP qp^i^biiP ^ec^rap, alguno del f^llo pronnn- 
QÍadp pí>j óste^ 

Los jueces de prim^i^j^^ in^tancja cpuj^i^en de tod.0 
asunto del fuero coman, cualquiera que sea su cuantía; 
gp« flAU<^ 9P]^ a|»<p1a})l^ p^rs^ ante \^, CP^tes Supe-- 
ríores. » -» ^ 

» ■ . , 

I5&. Fisealesk — La misión principal cl^ estos funci6- 
Iiaidos,esr0pre8ent(u*al Bs^ado^n la^^u^as civiles en 
qpAW parte y acusar en lo9 j^oj^os <^iminales< 
' I^CóifligO!^ <^e Ei^uiciajiAientos en materia civil y 
criminal y el Beglametito de Tribunales, detallan iHfi 
atribucjipi^es (\d esto^ fi\ncH>narío8, los requisito^ qu^, 
^eben reqnir los nombrados, etc. 



eAPITULO X, 



166 Administración de justieia. — 157 Inamcwrilidad de loe jmeeei^ 
— ^158 Juicios por comisión. — 159 Limitación de la jnrisdiQ-^ 
cion.—ieo Publicidad de los juicios,— 161 Motivacáon d^ 
las sentencias. — 162 I^esponsabi^idad de I^a jueces.— 1(S 
Acción popular contra los jueces. 

156. Administrsiciaili it jpstíeia.— l^s p^B^cipioB só? 
bre que reposa la adrainistracion ue justicia eu la Ee^ 
publica, ademas de la independewia y responsabili-. 
dad del Potler Judicial,^ C(yr\ui^es % \^^ atroja íoderes^ 
8011 los siguen tés; ' - * ' 

1.*» La inainov\lid,a^ de loa^ii^ecesi 

2.* La prpbibiei^pj;i de juzgar por con^i^ion j 

8.^ La limita^ipp. de la autoridad de los jl^ecel^ p^OT 
razón del tewtoi^iQ, ^e lajs opsa^s, de laa pi^rso];^» y d^ 
los grados; 
* 4.** La publicidad, ^ lofí. J^otpp judicial^sj 

6.® La mptlyació^ áfi Ips fallos; 

6.^ La resppn^bilidad civil especialmente inipu^to» 
á los jueces; 

7.^ La ación popular contra los jueces, por rasK>n de 
los abusos qup^ cometan. 



157. Inamoi^ltd^ d^ |9»J«e€e&— X^os ju,^s y nía- 
gl8ti*ados,no puedeu ser sjeparádós, de sus ca^rgos, 8ÍQ4> 
por sentencia condenatoria: estp es, son inampxibles. 
Esta principiojsi bien no está expresamente establecido 
en laconstitucion^es á nuestro juicio, consecuenpia pre- 
cisa de la independencia del Poder Judicial, qué la 
^arta consagra. Gi^^^rtp es, que tal i;Lde]^enj(len<$ia no os 
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absoluta, puesto que al Ejecutivo corresponde uombrar 
á los jueces ó intervenir en su nombramiento, y tiene 
también la facultad de requerirlos i)or la exacta admi 
nistracion de justicia, (arts. 94 inc 7.^ y 126 0); l^ero 
estas restricciones qel principio constitucional de 
la independencia del Foder Judicial, están expresa- 
mente establecidas en la misma carta, y no se puede 
admitir otras qqe no lo estén en la raisuia forma. Pop 
eso, el congreso die 1860 creyó bastíante para estable- 
cer la ini^movilidad de los jueces, suprimir el ai*tículo 
constitucional de 18§6, que sancionábala amovilidad, 
como que, destruida la ei^cepcion, quedaba á e8te res- 
pecto €^n toda ^ vigor el principo. Muolio es qu^, en 
fuerza de la tu^ees¡4ac| 4e oous^v^r el sistema de or- 
ganizacion jiidicial po» tribunales i>ermanentes, y por 
ser exijencia del siátema, el Poder Ej^utivo nombre ó 
intervenga en el namUramiento de loa jueces, que, por 
este motivo y poúr \^ espepamsa del ascenso, álgunoa 
vínculos de a^Uordinaeion oonse^^van pon dicl^o Poder. 
Correctivo necesario para eate vicio jnevítívble del sis- 
tema, es la i^amovilid^id d^y^^» 9^^ ^ ^\&^ agradece 
ó espera, al n^enos nada teme de aquel. Tal ha sidoevi- 
dentemente el intento que guió á los legisladora del 60, 

Se ba dicbo que *'la amovilidad establecida por la 
constitución del 66, ae refleje qo «itxlo á los miembros 
del Poder Judicíalt sino á todos los empleados^ Si, en 
virtud de la supresión feecba pór los legisladoras del 
60, se ba establecida el principio coi^trarlo, íiabrá qu^ 
reclamar la inamoviüdad para todos los empleados de 
laBepública, lo cual escontrario á recientes disposición» 
lies de nuestros congresos (l).*^ Harepos notar que, 
respecto de los em]>leados de orden distinto del judi- 
cial, no hay en la carta principio alguna del Qual pueda 
deducirse la inamoviüdad, no obstante la supresión del 
artículo que los hacia amoviblesj y, eii cuanto á los ju- 
diciales, ese principio existe sin duda. 

La inamoviüdad de los jueces, la encontratnos esta- 
blecida también en el Código de Enjuiciamientos Civil. 
El artículo 17 enumera las únicas causas de i>érdida de 

(1) Dr. MantíBi A. Fa«at«8i.-^-*0acfit» Judicial" d«l ^da l^a^ 
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b jurisdicción, y entre ellas iio está I» de la subroga- 
feiou del juez por convenir al serrieio pñl)lieo. Tal omi- 
sión importa el desconocimiento de e^ía tjausa, porque, 
cuando la ley se encarga de enumerar los ca^s en qn<; 
Sblgo tiene lugar, no es permitido líaí^r anípliacioitc's. 
•*8i el Potler Judicial, dice Julio Simon, es instituida 
por el Poiler EjecutiX''0, la inamoyilidnd de l^juecéif 
etí de la nias absoluta necesidad. El tribunal cn;^H)» 
tliiembros han si<io noiñbrfcdos por el Poder Ejecutivo, 
y ptíéíden es]H»rHr de él ascenso, dignidades y koiiores, 
será, sin embargo, llamado á juzgar á ose Poder. Habrá 
entre los tpíbunalífrt uno especialmente encargarlo dé 
esa atribución^ y aún par» los tribdtmles ordina*iose^ 
los negocios comunes, ^nde el interés del Estado y ú^ 
sus agentes no está directamente cottipronietiflOí el Po¿ 
(ler Ejecutivo teíndrá ú menudo deseos é iutei^séS qird' 
ün tribunal üo debe ni aún conocerá Los tribt«i«leí» 
existen pñni pronunciar resioJncioneS y no prestar ser- 
vicios. La inamovíMad del magistrado es; pues, noce- 
sarfn si mismo magistrado^ para protegerlo; al elieutey 
para inis^farle confianza; es necesaria á la dignidad 
del gobierno, á la sautldad de la lej^s Tan ^jo8 estoy 
de mirarla como inútil,^ que la oreO ^ c^ntrfKrío inm*- 
ficienté/* 

158. Iuiei6$ por comisión.— El de^<5<)nocimiento de 
losjuiéio^ por eomisioíii y eu gétiefal |i0t autori^te^ ó 
persona, que no sea él juez ó tribunal establecido por 
la ley, está sancionado^ por las siguiente;^ disposiomueá 
tOTistitucioUales: 

La justicia será administrada por lo« tribu^atea y 
jtfzgados éu ^ iT^odo y forma íftíeias leyes detetmioafr* 
(Art. 124.); 

Se prohibe¡todo jnicio por;<romisíori. (hit Íá8.) 

Lo está también por el Código de Enjuiciamientos 
en los siguientes artículos: 

La jurisdicción ó el poder de administrar justicia 
corresponde á los magistrados y á los jueces, elegklos ó 
p^mbrados confoimeá las leyes. (Art. 1.** C. de íiJ. O.); 

]IJa se jPjBconoce en la Eepúblioa jurisdiccioü enco- 
memlaila 6 debida, por autoridad ó persona^ solH*e 
po^ y m e| inodo que 1^ ley no desigua. (Art* 3. id.); 
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£Í \HhUív de administrar jQsticia es indepeiidioiité^, y 
tío puede ejercerse sino iK>t las personas señaladas eii 
i?stü üóiligo. (Art. 4 id.) 

La jnriisdíceion se adquiere por laeR'b^iou ó nombra^ 
íuiento practicados conforuieá la ley. (Art. 14 id.) 

La pr4»hibi(3iofi dé juzgar ]>or conif^on, es luia pré- 
bisrt cousécaencia de la independencia de los fKxIeresy 
de la ignalda^l citil. Be i'iolaria sin duda esa inde|>en¿ 
delicia, si algnna persona ó autoridati á quien la lev 
lio eneoníiéu<la el ejercicio de la jurt^licicion, se arroga- 
ra esa ánicioh que la le^^ encarga á los tribunales es* 
tablecidos por ella. Si in laisitío Poder Judicial puede 
delegar su fthtoridad, (íorque ta faéultad dé adíttinis- 
ti^r jastieid tío es un deredio ^rsonal del cual puedi< 
des|>rendér8e el juez. Encargado de ejercerla^ por dele* 
gaciou de la sociedad, está oMígíblo á desempeñar ef 
eneargd en la forma que la léj tiene establecida. 

Lá igaaklad civil exige, que á todos los ciudailanotf 
se preste siéitíp^ \m mismas garantías; que se les juz- 
gue por la misma ley, observárfdosé iguales formas, y 
por los mismoid jueces. El c^tableéimiento de tribuna- 
les od doc ó la sCplicacidí de lomúías no prescritas en los 
cádigcMs^ eonstituyen excepciones odiosas y que ponenf 
en peligro los derechos de los asociados. 



lSt« LisitaciM lie hi JnrisiHceiéii.-^^iuguna perso* 
na ó corporación; ditse el articulo 5.o del i3ó(ligo dé Em 
jiticiainiéiitos, eje^ée Ü |K>der de adininfMÍrar justicia énf 
toda s{( pieititud: §11 ejeraciose distribu.te en razón del 
territorio, de las (;osas,de las personas y de Tos grados." 

En arinonifa con ésta dié|k)sbion, el Poder Jadicii! 
está organi2íídó de la máhé'ra que ya conocemos. Exis- 
ten juzgadoit S tribtínaleííf para los asuntos q"ue, por sU 
naturaleza especial/ exígéri leyes y A>rina:sjespeciales; 
para su aeértaita solución. 8on tt^nbién diversos los' 
jueces ^ue (sorn^één y íoé procediinftíiití)s qíte se obser- 
van en loB litigios segrfn stt* citííiítfíi. Bin la' generalidad* 
^e los litigios, los fallos se. someten á la revisioh de tri- 
bunales sui)erioi*és, que ofrecerf mayores gamntías de 
acierto. Finalmente, se ba reconocido el derecho de 
¿er iuzgado por un juez propio,' f^ue lo és tíl ordinario^ 
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del ingár dónde se reside, salvas pocas y justas excep- 
ciones. N 

Todas estas medidas^ tienden á iiiipedir que el poder 
de administrar justicia degenere eu absoluto y arbitra- 
rio. Ellas, por lo mismo, son de la mas alta importan* 
ciaj puesto que los mas caros intereses del individua, 
la vida, la libertad y la fortuna, están sujeto» á las de- 
cisiones de ese poder. 

160. Publicidad délos juicios.— Nuestras leyes con- 
signan esta importante garantía en las siguientes dis- 
posiciones: 

La publicidad es esencial en los juidos: los tribuna- 
íes pueden discutir «n secreto, pero las votaciones se 
liarán en alta vo¿ y públicamente. (Art. 127 O.) 

Los jueces están obligados á dar la debida publici- 
dad á sus actos judiciales. (Art. 40, inc» 3.<^ C. díB E.) 

Toda prueba es pública. (Art. 572 id.) 

161. Motitácioñ de lás sentencias. -Él artículo 123 
de la Constitución, en su segunda parte dispone qué: 

Las sentencias serán motivadas, expresándose en 
ellas lá ley 6 los fundamentos en que se apoyen. 

El artículo 1627, inciso 8.^ del Código Civil de En- 
juiciamientos n'ianda, así mismo, que las resoluciones 
judiciales se apoj^en en el mérito de los autos y leyes 
Vigentes, y á falta de éstas, en los fundamentos desig- 
nados en el artículo IX del título preliminar del Código 
Civil. 

El artículo 1.^ do lá ley de 2S de Noviembre de 1872^ . 
manda que en los casos de discordia, los jueces preci- 
sen por escrito, de un modo claro y terminante, el plin- 
to de liecho ó de derecho que la motiva. 

162. Responsabilidad de los jueces.— Lá ley ba de-^ 

clarado de una manera especial, la obligación en que 
se encuentran los jueces y magistrados, de indemnizar 
los perjuicios que causan con sus resoluciones ilegales, 
y cuya ilegalidad provenga de error, descuido ó igno- 
rancia. Ya conocemos las disposiciones legales relati- 
vas á la responsabilidad de los funcionarios públicos 
ian generalj aplicables por consiguiente á los del Podw 

21 



Judicial. La ley de responsabilidad,, dispone ademan 
^en cuanto á estos lo siguiente: 

Los jueces de 1.* instancia, y cualquier otro tribu- 
nal, al conocer de una causa á consccm ucia de cual- 
quierrecurso ordinario ó extraordinario, no podrán omi- 
tir la declaración de la responsabilidad civil del juez ó 
tribunal inferior: 

1.® Si éste hubiese fallado sin citar á las partes, en 
los casos en que la ley exige expresamente la citación; 

2.<» Si hubiesen fallado sobre alguna causa de hecho 
sin haberla recibido á prueba; 

3.® Si hubiesen dictado providencias, en los casos en 
que la ley concede á las partes el remedio de la recu- 
sación; 

á.° Y en general, si hubiesen infringido cualquiera 
de los artículos de la Constitución relativos á la admi- 
nistración de justicia, y* en los demás casos que produ- 
cen nulidad de la actuación. (Art. 20 ley de 28 de Se- 
tiembre de 3868.) 

Los juicios de responsabilidad civil que se promue- 
ven contra los miembros del Poder Judicial y no proce- 
den de delito, se sujetan á los trámites señalados en eí 
título 3.0, sección 2.'^ del libro 3.® del Código de Enjui- 
ciamientos Civil. (Art. 30 id,) 

El Supremo Tribunal de responsabilidad judicial, de- 
sempeña las atribuciones que en dicho título se confie- 
ren al tribunal de los siete jueces. (Art. 31 id.) 

V 

163. Aeeion popular contra los jueces.— El artículo 
130 de la Constitución declara, que producen acción po- 
pular contra los magistrados y jueces; 

1.^ La prevaricación j 

2.° El cohecho; 

8.° La abreviación 6 suspensión de las formas judi- 
ciales: 

6.*» El procedimiento ilegal contra las garantías in-' 
dividuales. 



CAPITULO XI 



164 Administración local: concejos. — 165 Atribuciones genera- 
les: prohibiciones: gerarqnía: revisión. — 166 Requisitos para 
el cargo de concejal: incapacitados: elección y calificación 
de los elegidos: concejales suplentes. — 167 Sesiones: quo- 
rum: votaciones: renovación de los concejos. — 168 Jurisdic- 
ción de los concejales inspectores: su responsabilidad: em- 
pleados locales. — 169 Subasta de los bienes y ramos locales: 
exenciones de que gozan. — 170 Organización de los concejos 
/ departamentales. — ^171 Sesiones y atribuciones de los con- 
cejos departamentales. — -172 Junta directiva departamen- 
tal: sesiones y atribuciones de ella. — 173 Presidente: Vice- 
presidente: Contralores: Inspectores: empleados. — 174 Ren- 
tas y gastos departamentales: tesoreros: cuentas. — 175 Or- 
ganización de los concejos provinciales: — 176 Sesiones y 
atribuciones de los concejos provinciales — 177 Junta direc- 
tiva: sesiones y atribuciones de esta junta. — 178 Alcalde: 
Teninte-alcalde: Síndicos: Inspectores y empleados provin- 
ciales. — 179 Rentas y gastos provinciales. — 180 Concejos de 
de distrito. 

164. Administración local: concejos.— La adminia- 
tracion local de la República, se divide en departa- 
mental, provincial y de distrito, y se desempeña: 

1.*» Por un Concejo departamental en cada capital 
de departamento; 

2.* Por un Concejo provincial en cada capital de 
provincia, aun cuando sea capital de departamento; 

8.** Por un Concejo de distrito en cada capital de dis- 
trito, que no sea capital de provincia. (Arts. 1.° y 5.**, 
ley de Munic. de 9 de Abril de 1873.) 

165. Atribuciones generales: prohibiciones: gerar 
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guia: revisión. — A la administración departamental 
corresponde: ^: 

1? Administrar los servicios del departamento^ 

2.° Fiscalizar la administración provincial; 

B.^ Becaudar las rentas departamentales. 

A la administración provincial corresponde: 

X,^ Aclmiuistrar IoSl servicios de la provincia; 

2.^ Fiscalizar la administración de los distritos; 

3.* Becaudar las rentas do las provincias. 

La administración de distrito tiene á su cargo toda 
lo relativo á los interés municipales, dentro del ter- 
ritorio de su jurísdicoiou. (Arts. 2 8 y 4 id.) 

Los Concejos tienen la facultad de redactar y apro- 
bar sus reglanaentos interiores, cuidando de que no se 
opongan á las leyes vigentes; y les es prohibido; 

1.° Cobrar derechos de tránsito á las raercaderias. 
que se consumen en la Eepüblica; 

2.° Imponer gravamen á mercaderias sujetas al pa- 
go de derechos áscales; 

3.® Aplicar los fondos provenientes de bienes de be- 
neficencia, eclesiásticos y de instrucción, á objetos dis- 
tíintos de los de su respectivo ramo. ( Arts. 24 y 25 id.) 

Los concejOiS provinciales inspeccionan y vijilan los 
procedimientos de los de distrito, y conocei; en revi- 
sión, délas resoluciones de estos. 

^La misma ju^isdiccio^ ejercen los concejos departa- 
mentales sobre los actos de los de provincia,, y el Supre- 
mo Gobierno sobre los de aquellos. (Art. 6.) 

Están sujetas á revisión todas las resoluciones con- 
trarias á las leyes, á los derechos de los ciudadanos y 
á las conyenienciíts de las poblaciones. ]psto no impi- 
de que el Poder Judicial conozca, con arreglo á sus, 
atribuciones constitucionales, de las reclamaciones re- 
ferentes á asuntos contenciosos. 

Los reglamentos de los concejos provinciales obli- 
gan á los de distrito. Los que» dictan los concejos de- 
partamentales, á los provinciales y á los dé distrito. 

Loa concejos provinciales dirimen las competencias 
suscitadas entre concejos de distrito. Los departamen- 
les, las que se promueven entre concejos provinciales,, 
ó entre uno provincial y otro de distrito, ó entre con- 
cejos de distrito, de distintas provincias. El Poder Eje- 
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oiitivo, las que se suscitan eutre concejos departamen* 
tales, ó entre nü departamental y otro provincial, ó eu- 
tre provinciales ó de distrito, de distintos departamen- 
tos. (Arts. 6, 7, 8 y 9 id.) 

166. Reqnisitos para el ear<^o de eoBcejal: ineapaei-» 
tados: eleeeioB r calificación de los eleg^idos; concejales 
suplentes* — Para ser niieuibro de cualquier concejo se 
requiere: 

1.° Saber leer y escribir; 

2.*» Tener á lo menosi dos aBos de residencia en el 
departamento, provincia ó distrito á que el concejo 
correspoude; 

3." Ser mayor de edad; 

4.° Ejercer una industria, ó pagar una contribución 
directa al Estado. (Art. 10.) 

No i>uedeu ser miembros de ningún concejo: 

1.0 Los militares y empleados políticos ó judiciales, 
en activo sevyicioj 

§.9 Los empleados municipales; 

3.^ Los que oontratí^n con cualquiera de los concejos 
del de])artameutQ; 

4.0 Los deudores á los fondos fiscales, locales 6 mu- 
nicipíiles; 

6,0 Los incapaces; 

6.0 Los procesados criminalmente con mandamiento 
de prisión, ó siyetos á alguna pena. (Art. 11.) 

La ley de 24 de Enero de 1879, determina la feclia en 
que debe hacerse la elección de los concejos. La elec- 
ción de los departamentales y provinciales se verifica 
el tercer Domingo de Noviembre, por los colegios elec^^ 
torales, y quince dias después se hace la de los de dis- 
trito, precediéndose en todas ex)nforme á las leyes de 
elecciones y municipalidades. 

Conforme á la ley de 80 de Noviembre de 1878, que 
ha modificado la de municipalidades, las calificaciones 
de los concejales de provincia se hace por los mismos 
elegidos, y el orden de ellas es designado por la suerte. 
Después de la calificación se procede á, la elección de 
cargos. 

El concejo provincial del Cercado en cada departa- 
patento, hace el escrutinio de las actas de elecciones d^ 
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los concejales de departamento, y t)roclaii:ia á los ele- 
gidos. Estos proceden á la calificación y elección de 
cargos en la misma forma que los de provincia. 

La citada ley de 80 de Noviembre de 1878, detalla la 
manera de proceder en las calificaciones. 

Con arreglo á la ley de 24 de Diciembre de 1874, los 
colegios electorales, eligen un número de concejalea 
suplentes i-gual á la mitad del de los propietarios, y si 
el número de estos es impar los suplentes llegarán á la 
mitad. A falta de suplentes entran los que obtuvieron 
íiccesit para propietarios, esto es, cuando menos la 
cuanta parte do votos del propietario que obtuvo me- 
nor número. 

167. Sesiones: quorum: votaciones: reHovacioii de U^ 

carj^os. — Los concejos tienen sesiones ordinarias eu 
los dias que sefíala la ley, y extraordinarias cuando 
las convoque el Presidente, por sí ó á pedimento de 
cinco ó mas de sus miembros. 

Siempre que tiene lugar una sesión extraordinaria, 
el Presidente con la auticipacion que señala el regla- 
mento, convoca á los miembros por medio de los pe- 
riódicos, ó por esquelas, indicando la materia que la 
motiva. No es lícito ocuparse en las sesiones extraor- 
dinarias de asuntos distintos del de la convocatoria. 
(Arts. 12 y 14.) 

Forma quorum de un concejo el tercio dol número 
total de sus miembros, y reunidos que sean, pueden 
comenzar sus sesiones (Art. 13) Bn el concejo departa- 
tai de Lima, según 1^ ley de 24 de Diciembre de 1874^ 
forma quorum la cuarta parte del total de sus miembros 

Las votaciones son públicas, exceptuándose las que 
recaen ^obre elecciones ó asuntos personales. Todos Ios- 
miembros del concejo tienen voz y voto en los acuer- 
dos, y pueden ser elegidos indistintamente para las di- 
versas comisiones; pero les es prohibido tomar parte 
en la votación y discusión de' los asuntos en que ellos, 
ó sus parientes, hasta el segundo grado inclusive, ten- 
gan interés directo. 

Las resoluciones que toman los concejos son siem- 
pre üindadas. 

Los concejos,, según la ley de Municipalidades, se re- 
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hoyaban pí).r mitaí cada dos aSos, pero por la ley de 
30 de NovieiuTbrede 1878, se reuuevan totalmeute catla 
bienio. [Arts. 16, 16, 22.) 

16S. JurisdieeioB de los concejales iuspectores: m 
responsabilidad: empleados locales.— lios iuspectores 
de los distintos ramos, son los jueces de las infracciones 
de los reglaníentos, ordenanzas y disposiciones de los 
concejos* Compete á elloSj ó en sa defecto á los presi- 
dentes ó alcaldes, la imposición de las multas corres- 
pondientes á dichas infracciones, podiendo los intere- 
sados apelar á las juntas directivas, por la injusticia ó 
agravio que se les infiera. (Art. 18.) 

Los miembros de todos los concejos son respoíisa- 
bleSí en el modo y forma que prescriben las leyes, dé 
los abusos y de las faltas que cometan en el ejercicio 
de sus funciones. Cualquier ciudadano tiene el dere- 
cho de acusarlos ante el juez de primera instancia, sin 
el requisito de afianzar las resultas del juicio, hallán- 
dose sujeto únicamente á la pena con que la ley casti- 
ga las acusaciones maliciosas. (Art. 17.) 

En la administración local no se reconocen destinos 
en propiedad, ni tienen los concejos derecho de conce- 
der pensiones de ninguna especie. (Art.. 26 id^) 

169. Subasta de los bienes y ramos lócale^: exencio- 
nes de que gozan.— La ley de Municipalidades deter- 
mina la manera de proceder en la subasta de los bie- 
nes y ramos locales, y declara que los bienes munici* 
pales, gozan délos mismos privilegios y exenciones que 
las leyes conceden á los fiscales, y que los cohtratos 
que sobre aquellos se celebran, quedan sujetos á las 
disposiciones que rigen sobre estos. (Arts. 19 2021,id*) 



itO. Organización de los concejos departamentales. 

— Los concejos departamentales se componen: 

1.° De veinticinco miembros elegidos por mayoría de 
votos, de los colegios electorales de la^ provincias deV 
departamento. Los departamentos que pasan de cua- 
tro provincias eligen ademas, dos miembros por ca- 
da una de las excedentes. Si pasan de ocho eligeií 
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bi^ miembro mas por cada una dé las que tecedan á 
dicho número. 

El concejo departamental de Limsl s^ compone de 
cien miembros; 

2.* De un diputado elegido por cada concejo pro- 
vincial. 

Cada concejo elige de su senoj en la primera quince^ 
na de Diciembre, para los diversos ramos de su admi- 
nistración, los funcionarios departamentales que eu se¿ 
guida se expresan: 

Presidente^ 

Primer Viee-Presidente; 

Segundo Yice-Presidente; 

Inspector ó Contralor de rentas; 

Contralor de gastos; 

Inspector de Instrucción primaria; 

Inspector de obras públicas; 

Inspector de cárceles; 

Inspector especial de puentes y caminoS;* 

Inspector de higiene y vacuna; 

Inspector de los registros del estado civil; 

Un Inspector de administración provincial para ca- 
da una de las provincias del departamento; 

Y los Inspectores especiales que requieran las obras, 
establecimientos ó ramos qi;e corren á su cargo. 

A un mismo Inspector puede encomendarse dos 6 
mas ramos de administración. 

Los concejales que no son elegidos inspectores, for- 
man comisiones especiales, bajo la presidencia de los 
inspectores nombrados. El cuadro de estas comisiones 
lo trabaja el Presidente y lo aprueba el concejo. (Arts. 
27, 28 y 29.) . 

171. Sesiones y atribneiones de los concejos depar- 
tamentales. — ^^Los concejos departamentales se reúnen 
en junta general el 1.^ de Marzo, el 16 de Junio y el 1.^ 
de Diciembre, y celebran diariamente, en cada una dé 
édtas épocas, las sesiones que sean necesarias para re- 
solver los asuntos que la ley señala. 

En las sesiones que comienzan el l.^de Marzo, so 
ocupan de preferencia, de las cuentas de entradas y 
gastos del año antirior; de votar los presupuestos pá- 



^ 171 -^ 

i'á él ano^fgaiente; de las indicaciones y proyectos cen- 
tenidos en la naemoria^ que el Presidente del Ckmoejo 
debe presentar en las sesiones de Diciettibre, J* iJtB to^ 
dos los asuntos i>úbliéos ó de particalares, t|ue t\ Í9 de 
Marzo estuviesen i^endientes do su resolncion* 

En las sesiones de Junio se ocupan: de las cuentas 
rendidas por los concejos provinciales; de Ibs reparos 
qjue sobre dichas cuentas saque la Junta Direétíva; de 
los presupuestos que forman los mismos concejos pro- 
vinciales para el ano subsidíente: de las memorias de 
los alcalde^ de provincia y de emitir votoé de aproba- 
ción ó de censura sobre la administración de dichos al- 
caldes; de sancionar los re^iflamentos, medidas ó dispo- 
siciones de los coníáfejos i>rDvinciíiles, x¡xm el 1.* de Ju- 
nio se hallen pendientes de sn resolución. 

En las sesiones de Diciembre se ocupan: dé Ití (^¿i'<- 
tacion de los miembros elegidos para úorápletar el 6oncc}ür^ 
de la lectura de la cuenta de in|^res()s y egresos depar- 
i:amentales hasta el 30 de Noviembre*^ anterior, some- 
tiéndola á las comisiones que deben examinarla; del 
presupuesto para el aíio siguiente, nombrando la comi- 
sión para su examen; dé las memorias de los inspecta- 
res; y de la general qiie delw presentar el presidente 
del concejo. 

En los lü^ar^s dóiuté íós ttnnísejos departamentales 
no puedan verificar las tres juntas generales j'a indici^- 
de»s, se reúnen á lo menos dos veces al afío, es decir el 
15 de Junio y el li» de Diciembre^ debiendo tratar eh 
la segunda de estas reuniones^ de los asñtítos de que 
debían ocuparse en la de l.<* de Marao; <Arts. 80, SI, 
32, 83, 84.) 

£n la primera de las felones qué tienen lugar en 
las épocas indicada^, se dá lectura; 

Al manifiesto de ingresos y egresos dej^artamenta- 
les del trimestre 6 semestre económico ant^ior, 

Al manifíestó de gastos correspondientes al mismo 
trimestre ó semestre, que debe enviar eada concejo pro- 
vincial; 

Al cuadro estadístico áe la asistencia diaria á todas 
las escuelas del departamento, que por el mismo pe- 
Hodo deben enviar igualmente los concejos iVroNin- 
ciales.'' 



, fevvsáumioA los nsnñtos 4e ptetorencia^ las sédioliesí 
d^&b^ CDUriiittfur, üasta fíitaiizar los qae á la iiistalaoioit 
de) em^o hubiesen estiulo pendientes do su resiilii-' 
éilots j ^6 los que ocuiraa eu ei aíütso (te ei)¿^. (Artsv 
35 y 86 id,) * 

Adeiaa»de tes fndtesidas^ «oit at^H>aeleme9 d« lo9 
eai»tíejos ({ef«^rtaiüe»l»rfe9:' 

. Aprobaiv reekñZíiít é m^f fácat los reg^ameB^los úd 
puliría loosüi 6 Btuiíicipal, adoptados por lo^ coá'QC^iotir 
liroviíjciales, y üjí»f, euaudo k> juzguen conveniente, la» 
ba$es eoi^rme á lais erales d^bea formarlos dicho» 



Adoptar ó rediíasar los a^rbltrios propuestos por lofir 
QOUe^osptoviiieialesr para el territorio def su jurisdic- 
ción, ó autorizm'la imposición de los que ^titnén con ve- 
Bientes. Estos no podrán cobrarse si^apvolmcion del 
«oncejo provincial; 

Dtetar en conformidad con las leyes, los i'eglam^éMos' 
y disposiciones conducentes al buen servicio de los^ 
ramos que están bajo su administración. Bn estos re^ 
glamentos tío podrán imponerse perras mayores, que 
las <l6 oelio días de arresto ó cinco soles de multa; 

Proenrary por cuantos medicas estén á su alcance, el 
desarrollo de la instraecion pirimartur y el lorneuto; 
eonservaeioi» y bu:en servicio fie ]»s caminos, puentes- 
jr ob^as públicas de fes departamentos;^ 

Concederé negar las autorizaciones qcie solicite fa» 
Junta díreotiva 6 su presitlente, para el laejor dedem- 
piB^o de las funcioines eneai'gadá» i>or la l^.y á los con- 
cc^'os departamentales^ 

Discutir y votaír las proposiciones que con el propio^ 
dbj^;^, le» B0m«ta cualquiera de sus miembros; 

Grear y dotar los %mpleados neeecario» para el bueu 
desemfiefio de sos ííEinciones; 

Aceptar las doMaeiones y regales que se tragan al^ 
éefiarte!i»^!ito 6 á cualquiera establecimiento de su do- 
ffend^ada, y autorizar la inidacion de las custione* 
judiciales en defensa de sus dereclios. ( Art. 87 id.) 



173> «tante Directivji departaiMntid — SesiMes y 
atritaciODes de ella.— £11 Presidente, Vicepresidente 
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é Iruipectores elegidos forman la Jania Directiva del 
concejo departamental. 

lia jnnta directiva tiene dCHione» ordinarias dos ve- 
eei^ al mes, en los días que señala el reglamento, j en 
los casos qne estos sean feriados se aplazan para los 
siguientes, (Art. 38.) 

La junta directiva puede funeionar en sesiones or« 
dinarias con un tercio de sus miembros, y en las «*• 
traordinarias con la mitad mas nno, previa citación en 
la* forma establecida por el reglamento interior. 
(Art. 40.) 

Las atribuciones de la junta directiva^soii; 

Acordar y dictar las medidas conducentes á la ^e- 
encion de las leyes, decretos, reglamentos y acuenios 
del concojo, referentes á los ramos y servicios que abra- 
za la administración departamental; 

Yijihir el e;$acto cumplimiento de las obligaciones 
del Presidente, Yioe-Presidente, Inspectores y emplea- 
dos de todo orden, que se bailan en el servicio del de- 
partamento; 

Fiscalizar, por medio de los contralores, la exacta 
recaudación y buena iuversioa de los caudales encor 
niendados á su cuidado; 

Vijilar el buen dcsempefío de las funciones de los 
concejos provinciales y de distrito, y solicitar del con- 
cejo departamental la susi^ensiou y enjniciamientode 
los que abusan de sus funciones* ó desatienden sus de- 
l)eres de una manera notoria. En caso necesario pue- 
den reemi)lazarlo8 provisionalmente con los que bayau 
obtenido el accésit; 

Promover por cuantos medios le sujiera su eelo,'6l 
aumento de los fondos, la economía de los gastos y I9 
mejora de todos los servicios d^ departamento,, y may 
especiabnente de los colegios de instrucción roe<lia, d6 
las escuelas de instrucción primaría, y de las cárceleS| 

Í)uentes y caminos departamentales. En caso de que 
os gastos exccílau de quinientos soles por una sola 
vez, ó de treinta mensuales, recabará la autorizaeiou 
iiecesaria del concejo departa nientiil; 

Preparar los proyectos de reglamentos y acuerilos 
que deben someterse á la resolución del concejo; 
Acordar las base» y condiciones de los remates 'de 
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recaudádmele reatas, ejecudoii de gervicios j contc 
tinceiou de las obras departamentales; 

Elejtr de eutre la terua elevada por cada inspector, 
los empleados que reclame su respectivo servicio; del 
mifimo Diodo que k>s maestros de instrucción prima- 
ria, de entre las ternas que le pase la comisión de ins- 
trucción primaria* Estas ternas se forman de las per- 
sonas qne reúnan los requisitos exigidos por los rcn 
glamentoa de instrucción; 

Proponer ai Gobierno eii t^riía doble, el nombra- 
miento del tesorero departamental, mientras aquel tenr 
ga que cubrir el deficet que resulte eiitre las entradas, 
y los gastos municipales; 

Votar las obrf^ extraordinarias ó ui'gentes, cuyo 
moiito no exceda de quinientos soles; 

Examinar las cuentas de los coi>cejos provinciales, y 
hacer el ex^nen previo ^e loipi presupuestos de dichos 
concejos (>aras9m^t^losif^ld^partame^^L (Art. 89 id.) 

ITS. Presidente: Yi^^-Presidente: Contrftlores: Inspet-f 
tores: enpleadoS'— Lps presidentes son los ejecutores d^ 
las resoluciones de los conce|oij§i df^ptart^iMentale? y de. 
las juntas direc^ivaSiy ejercen tas funciones siguientes} 

Repr^sentaq h^ primeva autoridad de la administra-s 
cion m^iuicipal del ^apartamento; 

Presiden las. s^síqi^s (^e ambo^ cnerposi y cuiian de 
que ellas tengan llagar en las épocas mart^das po^ Íí^ 
ley, ó siempre que lo reijni^r^^ §1 inejor s^vyícío pú- 
blico; 

Vijilan el buen cumplimiento ^e las obligaciones de 
)0s i|is|xeetodpes y empleados d^ su dependencia^ y de 
los concejos provinciales y de distrito,; 

Velan dentro del territorio de su jurisdi^eioi^, por el 
exacto cumplimiento de las leyes, decretas «npreraos 
y i'eglamentos departamentales ó provinciales, y en ge- 
neral, ej^veen por sí ^ por medio de los inspectores 6 
miembros fiel conwjo, comisionados al efecto, todas 
tes funciones que requiere el mejor servicio de la ad- 
ifiistracion departamental y que no sean privativas del 
0miiceK> é de ki junta directiva; 

Los presidentes tienen ^ultatl de suspender dei 
f^ii^<;io de sus fpi(4ones á los empleados de su de- 
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pendencia y á loa maestros <ie instraccion primaría, 
debieiulo someter el hecho á la aprobación de lu juut(^ 
directiva. La tieneu ti\mbieu para recabar de los pre* 
jfectos y demás f^utoridíules políticas, el apoyo de h> 
fuerza pública par^ el cuuíplimiejito de sus resolucío» 
nes, y dichos tV(uciouarios están en la obligación de 

E restarla. Éu caso necesario, promulgají por medio de 
an<ío, sus resoluciones y las del concejo deiuirtarneui: 
tal ó de la juntii directiva, (Arts. 41, 48, 4¿í, 44 id.) 

Ppr impedimento del presidente, ausencia ó cuales- 
quiera otras causas, los v ice-presidentes por su orden, 
desempeñan si]s atribuciones. (Art. 45.) 

Los contralores de rentas y gastos ejercen las si- 
guientes atribuciones: 

Hacer de personeros en los juicios de la comunidad 
y en los asuetos que le interesan, activando aquellos 
y ])roinovit^nd4) estos incesantemente; 

Autorizar y firmar las escritiivas públicas relativas íi 
asuntos locales <) mpuicipale^^^ 

Velar 5|s¡duan<eHte por la buena administración y le- 
gal inversión de los íbndos, y ha(5er presente á la corr 
poracion las faltas é irregniariilades que notaren, pro- 
poniendo las medidas para corregirlas y evitarlas; 

E^ícitar al tespr^ro pí\ia que ejecute á los deudores 
niovQsos; 

Examinar al fin de cada mes la razón de los gastos, 
con el objeto de manifestar ^ I4 corporación si ge han 
yeriflcado ó no con arreglo ¿ la ley, haciendo en el se-? 
gundo cíiso los reparos que consideren justos; 

To(la orden de pago librada por el Presidente, se 
anotará por el coniatlorde gastos en esta forma: **Con- 

fprme ií la partida del presupuesto.'' El tesorero 

departamental es iH^sponsable de los abonos que hag{^ 
sin eMa anotación. Los síndicos y tesoreros responden 
solidariamente (le los pagos ]iechos con anotaciones 
erróneas. (Arts. 46, 47 y 48.) 

Los inspectores son los jefes de las ramos cuya ad-» 
ministracion se les confía, y oauío tales ejercen las éU 
guientes atribuciones: 

Presiden la oomisiou especial de cada ramo; 

Velan inmediatamente |>orel buen servicio de su ra« 
mo, y por el cumplimiento dclas leyes, deci*eto8 y re-; 
glameutos, y acuerdos que se les refieran; 
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Proponen en terna los empleados, profesores y maes» 
tros dt) instrucción primaria del departamento, suje- 
tándose á la ley. (Art, 49.) 

Los inspeefóresde instrucción, arreglarán sná proce- 
dimientos á los reglamentos y órdenes que sobre este 
famo expida el concejo si^perior i\e instrucción, y se 
cerciorarán ppr sí misi|ios ó por medio de insx)ectorea 
nombrados al efecto: 

De qiie cada población tenga las escnolas necesarias 
nara. la instrucción de los niños qqe en ella se encuen- 
tran; 

De que tengan loéajes adecu.ados y Iqs útiles necesa^ 
nos para la enseñanza; 

De que se balleu i)rovistos de profesores compcr 
tentes; 

De que estos desempeñen debidamente sus funciones; 

De que los profesores que mejor cumplan con sus de-? 
beres, sean ascendidos á escueliv» de mejor ^emunera- 
pion, ó alentados (íon premios de honor ó pecuniarios, 

Los inspeíjtores de ínsfrnccion primaria deben re- 
querir á los coi^cejos provinciales, para que proporcio- 
íien los recursos iíee>esarios á la mejora de la enseñan- 
za; y en e^iso de que se desatienda su requerimiento, 
darán cuenta á hi junta dírectiví^, para que esta, si la 
cx>nceptua conveniente, ordene el ciimplimíento de sus 
Indicaciones, 

Deben diclios inspectores, cuidar de que cada maes- 
tro de instrucción primaria, les pase anualmente una 
memoria que comprenda: 

La ra^ou de la asistencia diaria á la escuela, según 
Jos modelos que se le^^xtoporciona; 

L.^ r^^on nominal de loa niños que han dejado la. 
escuela después de dar examen de instrucción príina. 
ria y de los que ingresen á ella; 

Él inventario de los útiles y muebles de la Qse^iela. 
(Aits. 50, 51,62, 58,) 

Los inspectores de puentes y eamiuos y de cuales- 
quiera otras obras públicas, tienen á su cargo la cons- 
trucción, conservación y mejora de dichas obras, en la 
sección que corresponde al departamento: requieren di- 
rectamente á los concejos provinciales para el trabaja 
<le la parte que á oadau no peitonece; y vijilan la fiel ia^ 
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versión de los fundos departamentales <lestinados d 
tse objeto Para el desempeño de sus obligaciones, lo» 
Inspectoies son auxiliados por el ingeniero que el con- 
cejo nombra de director facultativo de los trabajos dt^- 
partamentales. Al ingeniero director corresponde hacri^ 
los estudios, levantar los pianos, formar los presupue»^ 
tos, determinar li*8 bastís facultativas para el remató 
de los trabnjos y vijilar su ejecución. La parte admi- 
iiistrativa de las ol>ras, está sujeta á la vijilancia y di- 
rección del inspector respectivo, ó del que extraordi- 
nariamente se nombre para catla una. A<leinas del hi* 
geniero, la inapecdoii de puentes y caminos tiene mí 
empleado, á lo menos, qtie recorre cotístaíitemente los 
del departamento. (Aits. 64, 56 y 56.) 

Los inspeetores de vaduna hacen ifecorrer al vacu- 
i»ador ó tacuuailores del departamento, todos los pue- 
blos de sa comprensión, {% lo menos dos veces al año; 
(xVrt. 67) 

El inspector dtf estadística departamental, cuida de 
recojeí raensualmente, de lotí concejos provinciales, lofií 
dntt»s necesarios para íbímar la estadítica del depar- 
-1^" lamento. (Art. 68*) 

""™'- Los inspectores de la administración í)roviucial, de- 

ben fiscalizar él buen desempeOo de las funciones dtí 
éstos eoiicejos, y requerií» al alcalde para el cumpli- 
miento de la6 leyes, reglamentos y acuerdos del con- 
cejo departamental^ dando cuenta á la j tinta directiva 
de este cuerpo, en los casos graves paf'á que acuerdé 
lo conveniente. Estos inspectoreSj tienen asiento y voz, 
pero no voto, en los concejos i)rovinc!ale8. (Art. 59.) 

Para el buen desempeño de la administraiciou depar- 
tamental, se nombran los empleados siguientes: 

Un secretario,que lo es también de la junta dire^fva; 

El número de amanuenses que se juzgue necesario 
para la secretaria del concejo; 

Un oficial de estadística; 

Un jeftí de logramos de instrucción primatia y mediaj- 

Un ingenieto del departamento, y el numero dé 
ayudantes quo el servicio reqnieta^ 

Uu tesorero administrador do las rentaa del depar- 
tamento. (Art. 60.) 

174. Bentas y gastos depart»BeBtattí?tesoreres:e6iBÉ- 



tai. — La iey (leterminaminnciosanieifl^iiCnaied soii lás 
tentas departamentales; loa gastos de forzosa inclasioii 
eu ei presupuesto y los facultativos ó extraordinario^. 
Determina así mismo, la foriiladé las cdéntasy las gá- 
tantías para la exacta adiüiiíistracidu de los fóiidos» 
(Cap. Vn y VIH.) 

175 Organizaeién de Io9 eoiid^os protiiicIateSt— Los 

concojos previaciales S6 componen: 

1.* De veinte miembros elegidos por mayoria de vo- 
tos del colegio de provincia^ siempí*e que el tíúmero dé 
electores de dicho colegio no pase de cincuenta. Si ex- 
cede de este número se elegirá un miembro mas por 
cada diea electores de exceso — el concejo prorincial de 
Lima se componen de dncuenta miembros^ 

2.^ De un diputado elegido pot el concejo de cadél 
distinto; 

Si^ De un diputado elegido por 6) concejo departá- 
ineutal» 

Los concejos de ])rorincia eligen anualmente de su 
éteno, en la última quincena de Diciembre, los fnncio* 
liarios siguientes} 

Alcalde. 

Teniente-alcalde* 

pos síndicos contralores dé rentas; 

Un inspector de policía municipal para cada distrito 
de la capital de la provincia. 

Inspector de instrucción primaria. 

Inspector de estado civil* 

inspector de mercados; 

Inspector de aguas. 

lDsi>ector de obrase 

inspector de espectáculos ptibííco^af. 

Inspector de lugares de detención. 

Inspector de beneficencia donde no ha^a sociedad dé 

«ste ramo. Nombraran ademas auxiliares especia- 

. les áe los ramos, obras ó servicios que lo requieran. 

Los concejos pueden encoirtetrdar á una misma per^ 
sona dos ó mas de las inspeciones indicadas anterior- 
inenté. 

Los miembros del cuerpo provincial, que no son ele^ 
gidos inspectores^ forman comisione» especiales, tíom- 
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brada por d aloaMe y aprobados por el concejo, bajo 
la presidencia del respectivo inspector. (Arts. 98, 98, 
10 y 101 idO 



176 Sesiones y atribuciones de ios concejos provin- 
ciales. — ^Los concejos provinciales se reúnen en juntas 
generales, en las mismas fechas y eu el mismo órdeu 
üiue los departamentales. 

Las atribuciones de los concejos provinciales son: 
reglamentar, administrar ó inspeccionar los servicios 
de las poblaciones de su jurisdiccioii, relativos á los si- 
guientes ramos: 

1.** Al aseo y salubridad pública, püdielido prescrii 
bir cou tal objeto, las reglas que deben observarse feu 
los establecimientos y domicilios particulares, é impe- 
dir la venta de comestibles, licores ó medicamentos de 
mala calidad. 

3.^ A la t>ro\is!on y conservación de manantiales, 
fuentes y depósitos de agua, y á la distribución de es* 
ta, así en la ciudad como eu los campos, pero solo eu 
cuanto sea de uso comun« 

Esta atribución no priva á los juzgados, de la ocul- 
tad de conocer de las cuestiones que sobre el uso ó 
propiedad de las aguas se susciten. 

3.^ A la comodidad de la vía pública, determinando 
la dirección, dimensiones y construcción de las callea, 
placas y caminos públicos. Al efecto dictan las resolu- 
ciones que convenga, sobre la expropiación de los teí» 
renos que se necesiten, y sobre la parte de trabajo ó 
de dinero con que deben contribuir los propietarios, 
arrendatarios 6 poseedores proindiviso, de las fincas 
que se ocupan ó atraviesan; del mismo modo que lo 
que corresponde, á los que aprovechen del camino, ca- 
lle 6 plaza, que se trate de abrir, construir ó conservar. 

Las resoluciones que aíloptan los concejos provin- 
ciales en uso de esta atribuciou, son especialmente 
sometidas á la aprobación del concejo departamental 
Los concejos provinciales administran el ramo de ca- 
minos, bajo la inspección facultativa del ingeniero del 
departamento; pero la administración del que une ca- 
pitales de provincia y de los puentes que en él se en* 

93 
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cnentnin, corre á cargo de los concejos departamenta- 
les, pndiendo estos encomendarla á los provinciales. 

Los gastos que requiere la construcción ó conserva- 
ckm de dichos caminos se distribuyen en la forma si- 
guiente: los de puentes ú obras de arte de cualquier 
género, son de cuenta del departamento y los que cor- 
responden á los demás trabajos^ sé distribuyen por ter- 
ceras partes entre el departamento, la provincia y lo» 
distritos que el camino atraviesa; debiendo hacerse di- 
chos gastos bajo la administración ó insireccion depar- 
tamental, á quien corresi>onde determinar la parte de 
dinero ó de trabajo, con que debe contribuir el concejo 
provincial ó de distrito cuyos territorios recorre el 
camino proyectado. 

4.** Al ornato de las poblaciones, á cuyo efecto fijan 
reglas para la construcción exterior de los edificios 
particulares, la cerca de los solares, formación y con- 
servación de los Jardinc», paseos, arboledas, fuentes y 
«temas de este género. 

6.® A los servicios y establecimientos por su natura- 
leza comunales, como los referentes al alumbrado pú- 
blico, mercados, mataderos, abrevaderos, pastos y de- 
hesas; á los hospitales, cementerios y establecimiento» 
de beneficencia, donde no liaya sociedades especiales 
del ramo, y en ñn,^ á los depósitos de policía y cárceles 
de detención. 

69 A la instrucción primaria de toda la provincia, 
obligando á los distritos á que cada uno sostenga una 
escuela de hombres y otra de mujeres. 

La provincia, en uso de esta atribución, costea por 
su parte, en la capital, las escuelas que sean necesa- 
rias, ó cuando menos, ademas délas obligatorias en 
cada distrito, otras dos escuelas de instrucción prima- 
ria superior^ 6 siquiera una en la capital de provincia, 
si sus rentas no permiten otm cosa. 

7.* Al fomento de las sociedades ó empresas, que ten- 
gan por objeto el desarrollo y progreso de las ciencias 
y de las artes industriales y liberales de la provincia. 
^ 8.** A los registros del estado civil, y á la conserva- 
don de los patrones de pesos y medidas, é inspección 
de los que use el comercio y la industria.. 
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Ciorresponde ademas, á los concejos provinciales: 

1.^ Aprobar^ modificar ó rechazar los reglamentos do 
policía mmiicipal,que discute y vota la junta directiva, 
y ñjar cuando lo jusga conveniente, las bases que pa- 
ra forofiarlos deben consulfiar dichas juntas. 

2.'' Votar anualmente los arbitrios municipales que 
deben cobrarse en el territorio de su jurisdicción, sin 
41UC los nuevamente impuestos, ó los aumentos sobre 
los anteriores, puedan hacerse efectivos autes de ser 
aprobados por el concejo departamental. 

8.° Procurar por cuantos medios están su alcance, el 
fomento y mejora de todos los ramos del servicio pú- 
blico que corre d su cargo. 

4.0 Conceder ó negar las autorizaciones que solicita 
la junta directiva, para el mejor desempeño de las fun- 
ciones que le están encomendadas. 

5.° Orear y dotar con aprobación del concejo de- 
partamental, los empleos necesarios para el desempe- 
ño de las funciones qu^ corren á Su cargo. 

6.° Aceptar líis donaciones y legados que se hagan 
A la provincia, ó á cualesquiera establecimientos loca- 
les ó municipales, y autorizar la iniciación de las cues- 
tiones judiciales en defensa de sus derechos. 

7.** Autorizar los contratos de empréstito ó emisión 
de obligaciones municipales, hipotecando los bienes 6 
rentas de la provincia, previa aprobación del concejo 
departamental, sin cuyo requisito serán de ningún va- 
lor ni efecto. 

Los jurados de imprentasen nombrados anualmen- 
te, por los concejos de los lugares donde haya imi)renf 
ta, conforme á la ley de la misma materia. 

En las capitales de provincia los concejos provincia- 
les ejercen las funciones de los de distrito. 

Los concejos provinciales ó parroquiales, no pueden 
imponer en su respectivo territorio, deredios de tránsi- 
to ni de extracción, á los productos que se consumen en 
otro. (Arts. 92,93,94,95,96,97,102,103,104,105 y 106 id.) 

177 Junta Directiva: sesiones y atribuciones de esta 
Junta. — El alcalde, el teniente-alcalde, los síndicos é 
inspectores elegidos, forman la junta directiva del con- 
cejo provincial. 



Lft juntn 'lirectiva tiene Resignes ordinarias semana-r 
les. en los días que Befíala el reglamento, y las extra- 
orainarias qne sean necesarias. 

La jnnta directiva provincial ejerce, respecto de las 
funciones que corres]>onden á los concojos provincia- 
les, las mismas atribuciones que la departamental, res- 
pecto de aquellas que conciernen á los concejos de de- 
partamento; y respecto á los de distrito, las atribucio- 
nes que esta ley determina á las juntas directivas de- 
partamentales sobre los de provincia, (Arts. 1Q7, 108 
y 109 idO 

178 Alcalde: Teniente-alcalde: Sfiidieos: Inspectores 
y enpleatfos provinciales. — Los alcaldes, teniente-al- 
caldes, síndicos ó inspectores del concejo provincial, 
tienen respecto de las funciones de este, las mismas 
atribuciones que los presidentes, vice-presidentes, con- 
tralores de rentas y gastos é inspectores de los conce- 
jos departamentales. 

Los concejos provinciales, los alcaldes y las juntas 
directivas, tienen bajo sus órdenes los empleados ne- 
cesarios, iTara el mejor cumplimiento de sus atribucio- 
nes. Las creaciones y dotaciones de empleos perma- 
nentes, deben someterse al concejo departamental pa- 
ra su aprobación, sin cuyo requisito son nulos. 

Las oposiciones ó competencias que se susciten en- 
tre los i^residentes ó juntas directivas de los concejos 
departamentales y los alcaldes ó juntas provinciales, 
se resuelven por los concejos departamentales. (Artq. 
110^ 111, 112 y 113 id.) 

179 Rentas y ^stos proviDciales.— El capítulo XIII 
de la ley que nos ocupi^ determina los gastos de for- 
zosa inclusión en el presupuesto y declara que son fa- 
cultativos los que, respecto de la provincia, se hallan 
en los casos de los que lo son para el departamento, & 
saber: 

1.^ Los que ocasionan las nuevas obras, proyectos 6 
servicios que se estíiblezcan, ó las mejoras que se quie- 
ran introducir en los establecimientos; 

2.*» Los que son indispensables para aumentar el ntin 
íoero dé empleos ó sus dotaciones. 
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La misma ley enumera las rentas ordinarias de la 
provincia, y establece la garantía para el exacto ma- 
nejo de sus fondos, 

180 Concejos de distrito— En cada capital de distri- 
to, qne no sea cai)ital de i)rovincia, liay nn concejo 
compuesto de un alcalde y tres regidores. Forman 
también parte de diclio concejo, dos síndicos nombra- 
dos por la junta directiva del concejo provincial. Estos 
se encargan de la recaudación é inversión de las lien- 
tas del distrito. 

Los concejos de distrito pueden funcionar con tres 
de sus miembros, siempre que concurran el alcalde, ó 
m teniente, y uno de los síndicos. 

Los concejos de distrito ejercen en su territorio, to- 
das las atril>uciones de los provinciales, y se consagran 
especialmente á la conservación de los puentes y ca- 
minos de su territorio, y al fomento y mejora de la es- 
cuela ó escuelas que tengan á su cargo. 

Estos concejos están obligados á cumplir en su dis- 
trito los reglamentos y acuerdos de los concejos depar- 
tamentales y provinciales. 

La ley determina sus rentas y señala reglas para su 
exacto manejo.. (Cap, XIV id.) 
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CAPITULO XII 



181 Fuerza públiea. — 182 Guardia Nacional. — 183 Ejército ac- 
tivo: conscripción: reaerva. — ^184 Armada Kacional. — 186 
Fuerzas de policía: guardia civil: gendarmería: guardia ur- 
bana: policía especia. 

181 Fuerza pública.— El objeto de la fuerza públiea, 
dice el artículo 119 de la Constitución, es asegurar los 
derechos de la Kaciou en el exterior, y la ejecución de 
las IjByes y el orden en el interior. 

La fuerza pública se compone de las guardias nacio- 
nales, del ejército y de la armada; y tiene la organiza- 
cion que designa la ley- La fuerza pública y el nume- 
ro de generales y jefes se designarán por una ley. (Art. 
120 O.) 

Al Poder Ejecutivo corresponde organizar las fuer- 
zas de mar y tierra, distribuirlas y disponer de ellas pa- 
ra el servicio de la República. Le corresponde, así mis- 
mo, disponer de la guardia nacional, en sus respecti- 
víís provincias, sin poder sacarla de ellas, sino en caso 
de sedición en las limítrofes, ó en el do guerra exte- 
rior. (Art. 94, incs. 9 10 O.) Sin embargo, el Presiden- 
te de la Bepública, no puede mandar personalmente la 
fuerza armada, sino coun^ permiso del Congreso, y en 
caso de mandarla, solo tiene las facultades de general 
en jefe, sugeto á las leyes y ordenanzas militares, y 
responsable conforme á ella. (Art. 9o id.) 

182 Guardia nacional. — La guardia nacional ha si- 
do organizada por la ley de 7 de Noviembre de 1882. 
Según ella, la forman en cada provincia, los ciudada- 
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nos de veintiuno á veinticinco años, que no están m^ 
rolados en el ejercito ó en la reserva. Solo están exclui- 
dos, los que por la Constitución no tienen derecho de 
sufragio, los ordenados in sacris y los que comprueban 
incapacidad para el servicio. Sin embargo, los extran- 
geros que reúnen las condiciones de vecindad exigidas 
por la ley, pueden ser admitidos al servicio de la guar- 
dia nacional. (Arts. 1, 2 y 3, ley 7 de Noviembre de 
1872.) 

El nombramiento de jefes y oficiales de la guardia^ 
se hace por el Poder Ejecutivo, pero ese nombramien- 
to debe recaer en los ciudadanos que se hallen alista- 
dos en ella. Está prohibido que, por motivo alguno, 
se reconozca como de ejército, á los jefes y oficiales de 
la guardia nacional. (Arts. 4 y 8 id.) Al Poder Ejecutivo 
corresponde dictar los reglamentos necesarios, sobre 
la manera de proceder en el alistamiento, sobre el nú- 
mero de cuerpos, arma respectiva de ellos, instrucción 
y todo lo que sea indispensable para el establecimiento 
y arreglo de la guardia nacional en cada provincia, 
eon sujeción & las prescripciones de la ley. (Art. 7.) 

La guardia nacional puede ser movilizada en los 
términos que ya hemos indicado, pero no están obliga- 
gados á la movilización: 

1.° Los extrangeros; 

2.® El hijo único de viuda ó de padre pobre y con 
mas de sesenta años, siempre que cumpla con el deber 
de sostenerlos; 

8.® El viudo, padre de hijos menores; 

4.° Los estudiantes matriculados en universidades y 
colegios; 

5,^ Los profesores de instrucción y los empleados pú- 
blicos. (Art. 6 id.) 

Cuando se emplea la guardia nacional fuera de su 
provincia 6 departamento, no está obligada á servir 
por mas de seis meses; y debe ser relevada, si aún hu- 
biese necesidad de sus servicios, excepto en el caso de 
guerra exterior. (Art. 10 id.) 

Siempre que la guardia nacional se halla en servicio, 
l)ercibe un haber igual al que disfruta el ejército, y 
está sugeta en todo i las ordenanzas de este* (Art. 
5 id.) 
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La Inasistencia de los guardia» nacionales no acüaí*- 
telados, k los ejercicios de instrucción, que no puedüu 
tener lu^nr mas de una ó dos veces al mes, puede ser 
penada con arresto de uno á ocbo dias, según la gra- 
vedad de la reincidencia. (Art. 9 id.) 



181. fyéreito actito.— La le^ de 20 de Noviembre 
de 1872, ha fijado en cuatro mil hombres de todas ar- 
mas^ la fuerza del ejército. (Art. 2 ley cit.) 

Todo peruano mayor de veintiún años estii obligado 
á servir en el ejército nacional durante cinco años: 
tres en el ejército activo y dos en la reserva. (Arts. X 
y 8, ley id. 

Están exceptuados del servicio: 

1.* El hijo único de viuda ó de padre pobre y cort 
ínas de sesenta años, siempre que cumpla con el de- 
ber de sostenerlos; 

2.° El viudo, padre de hijos menores; 

8.*» Los estudiantes matriculados en universidades y 
colegios; 

4*<» Los eclesiásticos, profesores de instrucción y loa 
empleados públicos; 

5.*» Los que comprueban inutilidad para el servicio. 
(Art. id.) 

Los cuatro mil que deben componer el ejército acti 
tro, se sacaron la primera vez, de todas las provincias 
déla Eepública, en proporción al número de sus pobla- 
dores, y después de un año de formado el ejército eu 
esta forma, debió sortearse la tercera parte que pasó 
á*!a reserva; al año siguiente, se sorteó la otra tercera 
parte de las dos que quedaban, que pasó así mismo ^ 
la reserva; y en lo sucesivo, ha debido ó debe pasar á 
la reserva, sin necesidad do sorteo, la tercera parte que 
tenga mas tiempo de servicio. (At. 5 y 6.) 

El gobierno debe pedir cada año á los Ooncojos Pro- 
vinciales, por órgano de los Prefectos y Sub-Prefeetos, 
el número de individuos aptos para el servicio, que se- 
gún el censo corresponda á la provincia, para reem- 
plazar con ellos la parte del ejército activo que pasa 
anualmente á la reserva, y llenar las bajas por deserciou 
de loa conscriptos. Los concejos provinciales asignan á 
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cada diattito, el número de conscriptos con qne debe 
contribuir en la misma proporción. (Arts. 7 y 8 id.) 

Este sorteo se yerificsa por el concejo de distrito^ del 
cnal forma parte para este acto el juez de pae de pri- 
mera nominación. Pneden agregarse hasta seis adjun- 
tos, i^iempre que cada uno sea propuesto cnteútto me- 
nos por diez ciudadanos. Se verifica el sorteo entre los 
ciudadanos de veintiuno á veinticinco afloS) inelasive^ 
que no estén exceptuados del servicio, y los entregan 
á las autoridades de x>oIicía ^i la capital de la provin- 
cia. (Arts. 9 y 10 id.) 

El acto debe tener lugar en la plaía p6blica> ponien- 
do en cédulas los nombrt's de los que resulten espedi- 
tos, y colocadas estas én una ánfora, se saca una á una 
hasta completar el número que corresponde al distri- 
to. La extracción de la§ cédulas se hace por uno de los 
niiíos del lugar. (Art. 11 id.) 

Ouando so presentan voluntarios, se deduce su nú- 
mero del de conscriptos que corresponde al distrito en 
que residen. El sorteado pue<le presentar su reempla- 
zo ó satisfacción del concejo municipal, para quedar 
libre del servicio. (Arts. 13 y 19 id.) 

Los síndicos municipales deben llevar un libro en 
qne inscriban los nombres de les sorteados, los de sus 
padres y la patria de estos, anotando la fecha en que 
marchan y el pueblo á que cortesxyonde el contingente. 
Los mismos funcionarios están obligados á pedir al 
Sub-Prefecto> que recabe por los conductos respectivos, 
ia licencia íinal de los individuos que han cumplido el 
tiempo de servicios. (Art. 12 id.) 

Los concejos de distrito abonan á los sorteados y vo- 
luntarios, el diario y bagages hasta su entrega en la 
capital de la provinciíiá la autoridad política, corrien- 
do desde ese dia por ¡cuenta del Gobierno ambos abo- 
iiosi— -(Art. 15 id.) 

En cada ano debe pasar á la reserva la tercera par- 
te del ejército activo, qne haya cumplido los tres años 
del servicio obligatorio. Cada soldado, al pasar ala 
reserva, tiene derecho á dos sueldos de gratificación. 
La condición de reserva deja al soldado en hbertad 
para contraerse á cualquier trabajo ú ocupación, impo* 
niéndole únicamente las siguientes obligaciones: 
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1.* Eesidencia en lo, capital de la Eepública, de don* 
de no podrói auseníarse sin previa licencia del Go^ 
bienio; 

2.* Presentación á revista y ejercicio, que no puede 
exceder de dos djas en el mes. La asistencia se retribu- 
ye con el doble del prest de reglamento; 

3** Incorporarse á las filas del ejército en caso de 
guerra. 

Cumplido» los dos años de reserva, cada soldado ó 
élase tiene derecho á un sueldo de gratificación, á su 
licencia final y absoluta separación d^ ejército, yá 
bagajes para regresar á su provincia.' (Arts. 6, 16, 17 
y 16 id.) 

184 Armada nacional.— -Las fuerzas marítimas de 
que dispoyé la nación forman la armada nacional. 

En lo relativo al servicio y contabilidad de los bu- 
ques de guerra, rige en parte ja ordenanza naval de 
España de 1802. En 6 de Julio de 1847 se expidió el 
reglamento orgánico de la armada. 

La armada nacional está mandada por el Coman- 
dante General de Marina y son dependencias suyas las 
capitanías de los puertos. 

1S5 Ffierzas de policía. — Ademas de la guardia n á* 
cional, el ejército y la armada, existen las fuerzas de 
policía,^ encargadas de la conservación del <Jrden, pre- 
vcficion de los deiitos y persecución constante de los 
taalhechores. Las fuerzas de policía han sido organi- 
zadas por el decreto orgánico de la polic^ía de seguri- 
dad expedido en 81 de Agosto de 1874, en virtud do 
autorización legislativa de 7 de Abril de 7878, y se 
ocupa de las siguientes instituciones. 

Guardia civil — El objeto de la guardia civil es «la 
prevención do los delitos ó faltas y la persecución y 
aprehencion de las personas quebubieson delinquido.* 
Está dividida en columnas, las columnas en compa- 
ñías y estas en secciones, mandadas estas por inspec 
tores, las compaíiías por los mayores de guardias y las 
columnas por comandantes. El indicado decreto desig- 
na los requisitos que debe tener el guanlia, la mane- 
ra de nonibrar]o,sus goces y la renta de que disfruta. 

QendarmeríjK — La gendarmería está destinada á 
mantener el orden y la seguridad, y á proporcionar á 
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las antoriílades políticas yálos fancionarios d^ poli- 
cía, una fuerza permaneute (disciplinada y siempre ex* 
peáita) para apoyar con firmeza las órdenes de Ja auto- 
ridad ó las funciones de la policía civil. La gendarme- 
ría tiene la misma organización que los cuerpos del 
ejército y está sujeta á las ordenanzas militares. Deben 
ser empleados en ella de preferencia, todos los jefeSj 
oficiales é individuos de tropa, que se hayan distingui- 
do en el servicio militar, por la moralidad de su con- 
ducta y celo en el cumplimiento de sus deberes. 

Guardia urbana — Forman esta, los vecinos de cad^ 
uno de los barrios, en que para este efecto se deben di- 
vidir las poblaciones. — Se organiza la guardia urbana 
en las ciudades, villas y pueblos que sean frecuente- 
mente amenazados por malhechores, para resistir á 
los ataques de estos. La guardia de cada barrio está 
comandada por u a alcalde y cuatro teniente alcaldes, 
nombrados por los mismos vecinos, con aprobación 
de los sub-prefectos, gobernadores ó teniente gober- 
nadores, en su caso. 

Policía especial.— Comprende esta: 

1.° La policía de seguridad en los mercados, paseos, 
teatros etc., que puede hacerse exclusivamente por las 
Municipalidades por medio de empleados nombrados 
y rentados i)or ellas, pudiendo suspender el Gobierno 
esta facultad, en el caso de que se hiciera un uso inde- 
bido de ella; 

2.** La policía de establecimientos^ó empresas parti- 
culares, como ferro-carriles, construcción de trabajos 
públicos, establecimientos industriales, agrícolas y mi- 
neros que por su naturaleza exijen cierta vigilancia. 
Los empleados que hacen esta policía, son puestos y pa- 
gados por los empresarios,y nombrados pox el Prefecto; 

3.^ La policía rural que se organiza según las condi- 
ciones de cada provincia^ 

á.o La guardia de cárceles en las capitales de depar- 
tamento, que puede desempeñarse por guardias per- 
manentes, nombrados por el Prefecto ó por el Concejo 
Departamental, en los casos en que se les confiera es- 
ta facultad por el Gobierno; 

5." La policía de puertos, cuya reglamentación cor- 
responde al ramo de marina. (Art. 13, dec. de 18 de 
Diciembre de 1873.) 
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tos. — 116 Revisión.— 117 Veto.— 118 Promulgación. — 
119 Publicación — 120 No retroactividad de las leyes — 
121 Interpretación — 122 Derogación — 123 Estatutos 
reales y personales « 125 á 135 

CAPITULO VII- 124 Elección de Presidente y Vice- 
presidente de la República— 125 Requisitos para ser 
presidente: duración del cargo: reelección — 126 Vslt 
canela de la Presidencia: suspensión de su ejercicio: 
Vice-Presidentes— 127 Atribuciones del Presidente: 
prohibiciones: renta , 136 á 14l 

CAPITULO VIII— 128 Ministros de Estado: su núme- 
ro— 129 Requisitos para ser Ministro — 130 Como son 
nombrados — 131 Ministros interinos y accidentales — 
132 Duración del cargo — 133 Autorización y firma mi. 
nistarial — 134 Consejo de Ministros — 135 Presidencia 
del Consejo— 136 Quorum — 137 Cuando se reúne el 
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Consejo — 188 Tofco consultivo y deliberativo del Con- 
cejo — 13& Boaacuerdo entre el Presidente de la Kepu- '^ 
blica y el Consejo 6 uno de los Ministros — 140 Actas 
del Consejo— 141 Número de votos para las delibera- 
ciones — 142 Besponsabilidad ministerial^^l43 Debe- 
res de los Ministros — 144 Competencia-=^145 Prece- • 
deacia-^14(> Funcionarios políticos subalternos 142 á léÓ 

CAPITULO IX--147 Tribunales y juzgados de la Repú- 
blica — 148 Tribunales y juzgados civiles— 149 Ordi- 
narios— '150 Privativos— 151 Extraordinarios-^152 Tri- 
bunales juzgados en materia criminal— 153 Bequisitos 
|>ara los cargos de Vocal y Juez — 154 Competencia — * 
165 Fiscales .*. * 161 á 158 

CAPITULO X— 156 Administración de justicia— 167 
Inamovilidad de los jueces— ^158 Juicios por comisión. 
— 159 Limitación de la jurisdicoion — 160 Publicidad 
de los juicios— 161 Motivación de las sentencias —162 
Besponsabilidad de los jueces — 163 Acción popular 
icontra los jueces... «,. *... V.t.... ..* 159 á 164 

Capitulo XI— 164 Administración local: concejos-^ 
165 Atribuciones generales: probibiciones: gexarquía: 
revisión— *166 Bequisitos para el cargo de concejal: in- 
^pacitados: elección y calificación de los eleg^dostcon- 
cejales suplentes — 167 Sesiones: quorum: votaciones: 
renovación de loíi concejos — 168 JuJ^sdiccion de los 
concejales inspectores: su responsabilidad: empleados 
locales — 169 Subasta de los bienes y ramos locales: 
exenciones de que gozan — 170 Organizacioü de los 
concejos departamentales — 171 SeáiOnes y atribucio- 
nes de los concejos departamentales — 172 Junta direc-i 
tiva departamental: sesiones y atribuciones de ella — 

178 Presidente: Yioe-Presidente: Coniaralores: Inspec- 
tores: empleados — 174 Bentas y gastos departamenta* 
les: tesoreros: cuentas — 175 Organización de los con- 
cejos provinciales — 176 Sesiones y atribuciones de los 
concejos provinciales — 177 Junta directiva: sesiones y 
atribuciones de .esta junta — 178 Alcalde: Teniente-al- 
calde: Síndicos: Inspectores y empicados provinciales 

179 Rentas y gastos provinciales — 180 Concejos de 
distrito.. .;.... 165 á iSSl 

CAPITULO XII— 181 Fuerza pública.— 182 Guardia 
NacionaL — 183 Ejército activo: conscripción: reserva. 
*— 184 Armada Nacional. — 185 Fuerzas de policía: 
guardia civil: gendarmería: guardia urbana: policía ^ ^ 

especial* * ....«..* 4 .« * . 184 á 189 
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